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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como
memorial para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo
siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 
…MEGM… 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
 

De: Henry Alberto Gonzalez Molina <hagonzalezm@secretariajuridica.gov.co> 
Enviado: miércoles, 2 de diciembre de 2020 3:52 p. m. 
Asunto: Contestación demanda.
 
Buenas tardes. De manera cordial y dentro del término legal, presentamos contestación de
demanda en el proceso de la siguiente referencia: 

Juzgado de conocimiento: Cuarto Administrativo de Oralidad
Expediente: 11001-33-34-004-2020-00180-00
Medio de control: Nulidad
Demandante: Carlos Mario Isaza Serrano
Disposición demandada: Acuerdo Distrital 767 de 2020

Declaración de Confidencialidad
La información aquí contenida es para uso exclusivo de la persona o entidad de destino. Está estrictamente
prohibida su utilización, copia, descarga, distribución, modificación y/o reproducción total o parcial, sin el permiso
expreso de la Secretaría Jurídica Distrital de Bogotá, pues su contenido puede ser de carácter confidencial y/o
contener material privilegiado. Si usted recibió esta información por error, por favor contacte en forma inmediata a
quien la envió, borre este material de su computador y absténgase de usarlo, copiarlo o divulgarlo. La Secretaría
Jurídica Distrital de Bogotá,  no es responsable por la información contenida en esta comunicación, el directo
responsable es quien la firma o el autor de la misma. Conozca nuestra política de seguridad de la Información y
protección de datos personales, de acuerdo a lo establecido en la Ley 1581 de 2012 en:
http://secretariajuridica.gov./transparencia/mecanismos-contacto/proteccion-datos-personales   
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Bogotá D.C., 
 
DOCTOR:  
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN PRIMERA 
E.S.D. 
 
 
REFERENCIA: 
 
EXPEDIENTE No. 11001-33-34-004-2020-00180-00 

 
MEDIO DE CONTROL Nulidad. 

 
DEMANDANTE Carlos Mario Isaza Serrano  

 
DISPOSICIONES DEMANDADAS Acuerdo Distrital 767 de 2020. 

 
MOTIVO DE LA INTERVENCIÓN Contestación de la demanda.  

 
 
HENRY ALBERTO GONZÁLEZ MOLINA, abogado, mayor de edad y vecino de esta 
ciudad, identificado como aparece al pie de mi firma, en mi calidad de apoderado judicial 
del DISTRITO CAPITAL, de conformidad con el poder que adjunto al presente escrito, 
me permito contestar la demanda presentada en contra del Acuerdo Distrital 767 de 2020, 
con excepción de los artículos 7 y 8 según decisión adoptada mediante Auto del 4 de 
septiembre de 2020, dentro del término establecido en el artículo 172 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, con la modificación 
introducida por el artículo 612 del Código General del Proceso y de acuerdo con los 
siguientes razonamientos.  
 

I. DISPOSICIÓN DEMANDADA 
 

Se cuestiona la legalidad del Acuerdo Distrital 767 de 2020 “Por el cual se desincentivan las 
prácticas taurinas en el Distrito Capital y se dictan otras disposiciones”, que es del siguiente 
tenor:  
 

“ACUERDO 767 DE 2020 
 

Por el cual se desincentivan las prácticas taurinas en el Distrito Capital y se dictan 
otras disposiciones  

  
EL CONCEJO DE BOGOTÁ D.C., 

  
En uso de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las que le confie-

ren los numerales 3, 7, 10 y 13 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993, 
  

ACUERDA: 
  



 

 
 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El presente Acuerdo tiene por objeto desincentivar las prácticas 
taurinas autorizadas en el Distrito Capital, contribuir a subsanar el déficit normativo de 
protección animal y fortalecer la cultura de los derechos de los animales.  
  
ARTÍCULO 2. PRÁCTICAS PERMITIDAS. En el Distrito Capital sólo están autorizadas 
las corridas de toros y las novilladas.   
  
Parágrafo. Las prácticas taurinas permitidas sólo podrán realizarse en la plaza de toros 
permanente de la ciudad.    
  
ARTÍCULO 3. PROTECCIÓN ANIMAL. La realización de las prácticas taurinas permitidas 
exigirá la eliminación de todos los instrumentos que laceren, corten, mutilen, hieran, que-
men o lastimen en cualquier forma a los animales, o les den muerte.  
  
ARTÍCULO 4. CULTURA CIUDADANA. La Administración Distrital velará por promover 
ejercicios de autorregulación y acciones colectivas para rechazar, de manera no violenta, 
las prácticas taurinas.   
  
Parágrafo. Las entidades distritales responsables de ejecutar las acciones destinadas pa-
ra dar cumplimiento a lo establecido en el presente Acuerdo, podrán priorizar dentro de 
sus respectivos presupuestos los recursos necesarios para tal fin.  
  
ARTÍCULO 5. PUBLICIDAD EN LOS EVENTOS TAURINOS. El organizador de cualquier 
evento taurino deberá reservar y usar el 30% del espacio de la publicidad del evento para 
informar del sufrimiento animal que conllevan las corridas de toros o novilladas, según co-
rresponda. Esta obligación incluye la publicidad que se despliegue en vallas, paraderos 
de buses, anuncios de prensa, radiales, televisivos o en cualquier otro medio masivo de 
comunicación.  
  
Esta regla podrá pactarse en el contrato que se suscriba para el uso de la plaza de toros 
permanente de la ciudad. El costo total por la publicación de los mensajes publicitarios 
correrá por cuenta del organizador del evento taurino.  
  
ARTÍCULO 6. FECHAS AUTORIZADAS. Sólo podrán realizarse actividades taurinas en 
las fechas que fije la Secretaría Distrital de Cultura, Recreación y Deporte, que en todo 
caso no podrán ser más de tres domingos. 
  
ARTÍCULO 7. MODIFICACIÓN TRIBUTARIA. Adiciónese un parágrafo al artículo 1 del 
Acuerdo 399 de 2009, el cual quedará así:  
  
“Parágrafo 5. La tarifa aplicable a los espectáculos taurinos, sin excepción, será del 20% 
sobre la base gravable correspondiente” 
  
ARTÍCULO 8. DISTRIBUCIÓN DEL IMPUESTO. Modifíquese el artículo 4 del Acuerdo 
399 de 2009, el cual quedará así:  
  
“Artículo 4. Distribución del impuesto. La distribución por el recaudo del impuesto fu-
sionado se realizará en los siguientes términos:  
  
1. El 77,5% por concepto del pago del impuesto unificado de fondo de pobres, azar y es-
pectáculos, será destinado a proteger a las personas desprovistas de todo recurso, que 
ejerzan públicamente la mendicidad y continuar con la asistencia de los ciudadanos en 
condiciones de vulnerabilidad que venían siendo atendidos con los recursos del Impuesto 
de fondo de pobres. Dichos recursos serán previstos en el presupuesto anual y girados 



 

 
 

 

por la Secretaría de Hacienda de Bogotá D.C. directamente a la Secretaría de Integración 
Social.  
  
2. El 17.5% del recaudo por concepto del pago del impuesto unificado de fondo de po-
bres, azar y espectáculos será previsto en el presupuesto anual y girado por la Secretaría 
de Hacienda de Bogotá D.C. directamente a la Secretaría Distrital de Cultura, Recreación 
y Deporte, quién a su vez destinará dichos recursos al Instituto Distrital de Recreación y 
Deporte - IDRD.  
  
3. El 5% del recaudo por concepto del pago del impuesto unificado de fondo de pobres, 
azar y espectáculos será previsto en el presupuesto anual y girado por la Secretaría de 
Hacienda de Bogotá D.C. directamente al Instituto Distrital de Protección y Bienestar Ani-
mal –IDPYBA- para el fortalecimiento de actividades para la atención animal y promoción 
de la cultura de protección animal en el Distrito Capital.”  
  
ARTÍCULO 9. COSTOS O GASTOS DE OPERACIÓN. Todos los gastos de operación de 
los eventos taurinos serán asumidos por el organizador. Esta obligación podrá pactarse 
en el contrato que se suscriba para tal fin.  
  
ARTÍCULO 10. VIGENCIA. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.” 
 

 
II. DISPOSICIONES VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 

 
Considera el demandante que el acuerdo demandado vulnera las siguientes 
disposiciones:  
 

• Constitución Política de Colombia, artículos: 7, 70, 71, 72, 93, 121, y 150, numeral 
1°y, 152, letra a).  

• Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 30 en armonía con el 
artículo 93 de la Constitución Política y la Ley 16 de 1972, artículo 30.  

• Decreto 1421 de 1993, artículos 12, numerales 3, 7, 10 y 13, por indebida 
aplicación y, 13, inciso 2°, por violación directa.  

• Ley 916 de 2004, artículos 2, 13, 14, 15, 17, 18 y 19.  
• Ley 84 de 1989, artículo 7o y la sentencia C-889 de 2012 expedida por la Corte 

Constitucional. 
• Ley 1774 de 2016, artículo 5, parágrafo tercero, y la sentencia C-666 de 2010 en 

concordancia con la sentencia C- 133 de 2019, en cuanto dispuso estarse a lo 
resuelto en la sentencia C-666 de 2010.  

 
Comienza por señalar que la competencia para expedir actos relacionados con el 
reconocimiento de las tradiciones artísticas y culturales en el país es exclusiva del 
Congreso de la República.  
 
Agrega que cuando las autoridades administrativas ejercen sus competencias en 
relación con la autorización de los espectáculos públicos, como actividades propias del 
ejercicio de la función de policía, en los términos explicados en la sentencia C-889 de 
2012, como una expresión del grado de autonomía que la Constitución Política les 
reconoce a las entidades territoriales, no pueden por ello salirse del principio de estricta 
legalidad, predicable respecto de las limitaciones a derechos constitucionales derivadas 



 

 
 

 

de la protección del orden público.  
 
Sin embargo, el Concejo de Bogotá sin competencia para ello y sin precaver que de 
acuerdo con la misma Corte, no se hallaba incompatibilidad entre las corridas de toros y 
la prohibición de torturas y penas crueles, inhumanas o degradantes, pues esta 
restricción constitucional respondía exclusivamente a una perspectiva antropocéntrica, 
decidió́ establecer una serie de restricciones que hacen inviable el espectáculo taurino.  
 
En referencia a la Sentencia C-666 de 2010, indica que el Concejo de Bogotá, so 
pretexto de cubrir un deficit normativo que sólo le corresponde al Legislador llenar, con el 
objeto de de regular la excepción del artículo 7 de la ley 84 de 1989 y ahora, la 
establecida en el artículo quinto, parágrafo tercero de la Ley 1774 de 2016, decide motu 
proprio usurparle competencias a aquel.  
 
El Concejo también decidió prohibir otras actividades tales como las novilladas con 
picadores, las novilladas sin picadores, el rejoneo, las becerradas, los festivales, el toreo 
cómico y los espectáculos mixtos, autorizados por el artículo 13 de la Ley 916 de 2004, 
cuando esta es una competencia exclusiva del Legislador y no de los concejos.  
 
Además, prohibe, sin competencia alguna, la realización de las prácticas taurinas que 
por dicho acuerdo se permiten, los instrumentos que laceren, corten, mutilen, hieran, 
quemen o lastimen en cualquier forma a los animales, o les den muerte, cuando los 
mismos han sido no sólo definidos sino también autorizados por el artículo 12 de la 
misma Ley 916 de 2004, en los espectáculos taurinos.  
 
De igual manera, arrogándose competencias del Legislador y so pretexto de llenar 
déficits normativos, impone al organizador de cualquier evento taurino la reservación y 
uso del 30% del espacio de la publicidad del evento para informar del sufrimiento animal 
que conllevan las corridas de toros o novilladas, según corresponda.  
 
Limita el desarrollo de las actividades taurinas únicamente a tres domingos, que serán 
determinados por la Secretaría Distrital de Cultura, Recreación y Deporte, en contravía 
de los artículos 13, 14, 15, 17, 18 y 19 de la Ley 916 de 2004, que ampliamente y bajo el 
concepto de temporada permiten la realización de estas actividades, ofreciendo criterios 
objetivos y obligatorios. Además, contrariando lo dispuesto por la Corte Constitucional en 
la parte resolutiva de la sentencia C-666 de 2010, en el sentido de que estas actividades 
podrán desarrollarse en aquellos municipios o distritos en los que las mismas sean 
manifestación de una tradición regular, periódica e ininterrumpida y que por tanto su 
realización responda a cierta periodicidad.  
 
 

III CONSIDERACIONES DEL DISTRITO CAPITAL 
 
3.1 Cuestión previa.  
 
Respecto de los cargos de nulidad expuestos en contra de los artículos 7y 8 del Acuerdo 
767 de 2020 no habrá pronunciamiento por parte de esta defensa, en atención a que 
mediante Auto del 4 de septiembre de 2020 el Despacho decidió escindir la demanda en 
relación con la pretensión de nulidad de estos artículos, por encontrar que respecto de 
los mismos la controversia gira en torno al control de legalidad de disposiciones que 



 

 
 

 

modifican obligaciones de carácter tributario, competencia que está atribuida a los 
juzgados administrativos de la Sección Cuarta, según lo establecido en el artículo 18 del 
Decreto 2288 de 1989 y el artículo 2 del Acuerdo PSAA06-3345 de 2006 del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 
En la actualidad la demanda dirigida contra estos artículos en particular fue repartida al 
Juzgado 39 Administrativo del Circuito judicial de Bogotá.  
 
3.2 Frente a los hechos.  
 
En un medio de control como el de nulidad en el que se discute la legalidad y, en general, 
el respeto por el ordenamiento jurídico vigente del acto demandado no puede hablarse 
de “hechos” en el sentido en que se utiliza en materia judicial, que no es otro al de relatar 
las situaciones subjetivas y particulares que llevan al demandante a instaurar una 
demanda contra cualquier acto, hecho o actuación administrativa de índole particular y 
concreta que afecta sus intereses.  
 
Salvo los relacionados con la expedición del Acuerdo 767 de 2020 y las competencias 
invocadas para expedirlo, los “hechos” aquí relatados corresponden a los mismos cargos 
que se endilgan en contra del acto demandado.  
 
En ese orden, es válido señalar que los hechos 1 y 2 son ciertos.  
 
El 4, 5 y 6 aluden a citas de los artículos que integran el acuerdo demandado y, en esa 
medida, son ciertos. Excepción hecha de los términos despectivos “so pretexto” y 
“subterfugio velado”, los cuales no integran el cuerpo normativo del citado acuerdo y, por 
ende, son consideraciones subjetivas del demandante.  
 
El 7 tampoco es un hecho. Es una la consideración subjetiva del actor en torno a lo 
establecido en el artículo 4º del acuerdo demandado. En todo caso, la interpretación del 
demandante pervierte el objetivo de la disposición mencionada, la cual sólo pretende que 
en el Distrito Capital se rechacen, de manera no violenta, las prácticas taurinas.  
 
El 8 corresponde, según la nota al pie de página, a un extracto de una sentencia de la 
Corte Constitucional. Por tanto, tampoco es un hecho.  
 
Los numerados del 9 al 13 se refieren, en estricto sentido, al inconformismo que 
encuentra el actor entre la norma demandada y las presuntamente vulneradas. Es decir, 
equivalen a los mismos cargos de la demanda.  
 
3.3 Frente a las pretensiones.  
 
Dicho lo anterior, desde ya nos oponemos a las pretensiones anulatorias del 
demandante por estar seguros de que el Acuerdo 767 de 2020, se encuentra en armonía 
con el ordenamiento superior vigente y en especial con los diferentes pronunciamientos 
de la Corte Constitucional en los cuales se ha exhortado a las autoridades públicas a 
cubrir el déficit de protección de los derechos de los animales que luego de más de diez 
(10) años de expedición de la Sentencia C-666 de 2010 aún pervive en nuestro 
ordenamiento jurídico.  
 



 

 
 

 

Pero, además, siguiendo las directrices legales plasmadas en la Ley 1774 de 2016 que 
ha reconocido de forma expresa el carácter de “seres sintientes” de los animales y les ha 
otorgado la titularidad de una “especial protección contra el sufrimiento y el dolor, en 
especial, el causado directa o indirectamente por los humanos” (artículo 1º), lo que 
significa un cambió de paradigma jurídico en el tratamiento y relacionamiento ético que 
los seres humanos debemos tener hacia estos seres sintientes a través del 
reforzamiento de la cultura de los derechos de los animales, para lo cual el Concejo de 
Bogotá, D.C., como órgano revestido de legitimidad democrática e interpretando el 
querer mayoritario del pueblo bogotano ha decidido establecer unas medidas para 
desincentivar estás prácticas tan abyectas de maltrato animal, en la línea con lo que ha 
indicado la Corte Constitucional1, para lo cual no veladamente –como lo expresa el 
demandante– sino de forma clara y expresa se han desarrollado estas medidas que sin 
ninguna duda pretende ir reduciendo estás prácticas, sin caer en una prohibición general 
la cual sí está reservada al legislador.  
 
Por tal razón, una eventual declaratoria de nulidad del Acuerdo 767 de 2020 conllevaría 
una afrenta a los postulados de la Corte Constitucional y un claro desconocimiento de la 
Ley 1774 de 2016; además iría en contravía de la dirección adoptada por la política 
pública distrital que pretende ir garantizando de forma progresiva el bienestar de todos 
los seres sintientes que conviven con los seres humanos en la capital, perpetuando el 
déficit de protección de los animales que ha sido reconocido por la Corte Constitucional y 
sobre el cual el cabildo distrital como máxima autoridad administrativa de Bogotá se ha 
pronunciado en la línea de desincentivar esos actos de crueldad contra los animales, que 
además controvierten directa o indirectamente la cultura de paz y de eliminación de 
todas las formas de violencia real o simbólica que afecta la seguridad y la convivencia en 
la capital de la república.   
 
3.4 Argumentos de defensa.  
 
3.4.1 Generalidades. 
 
El demandante considera que el Acuerdo 767 del 2 de julio de 2020 debe ser declarado 
nulo porque: (i) viola la constitución y la ley, (ii) fue expedido sin competencia y de forma 
irregular, (iii) fue falsamente motivación y (iv) el Concejo Distrital se desvió de sus 
atribuciones.  
 
Conviene resaltar, desde ya, que a pesar de esas acusaciones el ciudadano demandante 
no precisó cuál fue la grave anomalía en la forma o procedimiento del acto acusado capaz 
de generar su invalidez2.De igual manera, el actor dejó de evidenciar la forma como la 
administración distrital empleó sus facultades con un propósito opuesto al interés público3. 

 
1 Ver entre otras la sentencia C-889 de 2012 y la sentencia C-041 de 2012.  
2 El Consejo de Estado precisó sobre la expedición irregular que: “… no toda irregularidad constituye casual de 
invalidez de los actos administrativos. Para que prospere la causal de nulidad por expedición irregular es necesario 
que la irregularidad sea grave pues, en principio, en virtud del principio de eficacia, hay irregularidades que pueden 
sanearse por la propia administración, o entenderse saneadas, si no fueron alegadas. Esto, en procura de la 
efectividad del derecho material objeto de la actuación administrativa” (Negrilla y subraya fuera de texto). Cita tomada 
de la sentencia que emitió la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, C.P.: Jorge Octavio Ramírez 
Ramírez, en sentencia del 16 octubre de 2014, radicación: 25000-23-27-000-2011-00089-01 (19611), demandante: 
Alianza Fiduciaria S.A. y demandado: Distrito Capital de Bogotá. 
 
3 La Corte Constitucional en sentencia C-456/98 adujó al referirse a la naturaleza de la desviación de poder lo 
siguiente: “El vicio de la desviación de poder en la expedición de un acto administrativo se presenta, cuando un 



 

 
 

 

El demandante tampoco explicó las circunstancias por las cuales el Concejo de Bogotá D.C. 
valoró de forma inadecuada los supuestos de hecho consagrados en los numerales 7, 10 y 
13 del artículo 12 del Decreto 1421 de 1993 para la expedición del acto acusado en este 
medio de control 4 . Por último, el actor dejó de presentar el hecho que sin estar 
debidamente probado dentro de la actuación administrativa fue tenido en cuenta como 
motivo determinante del Acuerdo 767 de 2020, o en su defecto los supuestos fácticos 
omitidos que a pesar de estar demostrados al haber sido apreciados por la administración 
distrital habrían producido que se emitiera una manifestación diferente de la voluntad en 
torno a la realización de prácticas taurinas5.   
 
Con la salvedad anterior, el Distrito Capital considera que el primer cargo de nulidad que 
planteó el demandante atañe al elemento del acto administrativo de contenido u objeto, 
toda vez que el ciudadano Isaza Serrano estimó que en el Acuerdo Nro. 767 de 2020 se 
incurrió en una interpretación errónea de: 
 

• Los artículos 7, 70, 71, 72, 93, 121 y 150 numeral 1° y 152 literal a de la 
Constitución Política.  

• El artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el artículo 
93 de la Constitución Política y el artículo 30 de la Ley 16 de 1972. 

• El inciso 2° del artículo 13 del Decreto 1421 de 1993. 
• Los artículos 2, 13, 14, 15, 17, 18 y 19 de la Ley 916 de 2004. 
• El artículo 7 de la Ley 84 de 1989. 
• El parágrafo tercero del artículo 5 de la Ley 1774 de 2016. 
• El artículo 12 de la Ley 916 de 2004 y el Acuerdo Nro. 399 de 2009. 

 
El actor sostuvo también que el Concejo de Bogotá D.C. desconoció el contenido de las 
sentencias C-666 de 2010, C-889 de 2012 y C-133 de 2019. En particular, subrayó que en 
la Sentencia C-666 de 2010 se estableció que las corridas de toros, novilladas, corralejas, 
becerradas y tientas no podían considerarse como “hechos dañinos” y “actos de crueldad” 
contra los animales. Así mismo, el demandante determinó que el artículo 7 de la Ley 84 de 

 
órgano del Estado, actuando en ejercicio y dentro de los límites de su competencia, cumpliendo las formalidades de 
procedimiento y sin incurrir en violación de la ley, utiliza sus poderes o atribuciones con el propósito de buscar una 
finalidad contraria a los intereses públicos o sociales, en general, o los específicos y concretos, que el legislador buscó 
satisfacer al otorgar la respectiva competencia” (Negrilla y subraya fuera de texto).  
 
4 La causal de nulidad de infracción de las normas por aplicación indebida ocurre cuando se emplean preceptos 
jurídicos que no son los pertinentes para resolver el asunto objeto de decisión: “… El error por aplicación indebida 
puede originarse por dos circunstancias: 1.- Porque el juzgador se equivoca al escoger la norma por inadecuada 
valoración del supuesto de hecho que la norma consagra y 2.- Porque no se establece de manera correcta la 
diferencia o la semejanza existente entre la hipótesis legal y la tesis del caso concreto…”(Negrilla y subraya fuera de 
texto). 
 
5 El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, el 26 de julio de 2017 dentro de la 
radicación Nro.: 11001-03-27-000-2018 00006-00 (22326), demandante: Camilo Alberto Riaño Abaunza y demandado: 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN- precisó que la falsa motivación de un acto administrativo ocurre 
cuando sus consideraciones  no corresponden con la realidad ni permiten justificar la decisión que adopta la autoridad 
administrativa y por lo tanto se termina afectando la validez del acto administrativo, entendida esta como la correcta 
adecuación de un pronunciamiento al ordenamiento jurídico. En particular, la referida Corporación señaló: “Para que 
prospere la pretensión de nulidad de un acto administrativo con fundamento en la causal denominada falsa 
motivación, la Sala ha señalado que "es necesario que se demuestre una de dos circunstancias: a) O bien que los 
hechos que la Administración tuvo en cuenta como motivos determinantes de la decisión no estuvieron debidamente 
probados dentro de la actuación administrativa; o b) Que la Administración omitió tener en cuenta hechos que sí 
estaban demostrados y que si hubiesen sido considerados habrían conducido a una decisión sustancialmente 
diferente"5(Negrilla y subraya fuera de texto).  
 



 

 
 

 

19896  consagró que los actos con animales antes referidos no eran muestras de tratos 
inadecuados. 
 
El ciudadano Isaza Serrano adujo que el Concejo de Bogotá D.C. quebrantó los derechos 
de los aficionados a la tauromaquia y que impuso condiciones inviables para la realización 
de espectáculos taurinos en la capital. En esa línea, la parte demandante consideró que la 
actividad taurina no era oponible al maltrato animal, en la medida en que las corridas eran 
compatibles con la prohibición contenida en el ordenamiento frente a torturas y penas 
crueles, inhumanas o degradantes. Por otro lado, el demandante destacó que la 
Corporación Distrital requería de la iniciativa de la Alcaldesa Distrital para poder imponerle 
al organizador del evento taurino la obligación de asumir todos los gastos de operación de 
ese certamen. Finalmente, el actor alegó que la Corporación usurpó las facultades propias 
de la administración distrital y del legislador al limitar a tres domingos el desarrollo de las 
actividades taurinas. 
 
Al respecto, el Distrito Capital refiere que la causal de nulidad por interpretación errónea 
ocurre cuando en el contenido del acto administrativo se aplican, con un alcance que no es 
propio, las disposiciones previstas en el ordenamiento para regular esa materia. El Consejo 
de Estado citó esta causal de anulabilidad en los siguientes términos:  
 

“(ii) Nulidad del acto administrativo por violación del ordenamiento superior o la regla de 
derecho de fondo en que debía fundarse 
 
Entre las causales de nulidad señaladas en el artículo 137 del CPACA se encuentra 
aquella referida a la infracción de las normas en las que ha debido fundarse el acto 
administrativo, también conocida como la nulidad por violación del ordenamiento superior 
o de la regla de derecho de fondo que se exigía para su sustento. Esta causal ha sido 
entendida como genérica, frente a las específicas referidas a cada uno de los elementos 
de los actos administrativos a saber: incompetencia, expedición irregular, desviación de 
poder, desconocimiento del derecho de audiencia y de defensa, y falsa motivación 
 
En todo caso, el significado estricto de esta causal ha sido comprendido por la 
jurisprudencia de esta corporación como la contravención legal directa de la norma 
superior en que debía fundarse el acto administrativo y ocurre cuando se presenta una de 
las siguientes situaciones: Falta de aplicación, aplicación indebida o, interpretación 
errónea. 
(…) 
 
Finalmente, se viola la regla de derecho de fondo o norma sustancial de manera directa al 
dársele una interpretación errónea. Esto sucede cuando las disposiciones que se aplican 
son las que regulan el tema que se debe decidir, pero la autoridad las entiende 
equivocadamente en su significado literal y contextual, y así, erróneamente 
comprendidas, las aplica. Es decir, ocurre cuando la autoridad administrativa le asigna a 
la norma un sentido o alcance que no le corresponde”7 (Negrilla fuera de texto) 

 
6 “Por la cual se adopta el Estatuto Nacional de Protección de los Animales y se crean unas contravenciones y se regula lo 
referente a su procedimiento y competencia”. 
7 Sentencia 2014-00675/2084-14 de abril 30 de 2020, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Segunda - Subsección “A”, Rad.: 11001-03-25-000-2014-00675-00(2084-14), Consejero Ponente: Dr. William 
Hernández Gómez, Actor: Asociación Sindical Unitaria de Servidores Públicos del Sistema Penitenciario (UTP) y otro, 
Demandado: Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - Inpec, y Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC, 
Referencia: Obligatoriedad de los actos administrativos de carácter general. Resolución 000571 del 7 de marzo de 
2013. Manual específico de funciones y competencias laborales para los empleados del personal administrativo del 
INPEC. Acuerdo 303 de 13 de marzo de 2013. Convocatoria 250/2012 INPEC - Administrativos. En el referido 



 

 
 

 

 
En virtud de lo anterior, el Distrito Capital considera que la causal de anulación por 
interpretación errónea no está llamada a prosperar, al estimar que el demandante dejó de 
acreditar que en el Acuerdo Nro. 767 de 2020 la administración distrital hubiese asignado 
un efecto diferente al previsto en el ordenamiento para las normas invocadas en la 
demanda. El propio operador judicial evidenció esta situación cuando negó la medida 
cautelar de suspensión provisional de los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 9 y 10 del acto 
demandado. 
 
La administración distrital resalta que la autoridad judicial determinó en la citada providencia 
que los artículos 7, 70, 71 y 72 de la Constitución Política no determinan: “…una 
competencia específica…” para el reconocimiento, fomento, regulación o restricción de las 
diversas manifestaciones culturales y artísticas en el territorio. Al mismo tiempo, estimó que 
el demandante no planteó la forma en que el acto acusado restringía el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad de los practicantes o aficionados a los espectáculos taurinos.  
 
En esa misma dirección, estimó que los artículos 93 y 121, el numeral 1 del artículo 150, el 
literal a) del artículo 152 de la Constitución Política de Colombia junto con el artículo 30 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 30 de la Ley 16 de 1972 
no permitían predicar una competencia exclusiva del legislador frente al ejercicio del poder 
y la función de policía.  
 
Por último, señaló que en la Ley 916 de 2004, el Congreso no reguló temas como la 
publicidad, el número de veces en que se puedan desarrollar las actividades taurinas y la 
asunción de los costos de éstas y, tampoco, que haya prohibido su reglamentación a las 
autoridades locales. Por lo cual, de manera preliminar, no puede afirmarse que el 
Concejo Distrital de Bogotá́ haya actuado sin contar con la competencia legal o 
excediendo la misma.  
 
3.4.2 El Acuerdo 767 de 2020 no atenta contra la promoción y el fomento de la 
cultura.  
 
Las disposiciones adoptadas por el Concejo de Bogotá en el acuerdo demandado no 
riñen ni violentan los artículos de la Constitución indicados por el demandante, pues de 
ninguna manera pretende ir en contra de la promoción y el fomento de la cultura en el 
Distrito Capital, solamente, en armonía con algunos pronunciamientos de la Corte 
Constitucional en torno al deber del mismo Estado y de los ciudadanos de proteger a los 
animales, procura aminorar el sufrimiento al que siguen siendo sometidos los toros en los 
espectáculos taurinos.  
 
La misma Corte Constitucional encontró en la Sentencia C-666 de 2010 que no existía 
equlibrio -desde el año 2010 lo advirtió-, entre la obligación de cuidado animal y las 
manifestaciones culturales que comprometen la integridad de dichos seres lo cual 
evidencia la existencia de “un déficit normativo del deber de protección animal, porque el 
legislador privilegia desproporcionadamente las manifestaciones culturales tales como 
las corridas de toros, las corralejas, las becerradas, las novilladas, el rejoneo, las tientas 
y las riñas de gallos, las cuales implican un claro y contundente maltrato animal.” 

 
apartado se hizo a su vez cita de la obra: “Causales de anulación de los actos administrativos” Miguel Largacha 
Martínez, Daniel Posse Velásquez. Ediciones Doctrina y Ley. Primera Edición, 1988. pp. 213-214.  
 



 

 
 

 

 
Por esa razón, en dicho de la misma Corte, “la excepción de la permisión del maltrato 
animal contenida en el precepto acusado debe ser interpretada de forma restrictiva y, por 
consiguiente, no debe tener vacíos que dificulten o, incluso, hagan nugatorio el deber de 
protección de los animales que se deriva de la Constitución: en  este sentido, la excep-
ción prevista en el artículo 7 de la Ley 84 de 1989 debe incluir elementos mínimos que 
garanticen en la mayor medida posible el bienestar de los animales involucrados en di-
chas manifestaciones culturales”. 
 
En ese orden, es claro que el acto demandado no atenta contra el patrimonio cultural de 
la nación, no desconoce ningún tratado o convenio internacional ratificado por el 
Congreso de la República que tenga por objeto el desarrollo de espectáculos taurinos y/o 
el maltrato animal, como tampoco desconoce el ordenamiento legal vigente y, de ninguna 
manera, contiene disposiciones que menoscaben derechos fundamentales de los 
ciudadanos de Bogotá D.C.  
 
En efecto, respecto de esto último, los preceptos contenidos en el Acuerdo 767 no son 
una negación de los derechos fundamentales que se derivan de las prácticas taurinas 
porque, simplemente, no prohibe esta actividad cultural, solamente procura una 
cuidadosa ponderación entre los derechos culturales y los derechos de los animales para 
garantizar el goce de los primeros sin detrimento de los segundos. 
 
De otro lado, las facultades para expedir el Acuerdo 767 de 2020 se encuentran 
consagradas en la Constitución, artículo 313 numerales 7 y 9 y el artículo 12 del Decreto 
Ley 1421 de 1993, expedido al amparo de los artículos 322 y 41 transitorio de la 
Constitución de 1991.  
 
Por último, respecto del deber de promover y fomentar la cultura, debemos informar al 
Despacho que la ciudadanía bogotana cuenta con una entidad que tiene por objeto 
orientar y liderar la formulación concertada de políticas, planes y programas en los 
campos cultural, patrimonial, recreativo y deportivo del Distrito Capital en coordinación 
con la Secretaría Distrital de Planeación y con la participación de las entidades a ella 
adscritas y vinculadas y la sociedad civil. Nos referimos a la Secretaría de Cultura, 
Recreación y Deporte.  
 
3.4.3 El Acuerdo 767 de 2020 se expide para dar cumplimiento de la Ley 1774 de 
2016.  
 
El Acuerdo 767 de 2020 tiene como objetivo desincentivar las prácticas taurinas en 
aplicación de los principios de protección y bienestar animal y de solidaridad social, 
establecidos en los literales a), b) y c) del artículo 3 de la Ley 1774 de 2016, tomando 
medidas que reducen el maltrato animal durante el desarrollo de las corridas de toros. 
 
Por tanto, lejos de pretender conculcar el ordenamiento jurídico, el acuerdo demandado 
busca desarrollar fines constitucionales legítimos, que son entendibles si se tiene en 
cuenta que los animales son parte inherente del concepto de medio ambiente, propio de 
la configuración de lo que la jurisprudencia constitucional ha denominado “la constitución 
ecológica”8. En ese sentido, la Corte Constitucional ha señalado que “[l]a inclusión de los 

 
8 Ver concepto en sentencias T-411 de 1992, SU-842 de 2013 y C-048 de 2018, entre otras.  



 

 
 

 

animales dentro del concepto de ambiente se hace con base en el papel que estos 
juegan en el desarrollo de la vida humana”9. 
 
Así las cosas, siendo que los animales son parte integral del medioambiente, se deriva 
de este hecho una obligación en cabeza del Estado de proteger su diversidad e 
integridad de conformidad con los artículos 8, 79, 80, y 95 numeral 8 de la Constitución 
Política y el principio de dignidad humana establecido en el artículo 1 ibídem10, que es 
transversal a todas las actuaciones de la administración pública. La Corte Constitucional 
ha indicado que esta protección tiene dos perspectivas: “La de fauna protegida en virtud 
del mantenimiento de la biodiversidad y el equilibrio natural de las especies; y la de 
fauna a la cual se debe proteger del padecimiento, maltrato y crueldad sin justificación 
legítima, protección de esta última que refleja un contenido de moral política y conciencia 
de la responsabilidad que deben tener los seres humanos respecto de los otros seres 
sintientes”11. 
 
Es precisamente esta segunda perspectiva de protección la que adopta el cuerpo 
normativo del Acuerdo 767 de 2020 al fijarse como meta desincentivar y disminuir el 
maltrato animal por parte del ser humano, procurando el bienestar de los animales que 
se ven afectados por actividades de expresión cultural.  
 
A esto debe agregarse que los preceptos contenidos en el Acuerdo 767 no son una 
negación de los derechos fundamentales que se derivan de las prácticas taurinas, pues 
para que eso fuera cierto sería necesaria la prohibición expresa de esta actividad cultural, 
lo cual no es así ya que el interés del Concejo es que coexistan el derecho a la actividad 
cultural taurina y el derecho de los animales a no recibir tratos crueles y humillantes.  
 
La ponderación efectuada en el Acuerdo 767, es una respuesta al problema normativo 
que la misma Corte Constitucional ha reconocido, al precisar que si bien en el 
ordenamiento jurídico colombiano hay una “(…) permisión de maltrato animal en el 
desarrollo de ciertas actividades (…)”12, en tanto “(…) que se trata de manifestaciones 
culturales con arraigo social en ciertas regiones del territorio nacional (…) es necesario 
armonizar dichas manifestaciones culturales con el deber de protección animal que (…) 
tiene también rango constitucional (…)”13.   
 
Es esa la razón por la cual, con el Acuerdo 767 el distrito capital y, de manera particular, 
el Concejo de la ciudad, da cumplimiento a su deber constitucional de protección del 
medioambiente, sin que con ello se desconozcan las expresiones culturales de la 
ciudadanía que participa de las actividades taurinas.  
 
A su vez, el Concejo  asume la labor normativa complementaria que le corresponde 
supliendo aquellas lagunas jurídicas que dificultan la eficacia del deber de protección 
animal14 . Es más, a pesar de que la Corte Constitucional ha considerado que las 
entidades territoriales están investidas del poder discrecional suficiente dentro del ámbito 

 
9 Corte Constitucional, sentencia C-666 de 2010. 
10 Corte Constitucional, sentencias T-125 de 1994, T-760 de 2007 y C-666 de 2010. Dignidad humana “(…) entendida 
en ese contexto como el fundamento de las relaciones que un ser sintiente –humano- tiene con otro ser sintiente –
animal-“. 
11 Corte Constitucional, sentencia C-666 de 2010. 
12 Ibídem. 
13 Ibídem. 
14 Corte Constitucional, sentencias C-666 de 2010 y C-889 de 2012. 



 

 
 

 

de su autonomía para prohibir las corridas de toros en su jurisdicción, el Concejo de 
Bogotá se limitó a regular esta actividad cultural sin erradicarla del distrito. Como 
fundamento de lo dicho, se cita a continuación lo sostenido por la Corte: 
 

“(…) puede considerarse que, a partir de decisiones de esta Corte, las entidades 
territoriales sí tienen ese ámbito de discrecionalidad, para el caso particular de las 
corridas de toros, al punto que podrían prohibirlas en su respectiva jurisdicción territorial.  
Como se expuso en el fundamento jurídico 17.6., en la sentencia C-666/10 se previó que 
la autorización legal para la ejecución de la actividad taurina, en las condiciones de 
arraigo, oportunidad, localización y excepcionalidad previstas por esa decisión, no era 
incompatible con la autonomía de los entes territoriales, pues se trataba de “…  una 
disposición excepcional de alcance restringido como se ha sostenido a la largo de esta 
providencia, de manera tal que no limita la potestad reguladora en cabeza de las 
autoridades administrativas municipales. Por lo tanto, estas pueden determinar si 
permiten o no el desarrollo de las mismas en el territorio en el cual ejercen su 
jurisdicción”15 

 
3.4.4 Competencia del Concejo Distrital para expedir el Acuerdo 767 de 2020. 
 
En este acápite nos referiremos a cada una de las disposiciones contenidas en el 
Acuerdo 767 de 2020, para efectos de demostrar que el Concejo de Bogotá lo expidió al 
amparo de sus facultades. Sin embargo, por cuenta de la decisión de escisión adoptada 
en el Auto del 4 de septiembre de 2020, no se hará referencia a los artículos 7 y 8.  
 
3.4.4.1 Respecto de los artículos 2, 4 y 6. 
 
Los artículos 2, 4 y 6 tienen un doble propósito: (i) por una parte, buscan desestimular 
las prácticas taurinas en la ciudad, tal como lo hace el Acuerdo en general; y (ii) por otra, 
pretenden garantizar que las actividades taurinas que se lleven a cabo sean 
exclusivamente las que obedecen a una tradición regular, periódica e ininterrumpida, y 
que se desarrollen únicamente en las ocasiones y lugares en donde tradicionalmente se 
han realizado.  
 
Estos artículos se fundamentan en la competencia del Concejo de Bogotá para 
“garantizar la preservación y defensa del patrimonio ecológico, los recursos naturales y el 
medio ambiente”, como lo autorizan el numeral 9 del artículo 313 de la Constitución 
Política y el numeral 7 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993. La Corte 
Constitucional ha afirmado pacíficamente, durante al menos diez años, que en cuanto 
fauna, todos los animales hacen parte del concepto de ambiente16. De hecho, es bajo 
esta consideración que la Ley 1955 de 2019 le asignó al Ministerio de Ambiente el deber 
de liderar la formulación de la “Política de Protección y Bienestar de Animales 
Domésticos y Silvestres” (art. 324). Por lo tanto, la competencia para preservar y 
defender el patrimonio ecológico incluye, por disposición constitucional, a los animales –
la fauna– que se encuentran en el territorio del Distrito Capital. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, el artículo 2 establece que en el Distrito Capital sólo 
pueden realizarse corridas de toros y novilladas, y no otras prácticas taurinas como 
rejoneo, coleo, corralejas, becerradas o tientas. Este artículo se fundamenta en el 
mandato que ha establecido la Corte Constitucional, según el cual las prácticas taurinas 

 
15 Corte Constitucional, sentencia C-889 de 2012. 
16 Sentencias T-760 de 2007, C-666 de 2010, C-283 de 2014, C-045 de 2019 y C-032 de 2019, entre otras. 



 

 
 

 

sólo pueden realizarse en los municipios en los que sean la manifestación de una 
“tradición regular, periódica e ininterrumpida”17. Es decir, que se desarrollen de forma 
reglada, que se repitan siguiendo intervalos determinados y que se lleven a cabo de 
forma continua. En Bogotá, las únicas prácticas taurinas que cumplen con estas 
características se ejecutan durante las tradicionales “temporadas taurinas”. Durante 
estas temporadas, únicamente se han llevado a cabo corridas de toros y novilladas de 
manera regular, periódica e ininterrumpida, y no otro tipo de espectáculos.  
 
En cuanto al parágrafo del artículo 2, que establece el deber de realizar las prácticas 
taurinas únicamente en la plaza de toros permanente de la ciudad, esta disposición se 
fundamenta también en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, según la cual “la 
exequibilidad de las excepciones contenidas en el artículo 7º de la ley 84 de 1989 se 
entenderá supeditada a que dichas actividades [se realicen] en los lugares en donde 
constituyan tradición” (subrayado propio). En Bogotá, este lugar es la plaza permanente 
de la ciudad, reconocida como tal en el artículo 10 de la Ley 916 de 2004.  
 
Por su parte, el artículo 6 responde a la necesidad de restringir el número de fechas en 
las que se llevan a cabo actividades taurinas. En este caso, al establecer un límite al 
número de jornadas en que se pueden desarrollar estas actividades, el Distrito 
circunscribe la cantidad de animales que son usados en estos eventos y, por lo tanto, 
garantiza en mayor medida su protección.  
 
Por lo demás, esta disposición no contraría de ningún modo las sentencias proferidas 
por la Corte Constitucional en lo que concierne a las épocas en las que se debe permitir 
la ejecución de las actividades taurinas. Según la Corte Constitucional, “la exequibilidad 
de las excepciones contenidas en el artículo 7º de la ley 84 de 1989 se entenderá 
supeditada a que dichas actividades, además de realizarse en los lugares en donde 
constituyan tradición, tengan lugar única y exclusivamente en aquellas ocasiones en que 
usualmente se hayan realizado en los respectivos municipios o distritos en que estén 
autorizadas” (subrayado propio).  
 
El artículo sexto reconoce que se debe autorizar la realización de actividades taurinas en 
las temporadas en las que tradicionalmente se han realizado; sin embargo, busca reducir 
el número de fechas que se llevan a cabo dentro de dichas ocasiones tradicionales. En 
cualquier caso, la jurisprudencia constitucional ha indicado que en Bogotá existe una 
“época” tradicional18, pero no un número fijo de fechas que sean “tradición” 19, por lo que 
es posible para el Concejo de Bogotá llenar ese vacío por medio del presente Acuerdo, 
en ejercicio de su competencia normativa subsidiaria y residual en materia de policía 
ambiental. 
 
Por último, el artículo 4 establece que la Administración Distrital velará por promover 
ejercicios y acciones colectivas para rechazar de forma pacífica las prácticas taurinas. El 
objetivo de este artículo es dar aplicación a la jurisprudencia constitucional sobre la 
materia, que ha ordenado a las autoridades abstenerse de fomentar las actividades 
taurinas y respecto del deber de desestimularlas.  
 
Al respecto es necesario mencionar que en  la sentencia C-666 de 2010, la Corte 

 
17 Corte Constitucional, C-666 de 2010, 30 de agosto. M.P: Humberto Sierra Porto. 
18 Corte Constitucional, T-296 de 2013, 22 de mayo. M.P: Mauricio González Cuervo. 
19 Por ejemplo, en la temporada taurina de 2019 se realizaron 3 fechas y en la de 2020 fueron 6 fechas. 



 

 
 

 

Constitucional afirmó sobre las prácticas taurinas que el Estado “deberá abstenerse de 
difundirlas, promocionarlas, patrocinarlas o cualquier otra forma de intervención que 
implique fomento a las mismas por fuera de los límites establecidos en esta sentencia. 
Sólo así se alcanza una interpretación armónica de dos principios constitucionales que 
se contraponen en las concretas actividades que excepciona el artículo 7º de la ley 84 de 
1989”.  
 
Por su parte, la sentencia C-889 de 2012 estableció que existe un “deber constitucional, 
esta vez amparado en la defensa de la fauna, de desincentivar las normas constitutivas 
de maltrato, a través de (…) la posibilidad de permisión de la práctica de esas 
actividades por parte de las autoridades públicas, pero con la prohibición correlativa de 
difundirlas, promocionarlas, patrocinarlas o fomentarlas mediante cualquier fórmula de 
intervención estatal” (subrayado propio).  
 
En ese sentido, el artículo contiene una herramienta de política pública para que, dentro 
de su autonomía territorial, el Distrito promueva decididamente el rechazo colectivo a 
estas actividades, en el entendido que constituyen expresiones de maltrato animal que 
deberían ser progresivamente desestimuladas. 
 
3.4.4.2 Respecto del artículo 3. 
 
La disposición contenida en el artículo tercero se fundamenta en dos argumentos: (i) 
primero, que la Corte Constitucional ha condicionado la constitucionalidad de las 
prácticas taurinas a la eliminación o morigeración de las conductas especialmente 
crueles contra los animales y que, por lo tanto, esta modificación es necesaria para que 
estos eventos sean compatibles con la Constitución Política; (ii) segundo, que el Concejo 
de Bogotá es competente para hacer más exigente la regulación legal sobre la 
protección a los animales durante los eventos taurinos, en virtud del principio 
constitucional y legal de rigor subsidiario y de las facultades que la jurisprudencia 
constitucional y contencioso administrativa han reconocido en cabeza de las entidades 
territoriales.  
 
En la sentencia C-666 de 2010, la Corte Constitucional estableció la obligación de 
armonizar las prácticas culturales con el imperativo constitucional de protección animal. 
En la parte resolutiva de la sentencia, la Corte afirmó que las prácticas culturales 
exceptuadas de las sanciones por maltrato animal son constitucionales, “siempre y 
cuando se eliminen o morigeren en el futuro las conductas especialmente crueles contra 
ellos en un proceso de adecuación entre expresiones culturales y deberes de protección 
a la fauna” (subrayado propio). Según la Corte, para alcanzar ese objetivo es necesario 
que se expida “una regulación de rango legal e infralegal que determine con exactitud 
qué acciones que impliquen maltrato animal pueden ser realizadas” (subrayado propio). 
En ese sentido, la Corte Constitucional ha reconocido que las autoridades 
administrativas “con competencias normativas”, como los concejos municipales y 
distritales, pueden “concurrir con el Congreso de la República al establecimiento de 
regulaciones para cubrir el déficit normativo en la protección animal”.  
 
Estas mismas subreglas han sido reiteradas en las sentencias C-889 de 2012, T-296 de 
2013 y C-133 de 2019. 
 
El artículo 3 del Acuerdo se expidió con el objetivo de establecer tal regulación infralegal, 



 

 
 

 

que armonice las prácticas taurinas que se realizan en el Distrito Capital con los 
mandatos que ha establecido la Corte para que puedan desarrollarse de forma 
constitucional.  
 
Al igual que los anteriores artículos, esta regulación se fundamenta en la atribución 
conferida al Concejo de Bogotá en el numeral 9 del artículo 313 de la Constitución 
Política y el numeral 7 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993, según los cuales es 
competencia de esta corporación “Dictar las normas necesarias para garantizar la 
preservación y defensa del patrimonio ecológico, los recursos naturales y el medio 
ambiente”.  
 
Como se mencionó antes, la Corte Constitucional ha afirmado, de forma reiterada, que 
todos los animales hacen parte del ambiente, en cuanto fauna; por lo tanto, el Concejo 
de Bogotá es competente para dictar normas que garanticen su protección y bienestar. 
 
En asuntos ambientales –dentro de los que se incluye la protección animal–, la 
jurisprudencia constitucional reconoce que “existen competencias normativas 
concurrentes entre el poder central y las autoridades locales”20. Esas competencias 
concurrentes se armonizan mediante los principios contenidos en el artículo 288 de la 
Constitución Política y 63 de la Ley 99 de 1993, en particular mediante el principio 
constitucional y legal de rigor subsidiario21.  
 
En aplicación de ese principio, las entidades territoriales están facultadas para hacer 
más exigentes –y no más flexibles– las regulaciones legales en materia ambiental, aun 
cuando se “limiten el ejercicio de derechos individuales y libertades públicas”22. Así, por 
ejemplo, la Corte Constitucional y el Consejo de Estado han aceptado reiteradamente 
que los concejos municipales y distritales pueden hacer más rigurosa la reglamentación 
relacionada con la publicidad exterior visual, puesto que no existe reserva legal para 
regular la materia y el asunto involucra la protección del patrimonio ecológico23. 
 
Pues bien, este asunto es análogo al de la regulación de la publicidad exterior visual y, 
por tanto, merece el mismo tratamiento jurisprudencial. Como se mencionó 
anteriormente, en este caso tampoco existe reserva legal para la reglamentación de las 
actividades taurinas, pues la Corte Constitucional ha afirmado, en repetidas ocasiones, 
que la labor legislativa es concurrente con la de las autoridades administrativas con 
competencias normativas, como los concejos municipales y distritales.  
 
Entonces, tal como ocurre con la regulación de la publicidad exterior visual, este asunto 
también involucra la protección del patrimonio ecológico del Distrito y, por consiguiente, 
puede aplicarse el principio de rigor subsidiario, de modo que la regulación distrital sea 
más exigente que la nacional.  
 
Además, la aplicación del principio de rigor subsidiario garantiza que las competencias 
entre el poder central y las autoridades locales sean verdaderamente concurrentes, es 
decir, que no se impida el ejercicio de las facultades del otro nivel territorial. Si bien es 
cierto que el legislador es el único que tiene la competencia para prohibir las prácticas 

 
20 Corte Constitucional, C-596 de 1998, 21 de octubre. M.P: Vladimiro Naranjo Mesa.  
21 Íbid.  
22 Artículo 63, Ley 99 de 1993.  
23 Así lo ha afirmado la Corte Constitucional en las sentencias C-535 de 1996 y C-064 de 1998; y el Consejo de Estado 
en la sentencia con radicado 2002-04873-02 del 15 de septiembre de 2016. 



 

 
 

 

taurinas, esto no puede “[vaciar] de contenido la competencia reglamentaria, de origen 
constitucional, que en dichas materias les reconoce la Carta Política a los municipios”24.  
 
Es un hecho evidente que en Bogotá la protección a los animales cobra cada vez más 
importancia. Esta fue la primera ciudad del país y de América Latina en contar con un 
Instituto de Protección y Bienestar Animal. Desde entonces, el Instituto ha liderado 
planes y proyectos para proteger y mejorar la calidad de vida de los animales silvestres y 
domésticos que habitan en la ciudad.  
 
Por último, no constituye un dato menor que en las pasadas elecciones regionales, 
23.749 personas votaron por una concejal animalista, con el claro mandato de trabajar a 
favor de los animales en la ciudad. Quizás, en respuesta a la indignación que suscita el 
maltrato animal en nuestro país, como lo evidenció la encuesta polimétrica de Cifras & 
Conceptos de enero de 2017. En fin, no cabe duda de que en el Distrito Capital hay un 
creciente sentimiento colectivo a favor del respeto a los animales, que amerita y exige 
hacer más rigurosa su protección y la garantía de sus derechos.  
 
Si la existencia de la Ley 916 de 2004 implicara la exclusión de cualquier regulación 
territorial sobre la materia, el poder central haría nugatoria la competencia constitucional 
de los concejos municipales para preservar y proteger el patrimonio ecológico. En 
cambio, puede decirse que las competencias entre el poder central y las autoridades 
locales son verdaderamente concurrentes, si se entiende que esta regulación nacional 
es un “estándar mínimo”25, pero que las entidades territoriales pueden hacer que ese 
estándar sea más riguroso en su propia jurisdicción –en todo caso, sin prohibir la 
actividad en cuestión–.  
 
Por lo demás, el hecho de que las prácticas taurinas sólo estén constitucionalmente 
permitidas en donde haya una tradición regular, periódica e ininterrumpida, demuestra la 
estrecha relación existente entre las entidades territoriales y este tipo de actividades. La 
Corte Constitucional ha reconocido que el principio de rigor subsidiario es aplicable en la 
protección y defensa del patrimonio ecológico, justamente porque dichos asuntos 
“guardan una conexidad estrecha con la identidad y diversidad cultural de los 
municipios”26. En este caso, la aplicación del principio de rigor subsidiario garantiza que 
la discusión sobre la regulación de las prácticas taurinas sea asumida en el ámbito 
territorial, donde existen circunstancias particulares que ameritan condiciones más 
exigentes que las nacionales: por ejemplo, un interés más acentuado en la protección 
especial de los animales.  
 
En Bogotá existen varios hechos que demuestran dicho interés acentuado en la 
protección animal. Como ya se mencionó, fue la primera ciudad del país y de América 
Latina en contar con un Instituto de Protección y Bienestar Animal27, cuya creación fue 
autorizada por el Acuerdo 645 de 2016 y reglamentada mediante el Decreto 
Extraordinario 546 del mismo año. Desde entonces, el Instituto ha liderado planes y 
proyectos para proteger y mejorar la calidad de vida de los animales silvestres y 
domésticos que se encuentran en la ciudad. Tanto así que en 2019, el Distrito Capital 
ganó el primer puesto como ciudad amiga de los animales, premio que fue otorgado por 

 
24 Corte Constitucional, C-534 de 1996, 16 de octubre. M.P: Fabio Morón Díaz. 
25 Corte Constitucional, C-894 de 2003, 7 de octubre. M.P: Rodrigo Escobar Gil. 
26 Corte Constitucional, C-535 de 1996, 16 de octubre. M.P: Alejandro Martínez Caballero. 
27 Alcaldía de Bogotá (2016). Bogotá, la primera ciudad del país en contar con un Instituto de Protección y Bienestar 
Animal. Disponible en: www.bogota.gov.co 



 

 
 

 

la Organización World Animal Protection28.  
 
En lo que concierne a las prácticas taurinas, los bogotanos se han movilizado 
constantemente a favor de la protección de los animales. En 2019, se organizaron 
manifestaciones en las tres jornadas de temporada taurina29. En 2020, la Administración 
Distrital coordinó una temporada antitaurina, a la que le dio el nombre de “Fiesta No 
Brava” y a la que asistieron alrededor de 43.000 personas30. Todo lo anterior demuestra 
que en el Distrito Capital existen circunstancias locales que ameritan hacer más rigurosa 
la protección de los animales31.  
 
Por lo tanto, mediante la aplicación del principio de rigor subsidiario se protege la 
participación democrática y la autonomía territorial de Bogotá D.C., pues se le permite a 
la ciudad adecuar las normas nacionales “a sus necesidades, singularidades y 
expectativas”32, como lo manda la Constitución Política. 
 
Además, la aplicación de este principio es consistente con la jurisprudencia vigente 
sobre las prácticas taurinas. En efecto, el principio de rigor subsidiario permite cumplir 
con la exigencia que ha establecido la Corte Constitucional, desde la Sentencia C-666 de 
2010, de armonizar las prácticas culturales que implican maltrato animal con el mandato 
constitucional de protección a la fauna.  
 
Adicionalmente, el artículo es coherente con la sentencia C-889 de 2012, pues reconoce 
que los espectáculos taurinos son expresiones culturales permitidas y no busca 
prohibirlos de ningún modo. En esta sentencia, la Corte examinó la constitucionalidad de 
los artículos 14 y 15 de la Ley 916 de 2004, según los cuales “la celebración de 
espectáculos taurinos requerirá la previa comunicación al órgano administrativo 
competente”.  
 
Por lo anterior, las consideraciones de la sentencia se enfocaron en estudiar la relación 
entre las competencias nacionales del legislador y las competencias locales de las 
alcaldías, esto es, el órgano administrativo al que se comunica la celebración del evento 
taurino. Por ello, la Corte afirmó en dicha ocasión que mientras que el Congreso ejerce 
un poder de policía –que le permite imponer condiciones y expedir normas sobre la 
realización de espectáculos públicos–, las alcaldías ejercen únicamente una función de 
policía dirigida a conservar el orden público, la cual “está restringida por un principio de 
estricta legalidad”. Por lo tanto, debe entenderse que la ratio decidendi de la sentencia 
se refiere a los límites que tienen las alcaldías para regular la realización de prácticas 
taurinas: en tanto las alcaldías únicamente cuentan con función de policía, su labor está 
supeditada a las condiciones impuestas por el poder de policía. 
 
No obstante, la sentencia no se refirió nunca a las competencias de los concejos 

 
28 El Tiempo (2019). Bogotá gana primer puesto como ciudad amiga de los animales. Disponible en: 
www.eltiempo.com  
29 Caracol (2019). Convocan a marcha anti-taurina en Bogotá. Disponible en www.caracol.com.co 
30 Claudia López Hernández (2020). Disponible en: 
https://twitter.com/ClaudiaLopez/status/1234294011130720256/photo/4 
31 Aunque no existe ninguna encuesta sobre la percepción que tienen los bogotanos de las corridas de toros en Bogotá, 
sí hay sondeos informales hechos por medios de comunicación. El más reciente, del 15 de enero 2019, hecho por 
Noticias RCN, preguntó ¿Cree que deberían prohibirse las corridas de toros en todo el país?, obteniendo los 
siguientes resultados: 18.426 votos. Sí 76.2% ;No 23.8%. Disponible en:   
https://twitter.com/NoticiasRCN/status/1085144990794289153?s=20 
32 Corte Constitucional, C-534 de 1996, 16 de octubre. M.P: Fabio Morón Díaz. 



 

 
 

 

municipales y distritales, pues la norma demandada y, por lo tanto, la parte resolutiva de 
la decisión, estaban relacionadas únicamente con las facultades de las alcaldías. Este 
hecho es trascendental, dado que la ley les reconoce competencias distintas a las 
alcaldías y a los concejos.  
 
En efecto, los artículos 12 y 13 de la Ley 1801 de 2016 disponen que el Concejo de 
Bogotá ejerce un poder subsidiario y residual de policía que le permite dictar normas en 
materias que no sean de reserva legal, y no apenas una función de policía.  
 
Por lo anterior, el precedente contenido en la sentencia C-889 de 2012 no se ajusta en 
su totalidad al presente caso, en tanto el Concejo de Bogotá no es una autoridad 
administrativa con una mera función de policía. Incluso, es posible argumentar que 
varias de las normas de desincentivo contenidas en el Acuerdo 767 de 2020 se amparan 
en dicho poder subsidiario y residual de policía, en tanto regulan de manera específica 
situaciones no contempladas en la ley, de manera que se adapten al caso específico de 
Bogotá.  
 
En todo caso, como se explicó anteriormente, el Acuerdo no desconoce la decisión 
adoptada en la sentencia C-889 de 2012, pues no prohíbe las prácticas taurinas y se 
apega estrictamente a la ley. En efecto, cuando las autoridades locales actúan en virtud 
del principio constitucional y legal de rigor subsidiario lo hacen en estricto cumplimiento 
de la Constitución y la ley.  
 
En palabras de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado33, “es posible 
que las autoridades administrativas desarrollen materias de policía de acuerdo con las 
necesidades locales, pero siempre dentro del marco de la ley (como cuando ésta permite 
fijar horarios, dictar normas ambientales locales bajo un principio de rigor subsidiario, 
controlar el uso de la pólvora etc.)” (subrayado propio).  
 
Por lo tanto, cuando una autoridad local hace más estricta su propia regulación 
ambiental en virtud del principio de rigor subsidiario, lo hace con estricto apego a la 
Constitución y a la ley. Como se puede observar, el poder subsidiario y residual de 
policía que ostenta el Concejo de Bogotá lo habilita para dictar normas ambientales de 
policía bajo el principio de rigor subsidiario.  
 
Por otra parte, es necesario referirse a la sentencia T-296 de 2013. En esta providencia, 
la Corte conoció la acción de tutela interpuesta por la Corporación Taurina de Bogotá 
(CBT) en contra del Distrito Capital. Según los antecedentes referidos en la sentencia, el 
Instituto Distrital de Recreación y Deporte (IDRD) había exigido la eliminación de la 
muerte en la plaza y, como consecuencia de la negativa del contratista, había dispuesto 
la terminación unilateral del contrato de arrendamiento celebrado con la Corporación 
Taurina de Bogotá.  
 
En esta decisión, la Corte Constitucional decidió tutelar los derechos de la Corporación 
Taurina de Bogotá por considerar que la administración Distrital no estaba “facultada 
para imponer restricciones o alteraciones más intensas o gravosas de aquellas previstas 
en la ley”.  
 
En resumidas cuentas, la subregla contenida en la sentencia T-296 de 2013 es idéntica a 

 
33 Radicado 2010-00044-00 (1999), del 20 de mayo de 2010. C.P: William Zambrano Cetina. 



 

 
 

 

la subregla establecida en la C-889 de 2012, pues obliga a las alcaldías –en este caso, a 
la Alcaldía Mayor de Bogotá– a limitarse al ejercicio de la función de policía y a no 
reemplazar el poder de policía en cabeza del Congreso y el poder subsidiario de policía 
en cabeza del Concejo Distrital.  
 
En efecto, como se había afirmado en 2012, la Corte reiteró que las alcaldías no tienen 
poder de policía y, por lo tanto, no tienen la facultad para regular la realización de 
espectáculos públicos ni para establecer condiciones distintas a las de la ley. No 
obstante, en esta decisión la Corte reconoció explícitamente que, de acuerdo con la 
sentencia C-666 de 2010, los “concejos municipales y distritales” están facultados para 
subsanar el déficit normativo de protección animal, con sujeción a la Constitución y a la 
Ley.  
 
En palabras de la Corte, con la sentencia C-666 de 2010 quedó establecido que “las 
autoridades administrativas ‘con competencias normativas’, esto es, los concejos 
municipales o distritales, podrán concurrir con el Congreso de la República al 
establecimiento de regulaciones para cubrir el déficit normativo en la protección animal”. 
Por lo tanto, esta decisión confirmó que la orden de subsanar el déficit de protección 
animal se dirige tanto al legislador como a las autoridades territoriales con competencias 
normativas, como son los concejos municipales y distritales.  
 
En todo caso, la decisión de la sentencia T-296 de 2013 no es un obstáculo para la 
regulación que contiene el artículo tercero. En primer lugar, porque no se trata de una 
sentencia de control abstracto de constitucionalidad con efectos erga omnes; al ser una 
sentencia de tutela, esta decisión únicamente tiene efectos inter partes. En consecuencia, 
para que esta sentencia constituya precedente para el presente caso, es necesario que 
exista identidad con los hechos actuales, requisito que no se cumple.  
 
En el caso estudiado en la sentencia T-296, fue la Alcaldía Mayor quien exigió la 
eliminación de la muerte del animal, en el marco de una relación contractual específica 
entre el Instituto Distrital de Recreación y Deporte (IDRD) y la Corporación Taurina de 
Bogotá (CBT). Ese hecho plantea una particularidad trascendental, pues, como se 
explicó, la Alcaldía no cuenta con las mismas competencias que el Concejo Distrital en 
materia de protección y defensa del patrimonio ecológico ni en materia de derecho de 
policía.  
 
En particular, es relevante reiterar que las alcaldías únicamente cuentan con una función 
de policía –a la que deben restringirse en virtud de las sentencias C-889 de 2012 y T-296 
de 2013–, y no un poder subsidiario o residual de policía, como el que tiene el Concejo 
de Bogotá. Además, como se mencionó anteriormente, la jurisprudencia constitucional 
ha reconocido que la competencia para regular las prácticas taurinas está en cabeza de 
las autoridades administrativas “con competencias normativas”, como los concejos 
municipales y distritales, y no de las alcaldías.  
 
Todo lo anterior hace que la posición esbozada en la sentencia T-296 de 2013, y en el 
Auto 025 de 2015, que interpreta dicha sentencia, no sean aplicables al acto demandado. 
En todo caso, el artículo tercero del Acuerdo no desconoce ni se separa de ningún modo 
de la parte resolutiva de estas decisiones, por cuanto ellas se refieren a la restitución de 
la Plaza de Toros “La Santamaría” como plaza de toros permanente para la realización 
de espectáculos taurinos, asunto que no está en discusión.  



 

 
 

 

 
Por último, es necesario anotar que la competencia de las entidades territoriales para 
regular las prácticas taurinas también ha sido reconocida por el Consejo de Estado en 
dos ocasiones. En la sentencia de tutela 956 del 17 de octubre de 2013, la Sección 
Primera 34  afirmó que “en virtud del deber constitucional de protección animal las 
entidades territoriales puedan regular la realización de las manifestaciones culturales que 
impliquen violencia animal para garantizar en la mayor medida de lo posible el deber de 
protección de las especies involucradas en ellas, sin que, se repite, puedan prohibir o 
suspender estas manifestaciones culturales amparadas por la Constitución y la Ley” 
(subrayado propio). Esta misma subregla fue reiterada por la Sección Quinta en la 
sentencia de tutela 2257 del 23 de septiembre de 201535, confirmada a su vez por la 
Corte Constitucional en la sentencia SU-056 de 2018. 
 
En suma, la disposición contenida en el artículo tercero respeta los límites 
jurisprudenciales que existen para regular las prácticas taurinas, pues no las prohíbe de 
ningún modo. Al contrario, el artículo busca adecuar estas prácticas con el mandato 
constitucional de protección animal, dentro del marco jurídico vigente, para que sean 
compatibles con la Constitución Política.  
 
3.4.4.3 Respecto del artículo 5. 
 
El artículo 5 contiene una regla en virtud de la cual el organizador del evento taurino 
deberá reservar y usar el 30 % del espacio de publicitario para informar del sufrimiento 
que padecen los animales durante las corridas de toros o novilladas. Esta obligación 
incluye la publicidad que se despliegue en vallas, paraderos de buses, anuncios de 
prensa, radiales, televisivos o en cualquier otro medio masivo de comunicación. 
 
Como se ve, esta norma regula dos aspectos diferenciados: (i) uno relacionado con la 
publicidad exterior visual –publicidad que se despliegue en vallas y paraderos de buses, 
entre otros–; (ii) y otro relacionado con la publicidad que se emita en anuncios de prensa, 
radiales, televisivos o en cualquier otro medio masivo de comunicación.  
 
En ambos casos, el Concejo de Bogotá es competente para expedir estas reglas en 
virtud de lo establecido en los numerales 7 y 9 del artículo 313 de la Constitución Política 
y los numerales 5 y 7 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993. En efecto, estas 
medidas tienen el objetivo de desincentivar las prácticas taurinas y, por lo tanto, de 
proteger en la mayor medida de lo posible a los animales que son usados en estos 
eventos. Como ya se explicó anteriormente, la competencia para dictar normas que 
propendan por la preservación y defensa del patrimonio ecológico incluye la protección a 
los animales. 
 
Respecto de la regulación de la publicidad exterior visual, es importante recordar que la 
Corte Constitucional, en sentencia C-535 de 1996, indicó que: 
 

“(…) la publicidad exterior visual hace parte de la noción de "patrimonio ecológico" 
local, por lo cual se está frente a una competencia propia de los concejos 
municipales y distritales, (…) la cual les es asignada en función del interés 
territorial subyacente, pues los problemas de modificación del paisaje que le están 

 
34 Radicado 11001-03-15-000-2013-00956-00, C.P: Guillermo Vargas Ayala.  
35 Radicado 11001-03-15-000-2015-02257-00, C.P: Alberto Yepes Barreiro.  



 

 
 

 

asociados abarcan primariamente un ámbito local, por lo cual su regulación 
corresponde también, en principio, a las autoridades municipales (…)”.  

 
Como se ve, la Corte Constitucional considera que la publicidad exterior visual se 
encuentra incluida dentro del concepto de patrimonio ecológico, en cuanto dicho tipo de 
publicidad afecta el paisaje, que es uno de los recursos naturales renovables. Además, 
esta comprensión de la publicidad exterior visual y la competencia de los concejos 
municipales o distritales para regularla ha sido reconocida en pacífica y reiterada 
jurisprudencia del Consejo de Estado, desde entonces36.  
 
Dicha competencia se ejerce de manera concurrente con el Congreso de la República y 
a ella le aplica el principio constitucional de rigor subsidiario, como se explicó 
anteriormente37. De hecho, sobre esta materia, el Concejo de Bogotá ha expedido, entre 
otros, el Acuerdo 610 de 2015, “Por el cual se dictan disposiciones generales y 
ambientales sobre la publicidad exterior visual en el Distrito Capital”. 
 
En cuanto a los anuncios de prensa, radiales, televisivos o de cualquier otro medio 
masivo de comunicación, la necesidad de regular este tipo de publicidad se fundamenta, 
además, en el derecho a la información, reconocidos a los consumidores, en el artículo 
20 de la Constitución Política y el numeral 1.3 del artículo 3 de la Ley 1480 de 2011. De 
acuerdo con este último artículo, todos los consumidores tienen derecho a obtener 
información “completa, veraz, transparente, oportuna, verificable, comprensible, precisa e 
idónea respecto de los productos que se ofrezcan o se pongan en circulación, así como 
sobre los riesgos que puedan derivarse de su consumo o utilización, los mecanismos de 
protección de sus derechos y las formas de ejercerlos”38 (subrayado propio).  
 
Así, la obligación de destinar el 30 % de cualquier espacio publicitario para informar 
sobre el sufrimiento que padecen los animales durante los espectáculos taurinos no es 
otra cosa que un mecanismo para que los organizadores de los eventos taurinos 
informen de manera completa, veraz, transparente y precisa sobre los riesgos que 
pueden derivarse del consumo de este tipo de espectáculos.  
 
Como se puede observar, en este caso el Concejo de Bogotá no regula ni reglamente la 
ley, sino que establece un mecanismo para aplicarla a cabalidad en el Distrito Capital. 
Este es uno de los fines esenciales del Estado consagrados en el artículo 2 de la 
Constitución Política, a saber: “garantizar los principios, derechos y deberes consagrados 
en la Constitución”, en este caso, el derecho a recibir información veraz e imparcial 

 
36 Un reciente pronunciamiento que da cuenta de esta posición por parte del Consejo de Estado es la sentencia del 
quince (15) de septiembre de 2016, con radicado No. 76001-23-31-000-2002-04873-02. C.P: Guillermo Vargas Ayala. 
 
37 C-535 de 1996, 16 de octubre. M.P: Alejandro Martínez Caballero: “En el campo ecológico, tal y como lo ha 
señalado la doctrina y lo ha recogido el artículo 63 de la Ley 99 de 1993,  rige entonces un principio de rigor subsidiario 
(CP art. 288), según el cual las normas nacionales de policía ambiental, que limitan libertades para preservar o 
restaurar el medio ambiente, o que por tales razones exijan licencias o permisos para determinadas actividades, 
pueden hacerse más rigurosas, pero no más flexibles, por las autoridades competentes de los niveles territoriales 
inferiores, por cuanto las circunstancias locales pueden justificar una normatividad más exigente. En el caso del 
patrimonio ecológico local, este principio es aún más claro, pues al ser una competencia propia de los concejos 
municipales y los territorios indígenas, su potestad reglamentaria no puede ser limitada por la ley, al punto de vaciarla 
de contenido, por cuanto el Congreso desconocería la garantía institucional de la autonomía territorial. Pero sí puede 
la ley dictar aquella normatividad básica indispensable a la protección del patrimonio ecológico en todo el territorio 
nacional.” 
 
38 Tomado directamente del numeral 1.3 del artículo 3 de la Ley 1480 de 2011. 



 

 
 

 

contenido en el artículo 20 Superior.  
 
En esta medida, la competencia del Concejo de Bogotá y la conveniencia jurídica de 
expedir este tipo de norma en el Distrito Capital son claras. Lejos de extralimitarse, el 
Concejo de Bogotá está cumpliendo con su deber constitucional y legal en el marco de 
sus competencias, en tanto está protegiendo el patrimonio ecológico del Distrito Capital y 
está buscando la aplicación de la ley y de la Constitución en el territorio que se 
encuentra bajo su jurisdicción. 
 
Es importante tener presente que la finalidad de esta disposición es desincentivar la 
asistencia a los espectáculos taurinos y crear conciencia en la ciudadanía sobre el deber 
de proteger y respetar las vidas de todos los animales. Como es apenas lógico, el 
Acuerdo 767 de 2020 establece la obligación del organizador del evento taurino de 
asumir los costos de dicha publicidad, a efectos de no afectar las arcas del Distrito. Por 
estas razones, el artículo 5 del Acuerdo guarda unidad de materia con el resto del 
articulado y sirve al objeto que está enunciado en el artículo 1. 
 
3.4.4.4 Respecto del artículo 9. 
 
Finalmente, el artículo 9 establece que todos los gastos de operación de los eventos 
taurinos deben ser asumidos por el operador. Esta regla tiene la doble finalidad de 
endurecer la realización de este tipo de actividades y de quitarle al Distrito la carga 
económica que implica garantizar la logística propia de una actividad generadora de 
conflictos y de rechazo social. Ciertamente, sería absurdo que el Estado asumiera los 
gastos de una práctica que, por mandato constitucional, se debe desincentivar. 
 
En cualquier caso, esta regla se justifica en el hecho de que la Corte Constitucional, en 
las sentencias C-666 de 2010, C-889 de 2012 y C-133 de 2019, entre otras, ha dicho 
expresamente que las entidades estatales no pueden destinar recursos públicos a la 
realización de este tipo de actividades. En la sentencia C-889 de 2012, la Corte afirma 
que: 
 

“Del reconocimiento estatal de las manifestaciones culturales que involucran maltrato y 
crueldad con los animales, entre ellas las corridas de toros, no podía colegirse que el 
Estado estuviera llamado a promover la faceta de esas prácticas que es contraria al 
mandato de bienestar animal. De allí que se generase el deber constitucional, esta vez 
amparado en la defensa de la fauna, de desincentivar las normas constitutivas de 
maltrato, a través de (i) la prohibición que recursos públicos sean utilizados para la 
construcción de infraestructura que se dedicase exclusivamente a actividades culturales 
que contemplen el maltrato animal; (ii) la posibilidad de permisión de la práctica de esas 
actividades por parte de las autoridades públicas, pero con la prohibición correlativa de 
difundirlas, promocionarlas, patrocinarlas o fomentarlas mediante cualquier fórmula de 
intervención estatal” (subrayado propio). 

 
Esta determinación jurisprudencial es la que justifica, sin duda alguna, que el Concejo de 
Bogotá no solo pueda, sino que deba emitir una norma como la contenida en el artículo 9 
del Acuerdo. Una disposición en contrario, que le permitiera al Distrito, por ejemplo, 
concurrir en la financiación de la logística del espectáculo, no solo sería inconveniente 
sino abiertamente inconstitucional. Así, el artículo noveno no hace otra cosa que 
materializar el mandato establecido en la ratio decidendi de la sentencia C-889 de 2012, 
reiterado en las sentencias posteriores sobre la materia. 



 

 
 

 

 
Por último, es necesario mencionar que en el país ya existen numerosos casos de 
entidades territoriales que han decidido desincentivar las actividades taurinas. Por 
ejemplo, en Medellín39 y Villa de Leyva40 se acordó con los actores privados encargados 
de administrar las plazas o de organizar las festividades de la ciudad que no se realizaría 
ningún tipo de actividad taurina durante los próximos cuatro años.  
 
Por su parte, la Gobernación de Boyacá prohibió el uso de recursos públicos para 
patrocinar o fomentar estos eventos 41 , y el municipio de Zetaquira, Boyacá, ha 
emprendido campañas de “sensibilización” para desmontar progresivamente las 
actividades culturales que implican maltrato animal42. Todo lo anterior se ha hecho al 
amparo de la jurisprudencia vigente de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado. 
 
3.4.5 El Acuerdo 767 de 2020 se expide en desarrollo del principio constitucional 
de autonomía territorial.  
 
En efecto, el acto demandado se desarrolla también en el marco del principio de 
autonomía consagrado en el artículo 287 de la Constitución Política, el cual es además 
una materialización de los principios rectores y fundamentales que hacen de Colombia 
una república unitaria, descentralizada y con autonomía de sus entidades territoriales, tal 
y como lo establece el artículo 1º de la Constitución Política de 1991. En este sentido, las 
entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de propios intereses, para lo 
cual les asisten los siguientes derechos: (i) gobernarse por autoridades propias; (ii) 
ejercer las competencias que les correspondan; (iii) administrar los recursos y establecer 
los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones y (iv) participar en las 
rentas nacionales.  
 
Al respecto, el Tribunal constitucional colombiano ha señalado que la esencia del 
principio de autonomía conlleva garantizar los poderes de acción que gozan las 
entidades territoriales para poder satisfacer sus intereses, así como la restricción que 
tiene el legislador de involucrase en la dirección de los asuntos particulares de cada 
entidad territorial. Específicamente, en la Sentencia C-072 de 2014 se señaló lo siguiente:  
 

“(...) la Constitución de 1991 y así la jurisprudencia constitucional reconocen los 
contenidos mínimos de la autonomía territorial que comportan para los entes 
territoriales la facultad de gestionar sus asuntos propios, es decir, aquellos que sólo a 
ellos atañen.[25] Para la Corte, “el núcleo esencial de la autonomía está constituido en 
primer término, por aquellos elementos indispensables a la propia configuración del 
concepto, y especialmente por los poderes de acción de que gozan las entidades 
territoriales para poder satisfacer sus propios intereses. En segundo lugar 
encontramos, la inviolabilidad por parte del legislador, de la facultad de las entidades 
territoriales de gobernarse por autoridades propias. Debe protegerse el derecho de 
cada entidad territorial a autodirigirse en sus particularidades a través del respeto de la 
facultad de dirección política que ostentan”.   

 
39  Caracol Noticias (2020) Alcalde de Medellín le dice NO a las corridas de toros. Disponible en: 
https://caracol.com.co/emisora/2020/01/28/medellin/1580217092_841892.html 
40  Bluradio (2020) Villa de Leryva le dice “no” a las corridas de toros hasta 2024. Disponible en: 
https://www.bluradio.com/nacion/villa-de-leyva-le-dice-no-las-corridas-de-toros-hasta-el-2024-pcfo-240752-ie4370686 
41 Caracol Noticias (2020) Gobernación de Boyacá prohíbe patrocinio de dineros a las corridas de toros. Disponible en: 
https://caracol.com.co/emisora/2020/02/28/tunja/1582854702_529846.html 
42 Caracol Noticias (2020) Buscarán prohibir peleas de gallos y corridas de toros en Zetaquira, Boyacá. Disponible en: 
https://caracol.com.co/emisora/2020/01/31/tunja/1580495348_305766.html 



 

 
 

 

 
Dentro de los asuntos particulares que le asiste al Distrito Capital se encuentran las 
prácticas taurinas que se desarrollen en la capital. Es así como, a través del Acuerdo 767 
de 2020, el Concejo e Bogotá, fungiendo como organismo de representación del Distrito, 
tomó un conjunto de determinaciones para desincentivar las prácticas taurinas en aras 
de contribuir a subsanar el déficit normativo de protección animal y fortalecer la cultura 
de los derechos de los animales, para lo cual, no solo acudió al principio de autonomía, 
sino que se apoyó en las disposiciones jurisprudenciales establecidas por el Tribunal 
Constitucional a través de las sentencias C-666 de 2018 y C-133 de 2019 en donde se 
hizo un pronunciamiento sobre el contenido del artículo 7º de la Ley 84 de 1989, el cual, 
según el tribunal debía interpretarse de tal forma que las actividades exceptuadas como 
el rejoneo, coleo, las corridas de toros, las novilladas, corralejas, becerradas y tientas así, 
como las riñas de gallos, se puedan llevar a cabo siempre y cuando se entienda que los 
animales involucrados deban, en todo caso recibir protección especial contra el 
sufrimiento y el dolor durante el transcurso de esas actividades.   
 
Luego, se debe destacar que el principio de la autonomía también conlleva una relación 
entre las entidades territoriales y la nación respecto de la distribución de las 
competencias, cuyos límites has sido explicados de la siguiente forma: 
 

 “El contenido esencial de la autonomía se centra en la posibilidad de gestionar los 
propios intereses (C.P. art 287), una de cuyas manifestaciones más importantes es el 
derecho a actuar a través de órganos propios en la administración y el gobierno de los 
asuntos de interés regional o local. Tal derecho, contenido de manera expresa en el 
artículo 287 Superior, hace parte del núcleo esencial de la autonomía, indisponible por 
el legislador.” 

 
Ahora bien, bajo este entendido, en el caso sub examine se requiere precisamente que 
el principio de autonomía territorial, del que se desprenden los derechos de los entes 
territoriales a gobernarse por sus propias autoridades y a ejercer las competencias que 
les corresponden, sea entendido de manera armónica y sistemática en el contexto del 
principio democrático que determina la esencial de nuestro Estado de derecho.  
 
Se debe tener en cuenta que el acto administrativo del cual se demanda la declaratoria 
de nulidad, es producto de la puesta en marcha del Estado a través de sus estamentos 
democráticos y representativos, es decir, su fuente de nacimiento es la corporación 
pública de elección popular de mayor legitimidad democrática del distrito, como lo es el 
Concejo de Bogotá, en el cual se ven representadas los diversos sectores de la 
población bogotana.  
 
Es decir, no solo es un órgano electoral y democráticamente constituido, sino que el 
trámite llevado a cabo para que manifieste su autoridad a través de acuerdos distritales 
se encuentra investido de las garantías procesales hacen del acuerdo un producto 
esencialmente del debate político en el que se refleja la plena materialización del 
principio democrático, además de gozar, por expreso mandato del artículo transitorio 41 
de la Constitución Política, un régimen administrativo especial.   
 
Todo lo anterior permite afirmar que el Concejo Distrital de Bogotá es la máxima 
representación democrática en la capital de la República. En ese sentido, las 
expresiones de su autoridad obedecen a una cosmovisión propia de la vida capitalina, 
que manifiesta los rasgos idiosincráticos, culturales e identitarios de la sociedad 



 

 
 

 

bogotana y representa la natural pluralidad de intereses de toda la ciudad, lo cual 
merece una especial consideración al momento de evaluar la existencia de un supuesto 
“arraigo cultural” de las infames prácticas taurinas.  
 
Es precisamente, como consecuencia de este mandato popular que el Concejo de 
Bogotá tramita y aprueba por una consolidada mayoría de 32 votos el Acuerdo 767 de 
2020, ejerciendo sus competencias en el marco de los derechos que constitucionalmente 
le corresponden en virtud de la autonomía territorial, para limitar una práctica cultural que, 
en el imaginario colectivo se ha ido desdibujando y cada vez tiene que arreglárselas en 
contra de una apatía generalizada. Sin dejar de lado que, la propia Alcaldesa Mayor de 
Bogotá, D.C. en ejercicio también de la legitimidad que reviste su elección democrática, y 
como representante del distrito capital, sancionó el acuerdo mencionado.  
 
En suma, el Acuerdo 767 de 2020 no solo obedece en desincentivar las prácticas crueles 
contra los animales, formula que ha sido alentadas por el tribunal constitucional 
colombiano, sino en especial que lo hace desde un ejercicio plural y democrático a 
través de su aprobación por le Concejo de Bogotá. D.C. como legitimo interprete de 
querer popular, que permite reflejar el grado de desconexión y ausencia de arraigo que 
hoy tiene la tauromaquia en la capital de la república, lo cual a su vez se concreta en el 
ejercicio del principio constitucional de autonomía territorial que le asiste, reiterando que, 
a diferencia de lo que ocurrió en otros casos, el Acuerdo 767 de 2020 obedece a la 
voluntad representada de la ciudadana y no a un capricho arbitrario o discrecional de la 
administración distrital.    
 
Por último, la misma Corte Constitucional ha autorizado al Legislador para prohibir los 
espectáculos taurinos si así lo estima conveniente. Así pues, no puede afirmarse que la 
prohibición de este tipo de espectáculos contraríe la Constitución Política, ni que 
constituya un acto de censura previa en los términos del artículo 20 de la Carta Política.  
 
Si el Legislador está constitucionalmente autorizado para adoptar la más restrictiva de 
las regulaciones –la prohibición–, entonces no puede afirmarse que una regulación 
mucho menos restrictiva, como la contenida en el Acuerdo 767 de 2020, vulnere el 
derecho a la libertad de expresión artística de la comunidad taurina. Al contrario, el 
Acuerdo armoniza el ejercicio de una expresión cultural con los postulados superiores de 
dignidad humana, protección al ambiente, protección a los animales y convivencia 
pacífica. Estos objetivos constituyen fines esenciales del Estado y, por lo tanto, una 
autoridad administrativa territorial, como el Concejo de Bogotá, D.C. es competente para 
adoptar medidas encaminadas a concretarlos.  
 
 

IV. SOLICITUD 
 
Por todo lo expuesto, consideramos y reiteramos que el Acuerdo 767 de 2020 se 
encuentra en plena concordancia con el ordenamiento jurídico superior al que debe 
sujeción y respeta y aplica las consideraciones de la Corte Constitucional plasmada en 
cada una de las sentencias citadas en el presente escrito. Por tal razón, de manera 
comedida, le solicitamos al Honorable Juez niegue las pretensiones anulatorias de la 
demanda.  
 
Entendemos que la jurisprudencia constitucional reseñada en este escrito contiene, 



 

 
 

 

principalmente, dos indicaciones relevantes para el Concejo Distrital:  
 

• Reconocer que los espectáculos taurinos son legales y que solo pueden ser 
prohibidos por el Legislador.  

 
• Que es deber del Estado, en todas sus expresiones, incluido el Concejo Distrital, 

en el marco de sus competencias, subsanar el déficit normativo de protección 
animal.  

 
El Acuerdo 767 de 2020 cumple ambas directrices:  
 

• Reconoce que los espectáculos taurinos regulados por la Ley 916 de 2004 son 
legales, siempre que se realicen en los tiempos y en los lugares en los que 
tradicionalmente se han llevado a cabo.  

 
• Tiene por objeto armonizar la ejecución de dichos espectáculos con la protección 

animal.  
 
Por tanto, esta regulación se sujeta al reconocimiento de los espectáculos taurinos como 
actividades legales, sin hacer nugatoria la competencia de las entidades territoriales para 
proteger a los animales que habitan en su territorio.  
 
 

V. PRUEBAS 
 
De manera cordial aporto los documentos que sirvieron de soporte para la expedición del 
Acuerdo 767 de 2020, suministrados por el Concejo Distrital.  
 

• Ponencia positiva con modificaciones para primer debate al Proyecto de 
AcuerdoNo. 013 de 2020 “Por el cual se desincentivan las prácticas taurinas en el 
distrito capital y se dictan otras disposiciones”, presentada por el HC Álvaro 
Acevedo Leguizamon.  

 
• Ponencia positiva con modificaciones para primer debate al Proyecto de 

AcuerdoNo. 013 de 2020 “Por el cual se desincentivan las prácticas taurinas en el 
distrito capital y se dictan otras disposiciones”, presentada por el HC Carlos A. 
Carrillo Arenas.  

 
• Documento de ratificación de ponencia positiva del Proyecto de AcuerdoNo. 013 

de 2020 “Por el cual se desincentivan las prácticas taurinas en el distrito capital y 
se dictan otras disposiciones”, suscrito por el HC Álvaro Acevedo L.  

 
• Ponencia positiva para segundo debate al Proyecto de AcuerdoNo. 013 de 2020 

“Por el cual se desincentivan las prácticas taurinas en el distrito capital y se dictan 
otras disposiciones”, suscrito por el HC Carlos A. Carrillo Arenas.  

 
De otra parte, respetuosamente informamos que toda la normativa que alude a la 
temática planteada en el presente proceso y particularmente la citada en este escrito 
puede ser consultada en la dirección electrónica www.alcaldiabogota.gov.co en el link 
régimen legal. 



 

 
 

 

 
En todo caso estaremos pendientes para atender cualquier requerimiento del Despacho. 
 
 

VI. ANEXOS 
 
Lo anunciado en el acápite anterior.  

 
 

VII. NOTIFICACIONES 
 

Al demandante, en la dirección indicada en la demanda. 
 
A mí representado, el Distrito Capital, y al suscrito, en la carrera 8ª 10-65 Piso 3°, 
Dirección Distrital de de Gestión Judicial de la Secretaría Jurídica de la Alcaldía Mayor de 
Bogotá D.C.  
 
Igualmente en las direcciones electrónicas hagonzalezm@secretariajuridica.gov.co y 
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co  
 
 
Del Honorable Juez, 

 
HENRY ALBERTO GONZÁLEZ MOLINA 
C.C. 79.450.267 de Bogotá 
T.P. 75496 del C.S.J. 
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RV: Contestación de la demanda
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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como
memorial para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo
siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: H.CONCEJAL ANDREA PADILLA VILLARAGA <APADILLA@CONCEJOBOGOTA.GOV.CO> 
Enviado: jueves, 3 de diciembre de 2020 3:08 p. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: Contestación de la demanda
 
"Señores
JUZGADO 04 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ

REFERENCIA: 11001-33-34-004-2020-00180-00
CONTROVERSIA: NULIDAD
DEMANDANTE: CARLOS MARIO ISAZA SERRANO
DEMANDADO: BOGOTÁ D.C- ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ - CONCEJO DE BOGOTÁ
ASUNTO: COADYUVANCIA

Es�mados señores

En el presente correo encontrarán la contestación de la demanda, la cual remito en mi calidad de
coadyuvante de la parte pasiva.

Muchas gracias por su atención. 

Andrea Padilla Villarraga
Concejal de Bogotá | Alianza Verde
Activista por los derechos de los animales
PhD Derecho, Mg. Criminología, Mg. Pensar y Gobernar las Sociedades Complejas, Psicóloga
info@andreapadilla.org | www.andreapadilla.org 
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Redes sociales: @andreanimalidad 
Bogotá, Colombia

Elaboró: Dexy Montejo Blanco. 

Profesional Universitario

UAN H.C. Andrea Padilla Villarraga
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Bogotá, diciembre de 2020 
 
 
Doctor 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 
Juez Cuarto Administrativo del Circuito de Bogotá D.C 
Sección Primera 
Ciudad 
 
ASUNTO:  CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
   REFERENCIA : 11001-33-34-004-2020-00180-00 
   DEMANDANTE : CARLOS MARIO ISAZA SERRANO 

DEMANDADOS : BOGOTÁ D.C -ALCALDÍA MAYOR DE    
BOGOTÁ -CONCEJO DE BOGOTÁ 

 
Andrea Padilla Villarraga, mayor de edad, domiciliada en esta ciudad, 
identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 52.440.836 de Bogotá, en mi calidad 
de coadyuvante de la parte demandada, respetuosamente me dirijo a su despacho 
con el fin de contestar la demanda1 que dio origen al proceso de nulidad simple de 
referencia. 
 

I. RESPECTO DE LOS HECHOS 
 
PRIMERO: Es cierto. 
 
SEGUNDO: Es cierto, con la salvedad de que el Concejo de Bogotá invocó los 
numerales 3, 7, 10 y 13 del artículo 12 del Decreto 1421 de 1993. 
 
TERCERO: Es cierto.  
 
CUARTO: No es cierto. El artículo 2 del Acuerdo 767 de 2020 establece que “en el 
Distrito Capital sólo están autorizadas las corridas de toros y las novilladas”, por ser 
las únicas prácticas taurinas que en Bogotá cumplen con los requisitos establecidos 
por la Corte Constitucional en la parte resolutiva de la sentencia C-666 de 20102.  
 
Por lo tanto, en primer lugar, no es cierto que el Acuerdo “prohíba las novilladas”, 
pues el artículo las autoriza expresamente. Además, en segundo lugar, no es cierto 
que este sea un subterfugio velado, pues en realidad es la aplicación expresa de la 
jurisprudencia constitucional vigente. 
 
QUINTO: No es cierto. El artículo 3 del Acuerdo 767 de 2020 establece como 
requisito para la realización de prácticas taurinas en el Distrito Capital que se 
                                                
1 El artículo 223 de la Ley 1437 de 2011 establece que “el coadyuvante podrá independientemente 
efectuar todos los actos procesales a la parte a la que ayuda”. 
2 “Que únicamente podrán desarrollarse en aquellos municipios o distritos en los que las mismas sean 
manifestación de una tradición regular, periódica e ininterrumpida y que por tanto su realización 
responda a cierta periodicidad”. Corte Constitucional, sentencia C-666 de 2010, M.P: Humberto 
Sierra Porto. 



eliminen “todos los instrumentos que laceren, corten, mutilen, hieran, quemen o 
lastimen en cualquier forma a los animales, o les den muerte”, en aplicación de la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado y de las facultades 
constitucionales y legales del Concejo de Bogotá. Además, el artículo 12 de la Ley 916 
de 2004 únicamente contiene las definiciones de algunos elementos de las prácticas 
taurinas, y no una obligación de usarlos.  
 
Por lo tanto, no es cierto que este artículo del Acuerdo 767 de 2020 prohíba 
elementos “autorizados” por la Ley 916 de 2004. 
 
SEXTO: Es cierto.  
 
SÉPTIMO: No es un hecho. Se trata de una apreciación subjetiva del demandante. 
 
OCTAVO: Es cierto. 
 
NOVENO: Salvo la apreciación subjetiva de que las anteriores medidas del Acuerdo 
767 de 2020 son “inconstitucionales”, el resto del hecho es cierto. 
 
DÉCIMO: Es cierto. 
 
UNDÉCIMO: No es cierto. El artículo 6 del Acuerdo 767 de 2020 establece que 
“sólo podrán realizarse actividades taurinas en las fechas que fije la Secretaría 
Distrital de Cultura, Recreación y Deporte, que en todo caso no podrán ser más de 
tres domingos”.  
 
No es cierto que esta sea una imposición, ni que invada la órbita del legislador, ni 
que usurpe las competencias de la Administración Distrital, ni que vaya en contravía 
de la Ley 916 de 2004, de conformidad con lo que se expondrá en los fundamentos 
de derecho del presente documento. 
 
DUODÉCIMO: No es cierto. Los artículos 7 y 8 del Acuerdo 767 de 2020 contaron 
con el aval de la Administración Distrital tanto en primer como segundo debate, lo 
cual suple la iniciativa regulada en el artículo 13 del Decreto 1421 de 19933. 
 
En todo caso, este hecho se refiere a los artículos 7 y 8 del Acuerdo 767 de 2020, cuyo 
estudio fue remitido a los Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá-Sección 
Cuarta, en auto del 4 de septiembre de 2020. 
 
DECIMOTERCERO: No es cierto. El artículo 9 del Acuerdo 767 de 2020 establece 
que “todos los gastos de operación de los eventos taurinos serán asumidos por el 
organizador. Esta obligación podrá pactarse en el contrato que se suscriba para tal 
fin”. 
 
                                                
3 Así lo establece la Corte Constitucional en las sentencias C-266 de 1995, C-1707 de 2000, C-807 de 
2001, C-121 de 2003, C-370 de 2004, C-354 de 2006, C-177 de 2007, C-838 de 2008 y C-066 de 2018, 
entre otras. 



No es cierto que este artículo sea irrazonable o ilegal y que “no repare” en las 
condiciones que rodean la organización de los eventos taurinos.  
 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Según el demandante, el Acuerdo 767 de 2020 debe ser retirado del ordenamiento 
jurídico por incurrir en cuatro de las causales de nulidad contenidas en el artículo 
137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(C.P.A.C.A):  
 

(i) violación de la Constitución y la ley;  
(ii) expedición sin competencia y de forma irregular;  
(iii) falsa motivación; y 
(iv) desviación de las atribuciones propias de la Corporación que lo profirió.  

 
Aunque el demandante no explicó cada una de estas causales, en el concepto de la 
violación presentó una serie de razones para argumentar, en general, que el Acuerdo 
767 de 2020 violó las normas superiores y desbordó la competencia del Concejo de 
Bogotá. A continuación, me referiré a dichos argumentos y mostraré por qué la 
pretensión de nulidad del demandante debería ser negada. 
 

1. Respecto de la presunta violación de la Constitución Política y de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 
a. Sobre los artículos 7, 70, 71, y 72 de la Constitución Política 

 
Los artículos 7, 70, 71 y 72 de la Constitución Política establecen el deber del Estado 
de proteger el patrimonio cultural de la Nación y la diversidad étnica y cultural, como 
parte de la identidad nacional, y de promover y fomentar el acceso a la cultura y la 
difusión de los valores culturales de la Nación. 
 
Según el demandante, el Acuerdo 767 de 2020 vulnera estas disposiciones 
superiores porque regula y restringe “una actividad lícita que goza de amparo legal”. 
Para analizar este cargo, es necesario examinar la interpretación que la Corte 
Constitucional le ha dado al derecho a la cultura, en particular cuando se ejerce en 
detrimento de otros principios y derechos constitucionales.  
 
En primer lugar, es necesario reconocer que la Constitución Política y los tratados 
internacionales vigentes en nuestro ordenamiento jurídico le ordenan al Estado 
proteger, promover y fomentar la cultura, y que los llamados “espectáculos taurinos” 
han sido considerados una expresión cultural por el Congreso de la República. Pero, 
como todos los demás derechos y principios constitucionales, el derecho a la cultura 
y el deber estatal de fomentarla no es absoluto. En palabras de la Corte 
Constitucional: 
 

“Es precisamente la existencia de diferentes culturas –y, por 
consiguiente, las diferentes manifestaciones de ésta–, así como de 



diferentes derechos fundamentales, bienes constitucionales, principios 
fundamentales, entre otros, que las expresiones culturales, al igual que 
otros elementos de protección constitucional, no tienen un valor 
absoluto en el ordenamiento colombiano y su interpretación, con miras 
a concretar la garantía de su protección y desarrollo, debe hacerse en 
armonía con todos los elementos que integran el panorama 
constitucional previsto por la Constitución de 1991” (subrayado 
propio) 4. 

 
La Corte Constitucional ha tenido la oportunidad de examinar extensamente la 
forma en la que se debe ponderar el deber estatal de fomentar la cultura y el mandato 
constitucional de protección animal, el cual se desprende de las disposiciones que 
protegen el medio ambiente, el principio de dignidad humana como fuente de 
relaciones entre humanos y animales, y la función social y ecológica de la propiedad. 
La sentencia hito de esta línea jurisprudencial es la C-666 de 2010, donde la Corte 
estableció que:  
 

“no puede entenderse que las manifestaciones culturales, en sí mismas 
consideradas, sean concreción de postulados constitucionales, ni que, 
por consiguiente, tengan blindaje alguno que las haga inmunes a la 
regulación por parte del ordenamiento jurídico cuando quiera que se 
estime necesario limitarlas o, incluso suprimirlas, por ser contrarias a 
los valores que busque promocionar la sociedad”5. 

 
Al examinar la constitucionalidad del artículo 7 de la Ley 84 de 1989, después de 
hacer un examen de razonabilidad y proporcionalidad, la Corte encontró que este 
artículo contiene una “permisión genérica (…) de actividades que implican maltrato 
animal, sin que ni en éste ni en otros preceptos legales se regule su ejecución” y que 
“salta a la vista, por lo tanto, que la disposición acusada no contiene una ponderación 
entre el deber de protección [animal] y las expresiones culturales que involucran 
vejámenes a los animales”6. De allí, la Corte concluye que “resulta un déficit 
normativo del deber de protección animal, porque el legislador privilegia 
desproporcionadamente las manifestaciones culturales (…) [que] implican un claro 
y contundente maltrato animal”. Además, agrega la Corte que: 
 

“la excepción de la permisión de maltrato animal contenida en el 
precepto acusado debe ser interpretada de forma restrictiva y, por 
consiguiente, no debe tener vacíos que dificulten o, incluso, hagan 
nugatorio el deber de protección de los animales que se deriva de la 
Constitución; en este sentido, la excepción prevista en el artículo 7 de 
la Ley 84 de 1989 debe incluir elementos mínimos que garanticen en la 
medida de lo posible el bienestar de los animales involucrados en 
dichas manifestaciones culturales” (subrayado propio) 7. 

                                                
4 Corte Constitucional, sentencia C-666 de 2010, M.P: Humberto Sierra Porto.  
5 Íbid. 
6 Íbid. 
7 Íbid. 



 
Aunque en acápites posteriores de este escrito se especificará qué autoridades están 
llamadas a suplir dicho déficit normativo, por ahora basta señalar que en la sentencia 
C-666 de 2010, la Corte afirmó sobre este punto que la armonización de estos valores 
constitucionales: 
 

“implica necesariamente la actuación del Legislador, que en 
cumplimiento de su potestad de configuración normativa debe regular 
de manera más detallada la permisión de maltrato animal objeto de 
examen constitucional. Labor que debe ser complementada con el 
concurso de las autoridades administrativas con competencias 
normativas en la materia, de manera que se subsane el déficit 
normativo del deber de protección animal al que se hizo referencia. En 
este sentido deberá expedirse una regulación de rango legal e infralegal 
que determine con exactitud qué acciones que impliquen maltrato 
animal pueden ser realizadas” (subrayado propio) 8 

 
En concordancia con lo anterior, la Corte insistió en que: 
 

“una interpretación conforme a la Constitución conduce a la conclusión 
que el cuerpo normativo que se cree no podrá, como ocurre hasta el 
momento en regulaciones legales –Ley 916 de 2004– o de otra 
naturaleza –resoluciones de organismos administrativos o, incluso, de 
naturaleza privada–, ignorar el deber de protección animal –y la 
consideración del bienestar animal que del mismo se deriva– y, por 
tanto, la regulación creada deberá ser tributaria de éste” (subrayado 
propio) 9. 

 
Estas mismas consideraciones sobre la tensión entre el deber del Estado de fomentar 
la cultura y el mandato de protección animal han sido reproducidas y reiteradas en 
las sentencias C-889 de 2012, T-296 de 2013 y C-133 de 2019. Si bien es cierto que 
en las sentencias C-889 de 2012 y T-296 de 2013, la Corte hizo consideraciones 
adicionales sobre la relación entre el Legislador y las entidades territoriales, estas 
serán abordadas en los siguientes acápites de este escrito. 
 
En suma, dado que la Corte Constitucional ha afirmado que el deber de fomentar la 
cultura, contenido en los artículos 7, 70, 71, y 72 de la Constitución Política, debe 
armonizarse con el mandato constitucional de protección animal, no puede decirse 
que el Acuerdo 767 de 2020 vulnera estas normas superiores. Al contrario, al adecuar 
las normas concernientes a las manifestaciones culturales que implican maltrato 
animal con el mandato constitucional de protección animal, el Concejo cumple con 
la exigencia que desde hace más de diez años ha hecho la Corte Constitucional. Como 
lo ha afirmado la exmagistrada María Victoria Calle, la sentencia C-666 de 2010 
“ordenó la reducción progresiva del maltrato animal” y, por lo tanto, “ni las normas 

                                                
8 Corte Constitucional, sentencia C-666 de 2010, M.P: Humberto Sierra Porto. 
9 Íbid. 



jurídicas, ni la política pública pueden mantener una orientación pasiva en este 
ámbito, ni preservar el balance hallado en el año 2010”10. 
 
En otras palabras, si el Concejo de Bogotá hubiera expedido un acuerdo sobre las 
prácticas taurinas que se realizan en la ciudad, sin incluir ninguna disposición 
concerniente a la protección y el bienestar de los animales involucrados, habría 
desconocido la jurisprudencia de la Corte Constitucional y habría expedido, ahí sí, 
una norma inconstitucional. Por lo tanto, no es cierto, como lo afirma el 
demandante, que “el Concejo impone condiciones y límites en aspectos sobre los 
cuales ya el legislador había provisto normativamente lo pertinente en la Ley 916 de 
2004”, pues ni esta ni ninguna otra norma nacional o local han suplido el déficit 
normativo de protección animal que ordenó la Corte Constitucional. 
 

b.  Sobre los artículos 121, 150.1 y 152.a de la Constitución Política y el 
artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

 
Los artículos 121, 150.1 y 152.a de la Constitución Política establecen que ninguna 
autoridad del Estado puede ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la 
Constitución y la ley, que corresponde al Congreso interpretar, reformar y derogar 
leyes, y que, mediante leyes estatutarias, el Congreso regula los derechos 
fundamentales de las personas. Por su parte, el artículo 30 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos establece que las restricciones al goce y 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en dicho tratado no pueden ser 
aplicadas sino conforme a leyes dictadas por razones de interés general. 
 
Según el demandante, el Acuerdo 767 de 2020 vulnera estas disposiciones 
superiores porque “menoscabó arbitrariamente [los] derechos y libertades de los 
aficionados a la tauromaquia”. En el escrito de la demanda, se menciona una sola vez 
que el Acuerdo menoscaba el derecho fundamental al libre desarrollo de la 
personalidad, pero el demandante no especifica por qué considera que este derecho 
se ve vulnerado por la norma demandada. Además, a lo largo del escrito, no se hace 
referencia a ningún otro derecho en particular. 
 
Para examinar este cargo, es necesario analizar: (i) si el Concejo de Bogotá ejerció 
funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley; (ii) si el Concejo 
interpretó, reformó o derogó leyes; y, (iii) si el Concejo restringió o reguló un derecho 
fundamental o, en particular, uno de los derechos consagrados en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos.  
 
En los próximos acápites de este escrito, se incluirá una referencia más extensa sobre 
las atribuciones que usó el Concejo de Bogotá para expedir el Acuerdo 767 de 2020. 
Sin embargo, puede señalarse desde ya que corresponde al Concejo de Bogotá 
expedir normas y ejercer el control político para cumplir con las funciones señaladas 
en el artículo 313 de la Constitución Política y el artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 
1993, entre ellas, las invocadas en el Acuerdo 767 de 2020: 

                                                
10 Calle, María Victoria, Aclaración de voto de la sentencia C-041 de 2017. 



 
“Artículo 12. Atribuciones. Corresponde al Concejo Distrital, de 
conformidad con la Constitución y a la ley: 
(…) 
7. Dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y 
defensa del patrimonio ecológico, los recursos naturaleza y el medio 
ambiente. 
(…) 
10. Dictar las normas que garanticen la descentralización, la 
desconcentración y la participación y veeduría ciudadanas. 
(…) 
13. Regular la preservación y defensa del patrimonio cultural”. 

 
De conformidad con lo establecido en el artículo 1 del Acuerdo 767 de 2020, la norma 
tiene por objeto “contribuir a subsanar el déficit normativo de protección animal y 
fortalecer la cultura de los derechos de los animales”, lo cual se enmarca en la función 
que tiene el Concejo de dictar normas para garantizar la preservación y defensa del 
medio ambiente. La Corte Constitucional ha afirmado pacíficamente que en cuanto 
fauna, todos los animales hacen parte del concepto de ambiente11. De hecho, es bajo 
esta consideración que la Ley 1955 de 2019 le asignó al Ministerio de Ambiente el 
deber de liderar la formulación de la “Política de Protección y Bienestar de Animales 
Domésticos y Silvestres” (art. 324). Por lo tanto, la competencia para preservar y 
defender el patrimonio ecológico y el medio ambiente incluye, por disposición 
constitucional, a todos los animales. 
 
Además, dado que se trata de un asunto que involucra el ejercicio de una 
manifestación cultural, el Acuerdo está amparado en la función de preservar y 
defender el patrimonio cultural, que como se acaba de explicar debe ser adecuado de 
conformidad con la jurisprudencia constitucional vigente. Por último, la disposición 
concerniente a la promoción de acciones colectivas para rechazar de manera no 
violenta las prácticas taurinas encuentra su fundamento en la necesidad de 
garantizar la participación y veeduría ciudadanas y de fomentar valores y principios 
coherentes con la cultura de los derechos de los animales. 
 
En lo que respecta al artículo 150.1 de la Constitución Política, debe decirse que el 
Acuerdo 767 de 2020 no interpreta, reforma ni deroga ninguna ley de la República. 
En efecto, no existe en este acuerdo ninguna disposición que modifique o elimine el 
texto de una ley y, por lo tanto, el Concejo no invade ni desconoce esta competencia 
del Congreso de la República. 
 
Por último, debe examinarse si en el Acuerdo 767 de 2020 el Concejo restringió o 
reguló un derecho fundamental o, en particular, uno de los reconocidos en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Al respecto, es necesario decir 
que, en la jurisprudencia constitucional vigente, la Corte Constitucional no ha 
encontrado que las prácticas taurinas impliquen el ejercicio de derechos 
                                                
11 Sentencias T-760 de 2007, C-666 de 2010, C-283 de 2014, C-045 de 2019 y C-032 de 2019, entre 
otras. 



fundamentales. Como se mencionó en el acápite anterior, la Corte Constitucional ha 
visto en este asunto una tensión entre el deber del Estado de promover la cultura y 
el derecho a la cultura –que, en todo caso, no es un derecho fundamental– y el 
mandato constitucional de protección animal.  
 
Por lo anterior, la Corte Constitucional ha afirmado de forma reiterada, desde la 
sentencia C-666 de 2010, que el Congreso de la República puede prohibir los 
espectáculos taurinos sin incurrir en una violación de la Constitución Política. Esto 
muestra de forma clara que en el ejercicio de estas prácticas no se involucran 
derechos fundamentales. Como lo dice la exmagistrada María Victoria Calle: 
 

“El Congreso de la República puede adoptar la decisión de prohibir 
definitivamente las prácticas al día de hoy exceptuadas. Esto implica, 
básicamente, que el libre desarrollo personal no tiene contenido 
constitucionalmente intangible (o inmodificable) que impida al 
órgano democrático avanzar en la prohibición de maltrato. Aquello 
que el Congreso puede eliminar definitivamente no es un derecho 
fundamental” (subrayado propio) 12.  

 
Adicionalmente, es necesario decir que, si la realización de eventos taurinos 
implicara el ejercicio de derechos fundamentales, la Ley 916 de 2004 no podría ser 
una ley ordinaria, sino que debía haber sido una ley estatutaria. Sin embargo, en los 
diferentes pronunciamientos que ha hecho la Corte Constitucional sobre esta ley, 
nunca ha afirmado que debía haber sido una ley estatutaria. Lo anterior confirma 
que en esta actividad no se involucran derechos fundamentales. 
 
Por lo demás, dado que el Acuerdo 767 de 2020 no prohíbe de ningún modo las 
prácticas taurinas que tradicionalmente se han realizado en Bogotá, no puede 
afirmarse que la norma vulnere el libre desarrollo de la personalidad ni la libre 
expresión artística de los aficionados taurinos. En otras palabras, bajo la vigencia del 
Acuerdo 767 de 2020, los aficionados taurinos pueden seguir organizando y llevando 
a cabo sus temporadas taurinas, como lo han venido haciendo en los últimos años. 
 
Mucho menos puede afirmarse que el Acuerdo 767 de 2020 regule un derecho 
fundamental, como lo deben hacer las leyes estatutarias. Las leyes estatutarias 
buscan establecer una regulación “integral, completa y sistemática”13 de un derecho 
fundamental, cosa que no sucede de ninguna forma en el acuerdo en cuestión. En 
esta norma, simplemente, se adecúan las prácticas taurinas a las exigencias que 
desde hace más de diez años ha hecho la Corte Constitucional, con el fin de 
armonizarlas con los demás valores y principios de la Carta Política. 
 
Por último, hay que recordar que la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos desarrolla los derechos civiles y políticos de las personas, como el derecho 
a la vida, a la integridad personal, a la propiedad privada, a la protección judicial y a 
la libertad física, entre otros. Y, aunque la Convención menciona los derechos 
                                                
12 Calle, María Victoria, Aclaración de voto a la sentencia C-041 de 2017. 
13 Corte Constitucional, sentencia C-818 de 2011, M.P: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 



económicos, sociales y culturales en su artículo 26, no los desarrolla. Por lo tanto, no 
se ve cómo el Acuerdo 767 de 2020 puede restringir los derechos civiles y políticos 
mencionados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de forma 
directa ni indirecta. 
 
En suma, dado que la Corte Constitucional ha afirmado que la eventual prohibición 
de las prácticas taurinas por parte del Congreso de la República sería compatible con 
la Constitución Política, no puede afirmarse que estas prácticas impliquen el 
ejercicio de ningún derecho fundamental. En todo caso, el Acuerdo 767 de 2020 no 
prohíbe de ninguna forma las prácticas taurinas que tradicionalmente se han llevado 
a cabo en Bogotá y, por lo tanto, sus disposiciones no limitan ni restringen el ejercicio 
de ningún derecho. 
 

2. Respecto de la presunta violación de las leyes 84 de 1989, 916 de 2004 y 1774 
de 2016 
 

a. Sobre el artículo 7 de la Ley 84 de 1989 y el parágrafo 3 del artículo 5 
de la Ley 1774 de 2016 

 
El artículo 7 de la Ley 84 de 1989 y el parágrafo 3 del artículo 5 de la Ley 1774 de 
2016 establecen que las personas que lleven a cabo corridas de toros, novilladas, 
corralejas, becerradas, tientas y riñas de gallos quedan exceptuadas de las sanciones 
penales y administrativas contenidas en dichas normas. En las sentencias C-666 de 
2010 y C-133 de 2019, la Corte Constitucional decidió que estas normas son 
condicionadamente exequibles, en el entendido: 
 

“1) Que la excepción allí planteada permite, hasta determinación 
legislativa en contrario, si ello llegare a ocurrir, la práctica de las 
actividades de entretenimiento y de expresión cultural con animales 
allí contenidas, siempre y cuando se entienda que estos deben, en todo 
caso, recibir protección especial contra el sufrimiento y el dolor 
durante el transcurso de esas actividades. En particular, la excepción 
del artículo 7 de la ley 84 de 1989 permite la continuación de 
expresiones humanas culturales y de entretenimiento con animales, 
siempre y cuando se eliminen o morigeren en el futuro las conductas 
especialmente crueles contra ellos en un proceso de adecuación entre 
expresiones culturales y deberes de protección a la fauna. 2) Que 
únicamente podrán desarrollarse en aquellos municipios o distritos en 
los que las mismas sean manifestación de una tradición regular, 
periódica e ininterrumpida y que por tanto su realización responda a 
cierta periodicidad; 3)  que sólo podrán desarrollarse en aquellas 
ocasiones en las que usualmente se han realizado en los respectivos 
municipios o distritos en que estén autorizadas; 4)  que sean estas las 
únicas actividades que pueden ser excepcionadas del cumplimiento del 
deber constitucional de protección a los animales; y 5)  que las 
autoridades municipales en ningún caso podrán destinar dinero 



público a la construcción de instalaciones para la realización exclusiva 
de estas actividades”14. 

 
Dado que el artículo 7 de la Ley 84 de 1989 y el parágrafo 3 del artículo 5 de la Ley 
1774 de 2016 fueron declarados condicionadamente exequibles por la Corte 
Constitucional, su lectura no se puede escindir de la interpretación que este tribunal 
ha hecho. Como lo ha afirmado la Corte Constitucional, “el entendimiento del 
imperio de la ley, a la que están sujetas las autoridades administrativas y judiciales, 
debe entenderse como referido a la aplicación del conjunto de normas 
constitucionales y legales, incluyendo la interpretación jurisprudencial de los 
máximos órganos judiciales” (subrayado propio) 15. Por lo tanto, tanto el Concejo de 
Bogotá, como las autoridades judiciales que conozcan del presente proceso, están 
obligados a interpretar las leyes 84 de 1989 y 1774 de 2016 de la forma precisa en 
que lo ha hecho la Corte Constitucional.  
 
Según el demandante, el Concejo vulnera estas disposiciones superiores porque 
expidió el Acuerdo 767 de 2020 “con el objeto de regular la excepción del artículo 7 
de la Ley 84 de 1989 y ahora, la establecida en el artículo quinto, parágrafo tercero 
de la Ley 1774 de 2016”. Sin embargo, no ofreció más detalles sobre la forma en la 
que presuntamente se habrían regulado dichas normas. 
 
Al respecto, es necesario reiterar que el Acuerdo 767 de 2020 no prohíbe de ningún 
modo las prácticas taurinas que tradicionalmente se han llevado a cabo en Bogotá. 
Por eso mismo, el acuerdo no introduce ninguna sanción penal, administrativa o 
policiva, que les impida a los ciudadanos de la capital organizar y llevar a cabo 
eventos taurinos. Por lo tanto, no puede decirse que el Acuerdo 767 de 2020 vulnere 
las leyes 84 de 1989 y 1774 de 2016, pues con o sin la norma expedida por el Concejo 
de Bogotá, las prácticas taurinas seguirán exceptuadas de las sanciones penales y 
administrativas contenidas en la ley. 
 
Si bien es cierto que algunas de las disposiciones contenidas en el Acuerdo 767 de 
2020 buscan adecuar las prácticas taurinas que se realizan en Bogotá con el mandato 
constitucional de protección animal, esta adecuación ha sido ordenada por la Corte 
Constitucional tanto al Legislador como a las autoridades administrativas con 
competencias normativas, como los concejos municipales y distritales. Como se verá 
en detalle en los próximos acápites, la regulación de rango infralegal dirigida a 
subsanar el déficit normativo de protección animal ha sido autorizada expresamente 
tanto por la Corte Constitucional como por el Consejo de Estado. 
 
En suma, no puede afirmarse que el Acuerdo 767 de 2020 vulneres las leyes 84 de 
1989 y 1774 de 2016, pues no introduce ningún tipo de sanción que desvirtúe la 
excepción allí contenida. Las disposiciones del acuerdo simplemente materializan la 
armonización que desde hace más de diez años ha exigido la Corte Constitucional, 
de acuerdo con las competencias que tanto el máximo tribunal constitucional como 

                                                
14 Corte Constitucional, sentencia C-666 de 2010, M.P: Humberto Sierra Porto. 
15 Corte Constitucional, sentencia C-539 de 2011, M.P: Luis Ernesto Vargas Silva. 



el máximo tribunal contencioso administrativo han reconocido en cabeza de los 
concejos municipales y distritales. 
 

b. Sobre los artículos 2, 12, 13, 14, 15, 17, 18 y 19 de la Ley 916 de 2004 
 
Los artículos 2, 12, 13, 14, 15, 17, 18 y 19 de la Ley 916 de 2004 establecen que el 
Reglamento Nacional Taurino aplica en todo el territorio nacional, consagran 
algunas definiciones, clasifican los distintos tipos de espectáculos taurinos, 
establecen que la celebración de espectáculos taurinos requerirá la previa 
comunicación o autorización del órgano administrativo competente, establecen los 
datos que deben contener las solicitudes de autorización o las comunicaciones y 
definen el procedimiento para negar el permiso e, incluso, para prohibir la 
celebración del espectáculo. 
 
Según el demandante, el Acuerdo 767 de 2020 vulnera estas disposiciones 
superiores porque imponen “condiciones y límites sobre el desarrollo de las prácticas 
taurinas inclusive en aspectos respecto de los cuales ya el Legislador había provisto 
normativamente lo pertinente en la Ley 916 de 2004”. A lo largo de la demanda, se 
mencionan dichas “condiciones y límites”:  
 

(i) el artículo 2 del Acuerdo 767 de 2020 establece que en el Distrito 
Capital sólo están autorizadas las corridas de toros y las novilladas y 
que sólo podrán realizarse en la plaza de toros permanente de la 
ciudad;  

 
(ii) el artículo 3 establece que la realización de las prácticas taurinas 
permitidas exigirá la eliminación de todos los instrumentos que corten, 
mutilen, hieran, quemen o lastimen de cualquier forma a los animales, 
o les den muerte;  

 
(iii) el artículo 5 establece que el organizador de cualquier evento 
taurino debe reservar y usar el 30% del espacio de la publicidad del 
evento para informar del sufrimiento animal que conllevan las corridas 
de toros o novilladas y que el costo total de dichos mensajes corre por 
cuenta del organizador; 
 
(iv) el artículo 6 establece que sólo podrán realizarse actividades 
taurinas en las fechas que fije la Secretaría de Cultura Recreación y 
Deporte, que en todo caso no podrán ser más de tres domingos. 
 
(v) y el artículo 9 establece que todos los gastos de operación de los 
eventos taurinos serán asumidos por el organizador. 

 
A continuación, me referiré a cada una de las normas de la Ley 916 de 2004 que el 
demandante invoca como violadas y, en el acápite siguiente, me referiré en detalle a 
la competencia del Concejo para expedir cada uno de los artículos del Acuerdo 767 
de 2020. 



 
El artículo 2 de la Ley 916 de 2004 establece que el Reglamento Nacional Taurino 
“será de aplicación general en todo el territorio nacional”. Como lo afirmó la Corte 
Constitucional en la sentencia C-1192 de 2005, esta no es más que una reiteración de 
la aplicación territorial de la ley: incluso si no lo dicen explícitamente, todas las leyes 
de la República tienen vocación de ser aplicadas en todo el territorio nacional. Por lo 
tanto, es necesario examinar una a una las disposiciones de la Ley 916 de 2004, para 
establecer en concreto lo que sus disposiciones describen, mandan, prohíben o 
permiten en todo el territorio nacional. 
 
Los artículos 12 y 13 de la Ley 916 de 2004 establecen una serie de definiciones y 
clasificaciones legales, cuyo propósito es especificar el uso que se le da a determinada 
expresión. En estos artículos, por ejemplo, se establece que un estoque es “una 
espada de matar toros” y que el banderillero es el “torero que pone banderillas”. Sin 
embargo, ninguno de estos dos artículos establece un mandato, una prohibición o un 
permiso, por ejemplo, que ordene usar el estoque o que ordene la intervención de 
banderilleros en todos los eventos. Como lo ha afirmado la Corte Constitucional: 
 

“la prohibición de maltrato animal constituye lo que se denomina una 
norma de primer nivel o una regla de conducta, es decir, una regla que 
ordena, proscribe o permite un comportamiento determinado, 
mientras que las definiciones legales no son reglas de conducta, sino 
reglas sobre reglas, o normas de segundo orden o meta-normas, en 
tanto no se refieren al comportamiento humano, sino a la estructura o 
al esquema de funcionamiento del sistema jurídico, como, por ejemplo, 
las reglas que definen el uso que el legislador le otorga a los signos 
lingüísticos que integran las leyes” (subrayado propio) 16. 

 
Por lo tanto, dado que los artículos 12 y 13 no contienen ningún mandato, 
prohibición o permiso, no puede el Concejo de Bogotá haberlos vulnerado con su 
conducta. No es cierto, como lo afirma el demandante, que el Concejo haya regulado 
o modificado elementos “autorizados” por la Ley 916 de 2004. Los preceptos 
contenidos en estos artículos únicamente son descriptivos y no tienen efecto sobre 
ninguna actuación humana. Por lo demás, el Acuerdo 767 de 2020 no establece 
ninguna definición y, por lo tanto, no ordena que se modifique el sentido en el que 
el Legislador definió dichos conceptos. 
 
Por su parte, los artículos 14, 15, 17, 18 y 19 de la Ley 916 de 2004 contienen una serie 
de mandatos y autorizaciones dirigidas a los organizadores de los eventos taurinos y 
al “órgano administrativo competente”. Para comprender esta última expresión, es 
necesario remitirse al artículo 85 de la misma ley, la cual establece que “en todo 
municipio en donde exista plaza de toros permanente, el alcalde será el encargado 
de velar por el cumplimiento estricto de todas las disposiciones anotadas en este 
reglamento”. 
 

                                                
16 Corte Constitucional, C-467 de 2016, M.P: Luis Guillermo Guerrero Pérez. 



Entre las disposiciones contenidas en estas normas resalta una en particular: el 
artículo 14, el cual establece que “en plazas permanentes bastará únicamente, en 
todo caso, con la mera comunicación por escrito”. Aunque, en principio, podría 
pensarse que esto significa que los organizadores de eventos taurinos únicamente 
deben notificar la realización de su actividad para que les sea permitida, sin que las 
autoridades puedan hacer ninguna otra consideración, en realidad, la Corte 
Constitucional ha interpretado esta disposición de forma distinta. En la sentencia C-
889 de 2012, la Corte se refirió al cargo planteado por un ciudadano, quien había 
solicitado la declaración de inexequibilidad de esta norma por considerar que 
restringía de forma absoluta el margen de acción de las entidades territoriales. Sin 
embargo, sobre este argumento, la Corte afirmó que: 
 

“el actor funda su cargo en una interpretación literal de la expresión 
‘comunicación’ a la que refieren las normas acusadas. En contrario, la 
lectura sistemática de los preceptos acusados e integrados 
normativamente lleva a concluir que no existe ninguna razón que 
permita inferir que basta la mera notificación a la autoridad 
competente, acerca de la celebración del espectáculo taurino en plazas 
de toros permanentes, para que los entes territoriales queden 
inmediatamente compelidos a permitir el uso del precepto. En 
cualquier caso, debe mediar el efectivo cumplimiento de los requisitos 
de que trata el artículo 15 de la Ley 916/04, junto con los fijados en las 
demás normas legales que prevean condiciones exigibles para la 
celebración de espectáculos públicos en general”17. 

 
En otras palabras, la Corte determinó que la expresión “comunicación” contenida en 
el artículo 14 de la Ley 916 de 2004 no impide el ejercicio de las competencias y 
funciones que tienen las autoridades territoriales en virtud de la Constitución y la 
ley, ni exime a los aficionados taurinos de cumplir con las demás normas que existan 
sobre la materia. 
 
Cuando se examinan los artículos 14, 15, 17, 18 y 19, en concordancia con el artículo 
85 de la Ley 916 de 2004, se encuentra que todas estas normas están dirigidas al 
alcalde o alcaldesa municipal, y no a los concejos. Por eso mismo, estas normas se 
refieren a las competencias y las funciones de las alcaldías; y la sentencia C-889 de 
2012, que interpreta dichas disposiciones legales, se refiere únicamente al alcance de 
las competencias de las alcaldías, mas no a las competencias y funciones de los 
concejos municipales y distritales. Así, por ejemplo, se entiende que: 
 

(i)  de conformidad con los artículos 14 y 15 de la Ley 916 de 2004, la 
celebración de espectáculos taurinos requiere la previa comunicación 
por escrito a la Alcaldía; 
 

                                                
17 Corte Constitucional, sentencia C-889 de 2012, M.P: Luis Ernesto Vargas Silva. 



(ii) de conformidad con los artículos 17, 18 y 19, la Alcaldía tiene unos 
términos para examinar la documentación y otorgar, suspender o 
denegar el permiso en ciertos casos. 

 
Al interpretar estas normas, la sentencia C-889 de 2012 estudió únicamente la 
relación entre las competencias nacionales del Legislador y las competencias locales 
de las alcaldías, esto es, el órgano administrativo al que se comunica la celebración 
del evento taurino y que puede otorgar, suspender o denegar permisos para su 
realización en ciertos casos. Por ello, se insiste, la sentencia C-889 de 2012 no 
contiene ninguna referencia a las competencias de los concejos municipales o 
distritales. En esa ocasión, la Corte afirmó que mientras que el Congreso ejerce un 
poder de policía –que le permite imponer condiciones y expedir normas sobre la 
realización de espectáculos públicos–, las alcaldías ejercen únicamente una función 
de policía dirigida a conservar el orden público, la cual “está restringida por un 
principio de estricta legalidad”. Por lo tanto, debe entenderse que la ratio decidendi 
de la sentencia se refiere a los límites que tienen las alcaldías para regular la 
realización de prácticas taurinas: en tanto las alcaldías únicamente cuentan con 
función de policía, su labor está supeditada a las condiciones impuestas por el poder 
de policía. 
 
El hecho de que la Ley 916 de 2004 y la sentencia C-889 de 2012 no se refieran en 
absoluto a las competencias de los concejos municipales o distritales es 
trascendental, dado que la ley les reconoce competencias distintas a las alcaldías y a 
los concejos. En efecto, los artículos 12 y 13 de la Ley 1801 de 2016 disponen que el 
Concejo de Bogotá ejerce un poder subsidiario y residual de policía, semejante al de 
las asambleas departamentales, que le permite dictar normas en materias que no 
sean de reserva legal, en el marco de la Constitución y la ley, y no apenas una función 
de policía. Por lo anterior, el precedente contenido en la sentencia C-889 de 2012 no 
se ajusta en su totalidad al presente caso, en tanto el Concejo de Bogotá no es una 
autoridad administrativa con una mera función de policía.  
 
Lo mismo sucede con el precedente establecido en la sentencia T-296 de 2013, que 
aplica la misma subregla conenida en la C-889 de 2012. En esta providencia, la Corte 
conoció la acción de tutela interpuesta por la Corporación Taurina de Bogotá (CBT) 
en contra del Distrito Capital. Según los antecedentes referidos en la sentencia, el 
Instituto Distrital de Recreación y Deporte (IDRD) había exigido la eliminación de 
la muerte del toro en la plaza y, como consecuencia de la negativa del contratista, 
había dispuesto la terminación unilateral del contrato de arrendamiento celebrado 
con la Corporación Taurina de Bogotá. En esta decisión, la Corte Constitucional 
decidió tutelar los derechos de la Corporación Taurina de Bogotá por considerar que 
la administración Distrital no estaba “facultada para imponer restricciones o 
alteraciones más intensas o gravosas de aquellas previstas en la ley”.  
 
Como se ve, la sentencia T-296 de 2013 contiene una subregla idéntica a la de la 
sentencia C-889 de 2012, pues obliga a las alcaldías –en este caso, a la Alcaldía 
Mayor de Bogotá– a limitarse al ejercicio de la función de policía y a no reemplazar 
el poder de policía en cabeza del Congreso y el poder subsidiario de policía en cabeza 



del Concejo Distrital. En efecto, como se había afirmado en 2012, la Corte reiteró que 
las alcaldías no tienen poder de policía y, por lo tanto, no tienen la facultad para 
regular la realización de espectáculos públicos ni para establecer condiciones 
adicionales a las proferidas por los órganos que ostentan el poder de policía . 
 
En todo caso, la decisión de la sentencia T-296 de 2013 no es un obstáculo para la 
regulación que contiene el artículo 3 del Acuerdo 767 de 2020 . En primer lugar, 
porque no se trata de una sentencia de control abstracto de constitucionalidad con 
efectos erga omnes; al ser una sentencia de tutela, esta decisión únicamente tiene 
efectos inter partes. En consecuencia, para que esta sentencia constituya precedente 
para el presente caso, es necesario que exista identidad con los hechos actuales, 
requisito que no se cumple. En el caso estudiado en la sentencia T-296, fue la 
Alcaldía Mayor quien exigió la eliminación de la muerte del animal, en el marco de 
una relación contractual específica entre el Instituto Distrital de Recreación y 
Deporte (IDRD) y la Corporación Taurina de Bogotá (CBT). Ese hecho plantea una 
particularidad trascendental, pues, como se explicó, la Alcaldía no cuenta con las 
mismas competencias que el Concejo Distrital en materia de protección y defensa 
del patrimonio ecológico y el medio ambiente ni en materia de derecho de policía. 
En particular, es relevante reiterar que las alcaldías únicamente cuentan con una 
función de policía –a la que deben restringirse en virtud de las sentencias C-889 de 
2012 y T-296 de 2013–, y no un poder subsidiario o residual de policía, como el que 
tiene el Concejo de Bogotá. 
 
En suma, no puede afirmarse que el Acuerdo 767 de 2020 vulnere la Ley 916 de 
2004: (i) en primer lugar, porque los artículos 12 y 13 de la Ley 916 de 2004 
únicamente contienen definiciones y clasificaciones de tipo descriptivo, que no 
mandan, prohíben ni autorizan, y el Concejo de Bogotá no estabeció definiciones en 
el acuerdo cuestionado; (ii) en segundo lugar, porque los artículos 14, 15, 17, 18 y 19 
de la Ley 916 de 2004 se refieren únicamente al procedimiento que deben seguir las 
alcaldías municipales o distritales para otorgar, suspender o denegar permisos 
relacionados con eventos taurinos. Estas normas y las sentencias constitucionales 
que las interpretan no contienen ninguna referencia a las competencias de los 
concejos, y no son un obstáculo para el ejercicio de las funciones y competencias 
constitucionales y legales del Concejo de Bogotá. 
 

3. Respecto de la presunta desviación de las atribuciones del Concejo de Bogotá 
para expedir el Acuerdo 767 de 2020 
 

a. Sobre el artículo 313 de la Constitución Política y el artículo 12 del 
Decreto Ley 1421 de 1993 

 
El artículo 313 de la Constitución Política y el artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 
1993 contienen las competencias generales que ostentan los concejos municipales, 
en general, y el Concejo Distrital de Bogotá, en particular.  
 
Según el demandante, el Acuerdo 767 de 2020 vulnera estas normas superiores 
porque sus disposiciones desbordan la competencia del Concejo de Bogotá y 



“usurpan” la competencia del Congreso de la República. Para examinar este cargo, 
es necesario analizar en detalle la competencia del Concejo para expedir cada uno de 
los artículos del Acuerdo 767 de 2020: 
 

i. La competencia del Concejo de Bogotá para expedir los artículos 
2, 4 y 6 

 
Los artículos 2, 4 y 6 tienen un doble propósito: (i) por una parte, buscan 
desestimular las prácticas taurinas en la ciudad, tal como lo hace el acuerdo en 
general; y (ii) por otra, pretenden garantizar que las actividades taurinas que se 
lleven a cabo sean exclusivamente las que obedecen a una tradición regular, 
periódica e ininterrumpida, y que se desarrollen únicamente en las ocasiones y 
lugares en donde tradicionalmente se han realizado.  
 
Estos artículos se fundamentan en la competencia del Concejo de Bogotá para 
“garantizar la preservación y defensa del patrimonio ecológico, los recursos 
naturales y el medio ambiente”, como lo autorizan el numeral 9 del artículo 313 de 
la Constitución Política y el numeral 7 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993.  
 
El artículo 2 establece que en el Distrito Capital sólo pueden realizarse corridas de 
toros y novilladas, y no otras prácticas taurinas como rejoneo, coleo, corralejas, 
becerradas o tientas. Este artículo se fundamenta en el mandato que ha establecido 
la Corte Constitucional, según el cual las prácticas taurinas sólo pueden realizarse en 
los municipios en los que sean la manifestación de una “tradición regular, periódica 
e ininterrumpida”18. Es decir, que se desarrollen de forma reglada, que se repitan 
siguiendo intervalos determinados y que se lleven a cabo de forma continua. En 
Bogotá, las únicas prácticas taurinas que cumplen con estas características se 
ejecutan durante las tradicionales “temporadas taurinas”. Durante estas 
temporadas, únicamente se han llevado a cabo corridas de toros y novilladas de 
manera regular, periódica e ininterrumpida, y no otros tipos de espectáculos. 
 
En cuanto al parágrafo del artículo 2, que establece el deber de realizar las prácticas 
taurinas únicamente en la plaza de toros permanente de la ciudad, esta disposición 
se fundamenta también en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, según la cual 
“la exequibilidad de las excepciones contenidas en el artículo 7º de la ley 84 de 1989 
se entenderá supeditada a que dichas actividades [se realicen] en los lugares en 
donde constituyan tradición” (subrayado propio) 19. En Bogotá, este lugar es la plaza 
permanente de la ciudad, reconocida como tal en el artículo 10 de la Ley 916 de 2004.  
 
Por su parte, el artículo 6 responde a la necesidad de restringir el número de fechas 
en las que se llevan a cabo actividades taurinas. En este caso, al establecer un límite 
al número de jornadas en que se pueden desarrollar estas actividades, el Distrito 
circunscribe la cantidad de animales que son usados en estos eventos y, por lo tanto, 
garantiza en mayor medida su protección. Por lo demás, esta disposición no 
contraría de ningún modo las sentencias proferidas por la Corte Constitucional en lo 
                                                
18 Corte Constitucional, C-666 de 2010, M.P: Humberto Sierra Porto. 
19 Íbid. 



que concierne a las épocas en las que se debe permitir la ejecución de las actividades 
taurinas. Según la Corte Constitucional, “la exequibilidad de las excepciones 
contenidas en el artículo 7º de la ley 84 de 1989 se entenderá supeditada a que dichas 
actividades, además de realizarse en los lugares en donde constituyan tradición, 
tengan lugar única y exclusivamente en aquellas ocasiones en que usualmente se 
hayan realizado en los respectivos municipios o distritos en que estén autorizadas” 
(subrayado propio) 20. El artículo sexto reconoce que se debe autorizar la realización 
de actividades taurinas en las temporadas en las que tradicionalmente se han 
realizado; sin embargo, busca reducir el número de fechas que se llevan a cabo 
dentro de dichas ocasiones tradicionales. En cualquier caso, la jurisprudencia 
constitucional ha indicado que en Bogotá existe una “época” tradicional21, pero no 
un número fijo de fechas que sean “tradición” 22, por lo que es posible para el Concejo 
de Bogotá llenar ese vacío por medio del presente Acuerdo, en ejercicio de su 
competencia normativa subsidiaria y residual en materia de policía ambiental. 
 
Por último, el artículo 4 establece que la Administración Distrital velará por 
promover ejercicios y acciones colectivas para rechazar de forma pacífica las 
prácticas taurinas. El objetivo de este artículo es dar aplicación a la jurisprudencia 
constitucional sobre la materia, que ha ordenado a las autoridades abstenerse de 
fomentar las actividades taurinas y ha establecido un deber de desestimularlas. Al 
respecto es necesario mencionar que en  la sentencia C-666 de 2010, la Corte 
Constitucional afirmó sobre las prácticas taurinas que el Estado “deberá abstenerse 
de difundirlas, promocionarlas, patrocinarlas o cualquier otra forma de intervención 
que implique fomento a las mismas por fuera de los límites establecidos en esta 
sentencia. Sólo así se alcanza una interpretación armónica de dos principios 
constitucionales que se contraponen en las concretas actividades que excepciona el 
artículo 7º de la ley 84 de 1989”23. Por su parte, la sentencia C-889 de 2012 estableció 
que existe un “deber constitucional, esta vez amparado en la defensa de la fauna, de 
desincentivar las normas constitutivas de maltrato, a través de (…) la posibilidad de 
permisión de la práctica de esas actividades por parte de las autoridades públicas, 
pero con la prohibición correlativa de difundirlas, promocionarlas, patrocinarlas o 
fomentarlas mediante cualquier fórmula de intervención estatal” (subrayado propio) 
24. En ese sentido, el artículo contiene una herramienta de política pública para que, 
dentro de su autonomía territorial, el Distrito promueva decididamente el rechazo 
colectivo a estas actividades, en el entendido de que constituyen expresiones de 
maltrato animal que deberían ser progresivamente desestimuladas. 
 

ii. La competencia del Concejo de Bogotá para expedir el artículo 
3 

 
La disposición contenida en el artículo tercero se fundamenta en dos argumentos: 
(i) primero, que la Corte Constitucional ha condicionado la constitucionalidad de las 

                                                
20 Íbid. 
21 Corte Constitucional, T-296 de 2013, M.P: Mauricio González Cuervo. 
22 Por ejemplo, en la temporada taurina de 2019 se realizaron 3 fechas y en la de 2020 fueron 6 fechas. 
23 Corte Constitucional, C-666 de 2010, M.P: Humberto Sierra Porto. 
24 Corte Constitucional, C-889 de 2012, M.P: Luis Ernesto Vargas Silva. 



prácticas taurinas a la eliminación o morigeración de las conductas especialmente 
crueles contra los animales y que, por lo tanto, esta modificación es necesaria para 
que estos eventos sean compatibles con la Constitución Política; (ii) segundo, que el 
Concejo de Bogotá es competente para hacer más exigente la regulación legal sobre 
la protección a los animales durante los eventos taurinos, en virtud del principio 
constitucional y legal de rigor subsidiario y de las facultades que la jurisprudencia 
constitucional y contencioso administrativa han reconocido en cabeza de las 
entidades territoriales.  
 
Como ya se mencionó, en la sentencia C-666 de 2010, la Corte Constitucional 
estableció la obligación de armonizar las prácticas culturales con el imperativo 
constitucional de protección animal. En la parte resolutiva de la sentencia, la Corte 
afirmó que las prácticas culturales exceptuadas de las sanciones por maltrato animal 
son constitucionales, “siempre y cuando se eliminen o morigeren en el futuro las 
conductas especialmente crueles contra ellos en un proceso de adecuación entre 
expresiones culturales y deberes de protección a la fauna” (subrayado propio) 25. 
Según la Corte, para alcanzar ese objetivo es necesario que se expida “una regulación 
de rango legal e infralegal que determine con exactitud qué acciones que impliquen 
maltrato animal pueden ser realizadas” (subrayado propio) 26.  
 
Es de precisar que las órdenes contenidas en dicho condicionamiento no están 
dirigidas a una autoridad en particular, sino al conjunto de actores públicos que 
intervienen en la regulación de las actividades culturales allí contenidas. Uno de tales 
actores son las entidades territoriales, por dos razones principales: (i) el 
condicionamiento establece que las actividades culturales sólo se podrán realizar en 
los municipios en donde se hayan practicado de manera tradicional, regular, 
periódica e ininterrumpida; (ii) y una de las competencias de las entidades 
territoriales –y del Concejo de Bogotá en particular– es “dictar las normas 
necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y 
cultural del municipio” (ver numeral 9 del artículo 313 de la Constitución) y “regular 
la preservación y defensa del patrimonio cultural” (ver el numeral 13 del artículo 12 
del Decreto Ley 1421 de 1993).  
 
Por lo anterior, la Corte Constitucional ha reconocido que las autoridades 
administrativas “con competencias normativas”, como los concejos municipales y 
distritales, pueden “concurrir con el Congreso de la República al establecimiento de 
regulaciones para cubrir el déficit normativo en la protección animal”27. Estas 
mismas subreglas han sido reiteradas en las sentencias C-889 de 2012, T-296 de 
2013 y C-133 de 2019. 
 
El artículo 3 del Acuerdo se expidió con el objetivo de establecer tal regulación 
infralegal, que armonice las prácticas taurinas que se realizan en el Distrito Capital 
con los mandatos que ha establecido la Corte para que puedan desarrollarse de forma 
constitucional. Al igual que los anteriores artículos, esta regulación se fundamenta 
                                                
25 Corte Constitucional, C-666 de 2010, M.P: Humberto Sierra Porto. 
26 Íbid. 
27 Íbid. 



en la atribución conferida al Concejo de Bogotá en el numeral 9 del artículo 313 de 
la Constitución Política y el numeral 7 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993, 
según los cuales es competencia de esta corporación “Dictar las normas necesarias 
para garantizar la preservación y defensa del patrimonio ecológico, los recursos 
naturales y el medio ambiente”. Como se mencionó antes, la Corte Constitucional ha 
afirmado, de forma reiterada, que todos los animales hacen parte del ambiente, en 
cuanto fauna; por lo tanto, el Concejo de Bogotá es competente para dictar normas 
que garanticen su protección y bienestar. 
 
En asuntos ambientales –dentro de los que se incluye la protección animal–, la 
jurisprudencia constitucional reconoce que “existen competencias normativas 
concurrentes entre el poder central y las autoridades locales”28. Esas competencias 
concurrentes se armonizan mediante los principios contenidos en el artículo 288 de 
la Constitución Política y 63 de la Ley 99 de 1993, en particular mediante el principio 
constitucional y legal de rigor subsidiario29. En aplicación de ese principio, las 
entidades territoriales están facultadas para hacer más exigentes –y no más 
flexibles– las regulaciones legales en materia ambiental, aun cuando se “limiten el 
ejercicio de derechos individuales y libertades públicas”30. Así, por ejemplo, la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado han aceptado reiteradamente que los concejos 
municipales y distritales pueden hacer más rigurosa la reglamentación relacionada 
con la publicidad exterior visual, puesto que no existe reserva legal para regular la 
materia y el asunto involucra la protección del patrimonio ecológico31. 
 
Este caso es jurídicamente equivalente al de la regulación de la publicidad exterior 
visual y, por lo tanto, merece el mismo tratamiento jurisprudencial. Como se 
mencionó anteriormente, en este caso tampoco existe reserva legal para la 
reglamentación de las actividades taurinas, pues la Corte Constitucional ha 
afirmado, en repetidas ocasiones, que la labor legislativa es concurrente con la de las 
autoridades administrativas con competencias normativas, como los concejos 
municipales y distritales. Como ocurre con la regulación de la publicidad exterior 
visual, este asunto también involucra la protección del patrimonio ecológico del 
Distrito y, por consiguiente, puede aplicarse el principio de rigor subsidiario, de 
modo que la regulación distrital sea más exigente que la nacional. Esta mayor 
exigencia no desconoce de ningún modo el ordenamiento jurídico, pues el principio 
de rigor subsidiario es constitucional y legalmente aceptado.  
 
Además, la aplicación del principio de rigor subsidiario garantiza que las 
competencias entre el poder central y las autoridades locales sean verdaderamente 
concurrentes, es decir, que no se impida el ejercicio de las facultades del otro nivel 
territorial. Si bien es cierto que el legislador es el único que tiene la competencia para 
prohibir las prácticas taurinas, esto no puede “[vaciar] de contenido la competencia 
reglamentaria, de origen constitucional, que en dichas materias les reconoce la Carta 

                                                
28 Corte Constitucional, C-596 de 1998, M.P: Vladimiro Naranjo Mesa.  
29 Íbid.  
30 Artículo 63, Ley 99 de 1993.  
31 Así lo ha afirmado la Corte Constitucional en las sentencias C-535 de 1996 y C-064 de 1998; y el 
Consejo de Estado en la sentencia con radicado 2002-04873-02 del 15 de septiembre de 2016. 



Política a los municipios”32. Si la existencia de la Ley 916 de 2004 implicara la 
exclusión de cualquier regulación territorial sobre la materia, el poder central haría 
nugatoria la competencia constitucional de los concejos municipales para preservar 
y proteger el patrimonio ecológico y el medio ambiente. En cambio, puede decirse 
que las competencias entre el poder central y las autoridades locales son 
verdaderamente concurrentes, si se entiende que esta regulación nacional es un 
“estándar mínimo”33, pero que las entidades territoriales pueden hacer que ese 
estándar sea más riguroso en su propia jurisdicción –en todo caso, sin prohibir la 
actividad en cuestión–.  
 
Por lo demás, el hecho de que las prácticas taurinas sólo estén constitucionalmente 
permitidas en donde haya una tradición regular, periódica e ininterrumpida, 
demuestra la estrecha relación existente entre las entidades territoriales y este tipo 
de actividades. La Corte Constitucional ha reconocido que el principio de rigor 
subsidiario es aplicable en la protección y defensa del patrimonio ecológico, 
justamente porque dichos asuntos “guardan una conexidad estrecha con la identidad 
y diversidad cultural de los municipios”34. En este caso, la aplicación del principio de 
rigor subsidiario garantiza que la discusión sobre la regulación de las prácticas 
taurinas sea asumida en el ámbito territorial, donde existen circunstancias 
particulares que ameritan condiciones más exigentes que las nacionales: por 
ejemplo, un interés más acentuado en la protección especial de los animales. 
Mediante la aplicación del principio de rigor subsidiario se protege la participación 
democrática y la autonomía territorial de Bogotá D.C., pues se le permite a la ciudad 
adecuar las normas nacionales “a sus necesidades, singularidades y expectativas”35, 
como lo manda la Constitución Política. 
 
Además, la aplicación de este principio es consistente con la jurisprudencia vigente 
sobre las prácticas taurinas. En efecto, el principio de rigor subsidiario permite 
cumplir con la exigencia que ha establecido la Corte Constitucional, desde la 
sentencia C-666 de 2010, de armonizar las prácticas culturales que implican 
maltrato animal con el mandato constitucional de protección a la fauna.  
 
Adicionalmente, el artículo es coherente con la sentencia C-889 de 2012, pues 
reconoce que los espectáculos taurinos son expresiones culturales permitidas y no 
busca prohibirlos de ningún modo. Como se explicó anteriormente, a diferencia de 
las alcaldías, que únicamente cuentan con una función de policía, el Concejo de 
Bogotá ostenta un poder subsidiario y residual de policía, en virtud de los artículos 
12 y 13 de la Ley 1801 de 2016. De hecho, es posible argumentar que varias de las 
normas de desincentivo contenidas en el Acuerdo 767 de 2020 se amparan en dicho 
poder subsidiario y residual de policía, en tanto regulan de manera específica 
situaciones no contempladas en la ley, de manera que se adapten al caso específico 
de Bogotá.  
 

                                                
32 Corte Constitucional, C-534 de 1996, M.P: Fabio Morón Díaz. 
33 Corte Constitucional, C-894 de 2003, M.P: Rodrigo Escobar Gil. 
34 Corte Constitucional, C-535 de 1996, M.P: Alejandro Martínez Caballero. 
35 Corte Constitucional, C-534 de 1996, M.P: Fabio Morón Díaz. 



En todo caso, como se explicó anteriormente, el Acuerdo no desconoce la decisión 
adoptada en la sentencia C-889 de 2012, pues no prohíbe las prácticas taurinas y se 
apega estrictamente a la ley. En efecto, cuando el Concejo de Bogotá actúa en 
ejercicio de su poder subsidiario de policía y en virtud del principio constitucional y 
legal de rigor subsidiario, lo hace en estricto cumplimiento de la Constitución y la 
ley. En palabras de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, “es 
posible que las autoridades administrativas desarrollen materias de policía de 
acuerdo con las necesidades locales, pero siempre dentro del marco de la ley (como 
cuando ésta permite fijar horarios, dictar normas ambientales locales bajo un 
principio de rigor subsidiario, controlar el uso de la pólvora etc.)” (subrayado propio) 

36. Como se ve, el poder subsidiario y residual de policía que ostenta el Concejo de 
Bogotá lo habilita para dictar normas ambientales de policía bajo el principio de rigor 
subsidiario.  
 
Tanto en la sentencia C-889 de 2012 como en la T-296 de 2013, la Corte reconoció 
explícitamente que, de acuerdo con la sentencia C-666 de 2010, los concejos 
municipales y distritales están facultados para subsanar el déficit normativo de 
protección animal, con sujeción a la Constitución y a la Ley. En palabras de la Corte, 
con la sentencia C-666 de 2010 quedó establecido que “las autoridades 
administrativas ‘con competencias normativas’, esto es, los concejos municipales o 
distritales, podrán concurrir con el Congreso de la República al establecimiento de 
regulaciones para cubrir el déficit normativo en la protección animal”. Por lo tanto, 
estas decisiones confirmaron que la orden de subsanar el déficit de protección 
animal se dirige tanto al legislador como a las autoridades territoriales con 
competencias normativas, como son los concejos municipales y distritales.  
 
En todo caso, el artículo 3 del Acuerdo 767 de 2020 no desconoce ni se separa de 
ningún modo de la parte resolutiva de la sentencia T-296 de 2013 y el Auto 025 de 
2015, por cuanto ellas se refieren a la restitución de la Plaza de Toros “La 
Santamaría” como plaza de toros permanente para la realización de espectáculos 
taurinos, asunto que no se está poniendo en cuestión en este caso. 
 
Por último, es necesario anotar que la competencia de las entidades territoriales para 
regular las prácticas taurinas también ha sido reconocida por el Consejo de Estado 
en dos ocasiones. En la sentencia de tutela 956 del 17 de octubre de 2013, la Sección 
Primera afirmó que “en virtud del deber constitucional de protección animal las 
entidades territoriales puedan regular la realización de las manifestaciones 
culturales que impliquen violencia animal para garantizar en la mayor medida de lo 
posible el deber de protección de las especies involucradas en ellas, sin que, se repite, 
puedan prohibir o suspender estas manifestaciones culturales amparadas por la 
Constitución y la Ley” (subrayado propio) 37. Esta misma subregla fue reiterada por 
la Sección Quinta en la sentencia de tutela 2257 del 23 de septiembre de 201538, 
confirmada a su vez por la Corte Constitucional en la sentencia SU-056 de 2018. 
 
                                                
36 Radicado 2010-00044-00 (1999), del 20 de mayo de 2010. C.P: William Zambrano Cetina. 
37 Radicado 11001-03-15-000-2013-00956-00, C.P: Guillermo Vargas Ayala.  
38 Radicado 11001-03-15-000-2015-02257-00, C.P: Alberto Yepes Barreiro.  



En suma, la disposición contenida en el artículo 3 respeta los límites 
jurisprudenciales que existen para regular las prácticas taurinas, pues no las prohíbe 
de ningún modo. Al contrario, el artículo busca adecuar estas prácticas con el 
mandato constitucional de protección animal, dentro del marco jurídico vigente, 
para que sean compatibles con la Constitución Política.  
 

iii. La competencia del Concejo de Bogotá para expedir el artículo 
5 

 
El artículo 5 contiene una regla en virtud de la cual el organizador del evento 
taurino deberá reservar y usar el 30 % del espacio de publicitario para informar del 
sufrimiento que padecen los animales durante las corridas de toros o novilladas. Esta 
obligación incluye la publicidad que se despliegue en vallas, paraderos de buses, 
anuncios de prensa, radiales, televisivos o en cualquier otro medio masivo de 
comunicación. 
 
Como se ve, esta norma regula dos aspectos diferenciados: (i) uno, relacionado con 
la publicidad exterior visual –publicidad que se despliegue en vallas y paraderos de 
buses, entre otros–; (ii) y otro relacionado con la publicidad que se emita en anuncios 
de prensa, radiales, televisivos o en cualquier otro medio masivo de comunicación. 
En ambos casos, el Concejo de Bogotá es competente para expedir estas reglas en 
virtud de lo establecido en los numerales 7 y 9 del artículo 313 de la Constitución 
Política y los numerales 5 y 7 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993. En efecto, 
estas medidas tienen el objetivo de desincentivar las prácticas taurinas y, por lo 
tanto, de proteger en la mayor medida de lo posible a los animales que son usados 
en estos eventos. Como ya se explicó anteriormente, la competencia para dictar 
normas que propendan por la preservación y defensa del patrimonio ecológico 
incluye la protección a los animales. 
 
Respecto de la regulación de la publicidad exterior visual, es importante recordar 
que la Corte Constitucional, en sentencia C-535 de 1996, indicó que: 
 

“la publicidad exterior visual hace parte de la noción de ‘patrimonio 
ecológico’ local, por lo cual se está frente a una competencia propia de 
los concejos municipales y distritales, (…) la cual les es asignada en 
función del interés territorial subyacente, pues los problemas de 
modificación del paisaje que le están asociados abarcan primariamente 
un ámbito local, por lo cual su regulación corresponde también, en 
principio, a las autoridades municipales”39.  
 

Como se ve, la Corte Constitucional considera que la publicidad exterior visual se 
encuentra incluida dentro del concepto de patrimonio ecológico, en cuanto dicho 
tipo de publicidad afecta el paisaje, que es uno de los recursos naturales renovables. 
Además, esta comprensión de la publicidad exterior visual y la competencia de los 
concejos municipales o distritales para regularla ha sido reconocida en pacífica y 

                                                
39 Corte Constitucional, C-535 de 1996, M.P: Alejandro Martínez Caballero. 



reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado, desde entonces40. Esta competencia 
se ejerce de manera concurrente con el Congreso de la República y a ella le aplica el 
principio constitucional de rigor subsidiario, como se explicó anteriormente41. De 
hecho, sobre esta materia, el Concejo de Bogotá ha expedido, entre otros, el Acuerdo 
610 de 2015, “Por el cual se dictan disposiciones generales y ambientales sobre la 
publicidad exterior visual en el Distrito Capital”, y el Acuerdo 751 de 2019, “Por 
medio del cual se fortalece la difusión de estrategias de información y comunicación 
para la prevención del consumo de sustancias psicoactivas”, ambas vigentes en el 
ordenamiento jurídico actual. 
 
En cuanto a los anuncios de prensa, radiales, televisivos o de cualquier otro medio 
masivo de comunicación, la necesidad de regular este tipo de publicidad se 
fundamenta, además, en el derecho a la información, reconocidos a los 
consumidores, en el artículo 20 de la Constitución Política y el numeral 1.3 del 
artículo 3 de la Ley 1480 de 2011. De acuerdo con este último artículo, todos los 
consumidores tienen derecho a obtener información “completa, veraz, transparente, 
oportuna, verificable, comprensible, precisa e idónea respecto de los productos que 
se ofrezcan o se pongan en circulación, así como sobre los riesgos que puedan 
derivarse de su consumo o utilización, los mecanismos de protección de sus derechos 
y las formas de ejercerlos” (subrayado propio) 42. Así, la obligación de destinar el 30 
% de cualquier espacio publicitario para informar sobre el sufrimiento que padecen 
los animales durante los espectáculos taurinos no es otra cosa que un mecanismo 
para que los organizadores de los eventos taurinos informen de manera completa, 
veraz, transparente y precisa sobre los riesgos que pueden derivarse del consumo de 
este tipo de espectáculos. Como se puede observar, en este caso el Concejo de Bogotá 
no regula ni reglamente la ley, sino que establece un mecanismo para aplicarla a 
cabalidad en el Distrito Capital. Este es uno de los fines esenciales del Estado 
consagrados en el artículo 2 de la Constitución Política, a saber: “garantizar los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución”, en este caso, el 
derecho a recibir información veraz e imparcial contenido en el artículo 20 superior.  
 
Por lo anterior, al expedir esta norma, el Concejo de Bogotá está cumpliendo con su 
deber constitucional y legal en el marco de sus competencias, en tanto está 

                                                
40 Un reciente pronunciamiento que da cuenta de esta posición por parte del Consejo de Estado es la 
sentencia del quince (15) de septiembre de 2016, con radicado No. 76001-23-31-000-2002-04873-
02. C.P: Guillermo Vargas Ayala. 
41 C-535 de 1996, 16 de octubre. M.P: Alejandro Martínez Caballero: “En el campo ecológico, tal y 
como lo ha señalado la doctrina y lo ha recogido el artículo 63 de la Ley 99 de 1993,  rige entonces un 
principio de rigor subsidiario (CP art. 288), según el cual las normas nacionales de policía ambiental, 
que limitan libertades para preservar o restaurar el medio ambiente, o que por tales razones exijan 
licencias o permisos para determinadas actividades, pueden hacerse más rigurosas, pero no más 
flexibles, por las autoridades competentes de los niveles territoriales inferiores, por cuanto las 
circunstancias locales pueden justificar una normatividad más exigente. En el caso del patrimonio 
ecológico local, este principio es aún más claro, pues al ser una competencia propia de los concejos 
municipales y los territorios indígenas, su potestad reglamentaria no puede ser limitada por la ley, al 
punto de vaciarla de contenido, por cuanto el Congreso desconocería la garantía institucional de la 
autonomía territorial. Pero sí puede la ley dictar aquella normatividad básica indispensable a la 
protección del patrimonio ecológico en todo el territorio nacional”. 
42 Tomado directamente del numeral 1.3 del artículo 3 de la Ley 1480 de 2011. 



protegiendo el patrimonio ecológico del Distrito Capital y está buscando la aplicación 
de la ley y de la Constitución en el territorio que se encuentra bajo su jurisdicción. 
 
Es importante tener presente que la finalidad de esta disposición es desincentivar la 
asistencia a los espectáculos taurinos y crear conciencia en la ciudadanía sobre el 
deber de proteger y respetar las vidas de todos los animales. Como es apenas lógico, 
el Acuerdo 767 de 2020 establece la obligación del organizador del evento taurino de 
asumir los costos de dicha publicidad, a efectos de no afectar las arcas del Distrito. 
Por estas razones, el artículo 5 del Acuerdo guarda unidad de materia con el resto del 
articulado y sirve al objeto que está enunciado en el artículo 1. 
 

iv. La competencia del Concejo de Bogotá para expedir el artículo 
9 

 
Finalmente, el artículo 9 establece que todos los gastos de operación de los eventos 
taurinos deben ser asumidos por el operador. Esta regla tiene la doble finalidad de 
endurecer la realización de este tipo de actividades y de quitarle al Distrito la carga 
económica que implica garantizar la logística propia de una actividad generadora de 
conflictos y de rechazo social. Ciertamente, sería absurdo que el Estado asumiera los 
gastos de una práctica que, por mandato constitucional, se debe desincentivar. 
 
En cualquier caso, esta regla se justifica en el hecho de que la Corte Constitucional, 
en las sentencias C-666 de 2010, C-889 de 2012 y C-133 de 2019, entre otras, ha 
dicho expresamente que las entidades estatales no pueden destinar recursos 
públicos a la realización de este tipo de actividades. En la sentencia C-889 de 2012, 
la Corte afirma que: 
 

“Del reconocimiento estatal de las manifestaciones culturales que 
involucran maltrato y crueldad con los animales, entre ellas las 
corridas de toros, no podía colegirse que el Estado estuviera llamado a 
promover la faceta de esas prácticas que es contraria al mandato de 
bienestar animal. De allí que se generase el deber constitucional, esta 
vez amparado en la defensa de la fauna, de desincentivar las normas 
constitutivas de maltrato, a través de (i) la prohibición que recursos 
públicos sean utilizados para la construcción de infraestructura que se 
dedicase exclusivamente a actividades culturales que contemplen el 
maltrato animal; (ii) la posibilidad de permisión de la práctica de esas 
actividades por parte de las autoridades públicas, pero con la 
prohibición correlativa de difundirlas, promocionarlas, patrocinarlas o 
fomentarlas mediante cualquier fórmula de intervención estatal” 
(subrayado propio) 43. 
 

Esta determinación jurisprudencial es la que justifica, sin duda alguna, que el 
Concejo de Bogotá no solo pueda, sino que deba emitir una norma como la contenida 
en el artículo 9 del Acuerdo 767 de 2020. Una disposición en contrario, que le 

                                                
43 Corte Constitucional, C-889 de 2012, M.P: Luis Ernesto Vargas Silva. 



permitiera al Distrito, por ejemplo, concurrir en la financiación de la logística del 
espectáculo, no solo sería inconveniente sino abiertamente inconstitucional. Así, el 
artículo 9 no hace otra cosa que materializar el mandato establecido en la ratio 
decidendi de la sentencia C-889 de 2012 emitida por la Corte Constitucional y 
reiterado en las sentencias posteriores sobre la materia. 
 

4. Síntesis de los fundamentos de derecho por los que se debería negar la 
pretensión de nulidad 

 
En resumen, puede decirse que la jurisprudencia vigente de la Corte Constitucional 
y del Consejo de Estado contiene dos límites para las autoridades en lo que concierne 
a la realización de espectáculos taurinos. Por una parte, las altas cortes han 
reconocido que las actividades taurinas únicamente pueden ser prohibidas por el 
legislador44, dado que son condicionalmente compatibles con la Constitución 
Política: (i) “siempre y cuando se eliminen o morigeren en el futuro las conductas 
especialmente crueles contra [los animales]”; (ii)  se realicen en “aquellos municipios 
o distritos en los que las mismas sean manifestación de una tradición regular, 
periódica e ininterrumpida”; (iii) y “en aquellas ocasiones en las que usualmente se 
han realizado en los respectivos municipios o distritos en que estén autorizadas”45; 
sin embargo, los jueces han afirmado que las autoridades deben abstenerse de 
fomentar este tipo de prácticas y que, en cambio, deben contribuir a subsanar el 
déficit normativo de protección animal46. 
 
El Acuerdo 767 de 2020 cumple con ambos límites. Mediante la expedición de esta 
norma, el Concejo de Bogotá no prohíbe de ningún modo las prácticas taurinas, pues 
reconoce que esa es una competencia exclusiva del Congreso de la República. Sin 
embargo, la norma incluye medidas para desincentivarlas, en ejercicio de su poder 
subsidiario de policía, reconocido en el artículo 12 de la Ley 1801 de 2016, del 
principio constitucional y legal de rigor subsidiario, y de las facultades que las altas 
cortes le han reconocido en reiteradas ocasiones: 
 

(i) La Corte Constitucional ha establecido que para suplir el déficit de 
protección animal es necesario expedir “una regulación de rango legal 
e infralegal que determine con exactitud qué acciones que impliquen 
maltrato animal pueden ser realizadas” (subrayado propio) 47, y ha 
reconocido que las autoridades administrativas “con competencias 
normativas”, como los concejos municipales y distritales, pueden 
“concurrir con el Congreso de la República al establecimiento de 
regulaciones para cubrir el déficit normativo en la protección 
animal”48; 

                                                
44 Así lo han afirmado la Corte Constitucional en las sentencias C-666 de 2010, C-889 de 2012, T-296 
de 2013, SU-056 de 2018 y C-133 de 2019; y el Consejo de Estado en las sentencias 956 del 17 de 
octubre de 2013 y 2257 del 23 de septiembre de 2015. 
45 Corte Constitucional, C-666 de 2010, M.P: Humberto Sierra Porto. 
46 Íbid. 
47 Corte Constitucional, sentencia C-666 de 2010, M.P: Humberto Sierra Porto. 
48 Íbid. 



 
(ii) En la sentencia de tutela 956 del 17 de octubre de 2013, la Sección 
Primera del Consejo de Estado afirmó que “en virtud del deber 
constitucional de protección animal las entidades territoriales pueden 
regular la realización de las manifestaciones culturales que impliquen 
violencia animal para garantizar en la mayor medida de lo posible el 
deber de protección de las especies involucradas en ellas, sin que, se 
repite, puedan prohibir o suspender estas manifestaciones culturales 
amparadas por la Constitución y la Ley” (subrayado propio) 49; 
 
(iii) En la sentencia de tutela 2257 del 23 de septiembre de 2015, la 
Sección Quinta del Consejo de Estado citó y usó textualmente la 
anterior subregla; 
 
(iv) Esta última decisión fue confirmada en su integridad por la Corte 
Constitucional en la sentencia SU-056 de 2018; 
 
(v) En la sentencia C-133 de 2019, la Corte Constitucional decidió 
estarse a lo resuelto en la sentencia C-666 de 2010 y, por lo tanto, 
confirmó que suplir el déficit de protección animal requiere también la 
expedición de normas de rango infralegal y la concurrencia de las 
entidades territoriales. 

 
El Acuerdo 767 de 2020 se ciñe a lo establecido en dichas sentencias, pues su objetivo 
no es erradicar, mediante prohibición, las prácticas taurinas que se han llevado a 
cabo en el Distrito Capital, sino adecuarlas desde el punto de vista constitucional. Al 
armonizarlas con el mandato constitucional de protección animal, el Concejo no 
vulnera ninguna de las normas superiores invocadas por el demandante, sino que 
cumple con las exigencias que desde hace más de diez años han establecido las altas 
cortes sobre la materia.  
 

III. RESPECTO DE LAS PRETENSIONES 
 
Por los motivos anteriormente expuestos, respetuosamente solicito NEGAR las 
pretensiones de la demanda de nulidad del Acuerdo 767 de 2020. 
 

IV. PRUEBAS 
 

Solicito a su despacho tener como prueba las disposiciones normativas demandadas.  
 

Adicionalmente, le solicito decretar y practicar el testimonio del doctor Juan Carlos 
Henao Pérez, exmagistrado de la Corte Constitucional, domiciliado en Bogotá, para 
que se pronuncie sobre el alcance de la sentencia C-666 de 2010 y sobre la 
jurisprudencia vigente concerniente a las prácticas taurinas en el país. 
 
                                                
49 Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia del 17 de octubre de 2013, rad. 11001-03-15-000-
2013-00956-00. C.P: Guillermo Vargas Ayala 



V. NOTIFICACIONES 
 
Recibiré notificaciones en las siguientes direcciones: 

 
1. Dirección física: Diagonal 35 Bis # 19-05, apto 303.  
2. Dirección electrónica: apadilla@concejobogota.gov.co 

 
Atentamente, 
 
 
 
ANDREA PADILLA VILLARRAGA 
C.C. 52.440.836 de Bogotá 
 
 
 

mailto:apadilla@concejobogota.gov.co
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RV: 11001-33-34-004-2020-00180-00

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 4/12/2020 8:53 AM
Para:  Juzgado 04 Administrativo Seccion Primera - Bogota - Bogota D.C. <jadmin04bta@notificacionesrj.gov.co>

1 archivos adjuntos (666 KB)
Contestación demanda coadyuvancia 2020-00180.pdf;

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como
memorial para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo
siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
 

LMBV 

De: César Correa Mar�nez <cesarcorrea.m@gmail.com> 
Enviado: jueves, 3 de diciembre de 2020 3:43 p. m. 
Para: Juzgado 04 Administra�vo Seccion Primera - Bogota - Bogota D.C.
<jadmin04bta@no�ficacionesrj.gov.co>; Juzgado 04 Administra�vo Seccion Primera - Bogota - Bogota D.C.
<admin04bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: 11001-33-34-004-2020-00180-00
 
Cordial saludo,

Por medio del presente, se adjunta escrito de contestación de demanda, dentro de la coadyuvancia
reconocida a los suscritos.

Bogotá, diciembre 3 del 2020

Doctor
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN
Juez Cuarto (4°) Administra�vo del Circuito de Bogotá
E.S.D.
 
                               Ref: 11001-33-34-004-2020-00180-00

Asunto: contestación de demanda.
Controversia: Simple nulidad.

                               Demandante: Carlos Mario Isaza Serrano
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                               Demandado: Alcaldía Mayor de Bogotá DC y Concejo Distrital de Bogotá.

Muchas gracias por su amable atención,
--  

César Correa Martínez

Antes de imprimir este correo, piensa bien si es necesario hacerlo.

Si lo imprimes, hazlo en papel re-utilizable sucio por una cara.

Y una vez impreso, no olvides reciclarlo. 



 

Bogotá, diciembre 3 del 2020 

 

Doctor 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 
Juez Cuarto (4°) Administrativo del Circuito de Bogotá 
E.S.D. 
 
  Ref: 11001-33-34-004-2020-00180-00 

Asunto: contestación de demanda. 
Controversia: Simple nulidad. 

  Demandante: Carlos Mario Isaza Serrano 
  Demandado: Alcaldía Mayor de Bogotá DC y Concejo Distrital de Bogotá. 
 

 

ordial saludo 

 

César Alberto Correa Martínez, mayor de edad identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 

80074511, domiciliado y residente de la ciudad de Bogotá, abogado en ejercicio con Tarjeta 

Profesional No. 186.720 del Consejo Superior de la Judicatura y docente ocasional de la UMNG; 

Michel Roncancio Quiroga, Santiago Bermúdez Cruz, Claudia Paola Pava Vega, Laura Nataly 

Montes Alfonso, Sandra Valentina Peña Rodríguez, Mario Esteban Rubio Mulford, Valentina 

Zambrano Pérez, Laura Cañón Serna, Laura Camila Giraldo Martínez, Karen Liseth Babativa Mora, 

Juan Felipe Rodríguez Díaz, Marcia Lorena Sánchez, todos miembros del Grupo Animalista de la 

Facultad de Derecho de la Universidad Militar Nueva Granada sede Cajicá (Grupo Animalista 

UMNG Cajicá), conocidos de autos y reconocidos como coadyuvantes e la parte demandada, según 

consta en auto del 26 de noviembre del 2020, por medio del presente nos permitimos CONTESRTAR 

la demanda interpuesta por el ciudadano Carlos Mario Isaza Serrano, domiciliado en Bogotá y quien 

actúa en nombre propio, en contra del Acuerdo No. 767 del 2020 expedido por el Concejo Distrital 

de Bogotá en sus artículos 1 al 6 y 9 y 10, de la siguiente manera: 

 

A los hechos: 

 

A los hechos, nos atenemos a lo demostrado y probado legalmente dentro de las diligencias del 

proceso y las normas del procedimiento. 

 

 

 



A las pretensiones: 

Nos oponemos rotundamente a las pretensiones de la demanda que piden al señor Juez declarar 

la nulidad del acto administrativo demandado, por cuanto, como se demostrará en el curso del 

proceso, los artículos 1 al 6 y 9 y 10 del Acuerdo No. 767 del 2020, expedido por el Concejo 

Distrital de Bogotá no violanel régimen legal ni constitucional y, por el contrario, se encuentra 

dentro del espectro de facultades que el ordenamiento jurídico en los niveles constitucional, legal 

y reglamentario le ha otorgado a esa corporación. 

Si bien es cierto que las autoridades locales no pueden abrogarse las facultades que, de acuerdo 

con la Constitución y la Ley tienen carácter reservado para el legislador y, en tratándose de una 

autoridad administrativa del sector central de la administración pública en el nivel territorial 

(Distrito), esto es, perteneciente a la rama ejecutiva del distrito no le correspondería la asunción 

de facultades que prohíban las corridas de toros en el territorio de la Capital, también lo es que 

dentro del ámbito de su competencia está el velar por el cumplimiento, de conformidad con las 

disposiciones legales y las órdenes emanadas por la propia Corte Constitucional que ha 

diferenciado la prohibición de la reglamentación, especialmente en virtud de la solicitud de evitar 

el sufrimiento de los animales, como se verá en los fundamentos de derecho del presente escrito. 

 

Excepciones: 

Proponemos como excepción a la demanda, las siguiente: 

 

1. LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO, esto es de los artículos 1 al 6 y 9 y 10 del 

Acuerdo No. 767 del 2020, proferido por el Concejo Distrital de Bogotá. 

El principal debate que pone de presente el actor, es el de la competencia y, de paso, la ilegalidad 
de la medida por la violación del estatuto constitucional y legal, así como de la interpretación de los 
pronunciamientos de la Corte Constitucional al encontrar acciones que se encuentran prohibidas a 
las autoridades territoriales, específicamente al Concejo de Bogotá, como es el de la reglamentación 
de los toros en el distrito capital. 

Nosotros, como parte coadyuvante de la demandada, nos oponemos tanto a la afirmación como a 
los argumentos, y son varios los motivos para esto que nos llevan a concluir primero que, el Concejo 
sí tenía esta facultad en virtud de las áreas de su competencia y, segundo, que la medida no es ilegal 
puesto que no se trata de una prohibición sino de una norma de carácter legal que adopta medidas 
que han sido incluso ordenadas por la Corte Constitucional. 

Lo primero que abordaremos para señalar la legalidad del acto, es el reconocimiento, tanto del 
medio ambiente como de los animales como sujetos de derecho y de esa manera queda en el 
artículo 3 del Acuerdo que prohíbe el maltrato a los animales y que se sujeta a la interpretación de 
la Corte que propende por la comprensión de evitar el sufrimiento de ellos como seres sintientes. 

Esta norma de los animales como sujetos de derechos y como sujetos de protección constitucional 
se da en virtud de su reconocimiento dentro del estatuto máximo de 1991 que los incluye dentro 
del concepto amplio de medio ambiente y recursos naturales y que supone un debate acerca de las 
libertades, derechos y normas de rango superior. 



Si bien existe el deber de proteger los derechos y libertades de las personas, dentro de ellos el de la 
cultura, no hay correspondencia entre las razones que permitan afirmar que la reglamentación del 
Concejo sea una prohibición y, por tanto, el debate entre dos supuestos conflictos de normas es 
aparente en tanto que no hay limitación y, menos aún, eliminación de tal derecho. Ni de la lectura 
simple, como tampoco de una lectura juiciosa, se evidencia que el Concejo haya previsto la 
eliminación de esta práctica, sino que, por el contrario, acoge la orden emanada de la misma Corte 
Constitucional en el sentido de hacer posible el diálogo entre el derecho a la cultura y el derecho al 
bienestar y protección de los animales en el sentido de eliminar su sufrimiento (orden textual, como 
se evidenciará a lo largo de esta exposición). 

En la Sentencia C-666 de 2010, jurisprudencia hito sobre el argumento de los toros en Colombia, y 
a la que nos referiremos principalmente, también se protegen derechos como la paz, el medio 
ambiente como instituciones inseparables y, máxime cuando los animales, de la redacción del texto 
constitucional, han sido incluidos dentro del concepto amplio de medio ambiente y, a través de él, 
se deducen sus derechos que fueron, entre otros, ampliados en la Ley de protección animal. 

En tal sentido, la Corte aboga por que no se realicen actos que atenten contra el medio ambiente y 
lo violenten los recursos naturales, incluyendo a los animales, y ordena al Estado adoptar las 
medidas que prevean su protección, bienestar y medidas que disminuyan su sufrimiento en 
tratándose en las prácticas que sean permitidas. 

 

Como segundo aspecto, el de la competencia, esta misma se encuentra en el artículo 313 numeral 
9 de la Constitución Nacional y en el rigor subsidiario que les otorga funciones a los concejos sobre 
el control, defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio.  

Otro asunto que manifiesta el actor se relaciona con los mandatos legales. De conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 1454 del 2011, LEY ORGÁNICA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL, para validar la 
competencia del Concejo de Bogotá, se toma esta norma con el fin de demostrar que se establecen 
directrices que habilitan al Concejo a tomar decisiones como las del Acuerdo demandado. Dentro 
dela Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial están las siguientes características y principios que 
deberán ser analizados en el curso del proceso:  

 Finalidad: Se establece la promoción y el aumento de la capacidad territorial de 
descentralización, planeación, gestión y administración de sus intereses, además 
del fomento del traslado de competencias y poder de decisión de los órganos 
centrales o descentralizados con indicación a lo ordenado en la Ley y la 
Constitución. 
Conforme a lo anterior, el Concejo, por hacer parte de estas entidades que ayudan 
a la comprensión y conceptualización de la institución de la descentralización del 
país establecida en la Constitución Política, debe administrar sus propios intereses 
y aumentar su poder de decisión, con el fin de cumplir con esta ley en las materias 
de su competencia, dentro de las que están la ecología y la cultura.  

 Principios: Según los principios de esta ley orgánica, se debe reforzar lo ya 
establecido en el artículo 1 de nuestra Carta, y la ley orgánica de ordenamiento 
territorial, es de gran importancia para el cumplimiento de este.  
-Principio de Unidad Nacional: Se dispone reforzar el Estado Social de Derecho 
organizado como una República unitaria, descentralizada, con autonomía en sus 
entidades territoriales en la cual las entidades como Bogotá, reconocida con un 



régimen especial, atiende a las disposiciones nacionales y necesidades locales 
dentro de ámbito de su competencia.  
-Principio de sostenibilidad: Establece que esta ley busca el crecimiento no solo 
económico, sino un crecimiento en la sostenibilidad ambiental de cada territorio. 
Este acuerdo busca una sostenibilidad ambiental en la ciudad de Bogotá, queriendo 
proteger así, a estos animales pertenecientes al medio ambiente en momentos en 
que el debate acerca de la protección de los animales ha tomado fuerza, puesto que 
justamente ha sido una alteración violenta de sus necesidades y un acto humano 
sobre ellos, el que puso al mundo en jaque durante el 2020, aumentando el riesgo 
(materializado en 2019) de sufrir de una enfermedad zoonótica. Quiere decir que el 
debate acerca de la reglamentación del trato a los animales no solo es legal, sino 
necesario aduciendo la situación actual en el mundo.  

 Competencia: En el artículo 26 de la ley orgánica de ordenamiento territorial, se 
establece que la competencia es la facultad que tiene la nación, las entidades 
territoriales y las figuras de integración territorial de atender responsabilidades 
estatales. En este caso, se considera que el informar a los consumidores del 
sufrimiento del animal, es una responsabilidad del consejo para con los ciudadanos 
del Distrito Capital de Bogotá, así como la protección de los animales para evitar la 
crueldad con ellos, permitiendo el diálogo entre la Constitución, la Ley y las 
decisiones de la Corte que permiten las manifestaciones culturales con animales, 
pero hacen un llamado a evitarles el sufrimiento.  

 Coordinación: La Nación y las entidades territoriales de las que trata esta ley, tiene 
el deber de trabajar en coordinación, de manera coherente y articulada, para 
garantizar los derechos fundamentales individuales y colectivos de los ciudadanos 
y los derechos del medio ambiente estipulados en la Carta Política.  
Así, de acuerdo a lo estipulado, el deber de la Nación y de las entidades territoriales, 
en este caso el Consejo, tiene el deber de proteger aquellos derechos del medio 
ambiente estipulados en la Constitución Política.  

Por otra parte, el Decreto Ley 1421 de 1993, señala la competencia del Concejo Distrital de Bogotá, 
dentro del que se encuentra el numeral 7 del artículo 12, en la que se encuentra la de ser autoridad 
medioambiental para el territorio local y, especialmente el artículo 78 que señala la autonomía del 
Distrito Capital de Bogotá. 

En dicho sentido, se resumen dos argumentos para finalizar esta consideración: 

Un primer fundamento es de forma, en el sentido de si el Concejo de Bogotá cuenta con la potestad 
de dictar medidas en torno a las corridas de toros. Ello se afirmó y afirmará en el entendido de la 
competencia atribuida constitucional y legalmente.} 

El segundo fundamento es sobre la materia y el fondo del asunto, y se refiere a la medida adoptada 
en sí y si esta estaría prohibida según el ordenamiento jurídico colombiano. Para ello, nos remitimos 
a lo dispuesto por la Corte Constitucional que ha interpretado las normas sobre protección animal, 
indicando que, si bien la prohibición de ciertas prácticas corresponde exclusivamente al Congreso, 
no así las medidas que permitan adoptar acciones que procuren la mitigación del sufrimiento del 
animal en aquellas prácticas exceptuadas, que es una función de todo el Estado. 

El actor señala desordenadamente apartados específicos de las decisiones de la Corte para dar a 

entender parcialmente la orden del máximo órgano constitucional. A interpretación de la Corte 

Constitucional (específicamente en la Sentencia C-666 del 2010), el Concejo Distrital de Bogotá no 



pudiera expedir esta norma, por cuanto la Ratio Decidendi de la Sentencia C-666 del 2010, 

fundamento de la justificación que hace el actor en la demanda, señala expresamente: 

Las manifestaciones culturales en las cuales se permite excepcionalmente el maltrato 

animal deben ser reguladas de manera tal que se garantice en la mayor medida posible el 

deber de protección animal. Existe el deber estatal de expedir normas de rango legal e 

infralegal que subsanen el déficit normativo actualmente existente de manera que cobije 

no sólo las manifestaciones culturales aludidas por el artículo 7 de la Ley 84 de 1989 sino el 

conjunto de actividades conexas con las mismas, tales como la crianza, el adiestramiento y 

el transporte de los animales. 

Con todo lo hasta aquí expuesto, se evidencia que materialmente sí se encontraba revestido el 
Concejo de Bogotá de la reglamentación de las corridas de toros y novilladas en Bogotá con lo que, 
en conclusión, el Acuerdo No. 767 del 2020 (artículos 1 al 6 y 9 y 10) debería ser declarado legal. 

 

2. INEPTA DEMANDA por falta de razones de fondo sobre la ilegalidad del acto 
administrativo demandado. 

El derecho procesal colombiano es, principio, rogado, quiere ello decir que le corresponde a las 

partes hacer las solicitudes y aducir los argumentos de fondo en que sustentes sus afirmaciones. En 

dicho sentido, corresponde a la parte actora la fundamentación de forma y fondo de los motivos 

por los cuales se considera que el Acuerdo No. 767 del 2020 del Concejo de Bogotá violó la ley para 

tratar de convencer al Juez de la fuerza de sus argumentos. 

Sin embargo, de una lectura pormenorizada del escrito de demanda, no quedan claros los motivos 

específicos de la usurpación de funciones del Concejo Distrital salvo aquél de que el acto 

administrativo usurpa funciones por ser una prohibición de las corridas de todos, lo que es falso. En 

la demanda, además, se aduce una errada y limitada interpretación del concepto Estado, como si 

aquél solo concerniera a las autoridades centrales y sin tener en consideración el reconocimiento a 

la autonomía territorial y la descentralización de funciones que entienden al Estado como un todo 

y no solo como la teoría tradicional tripartita. El actor considera que cuando nos referimos al 

concepto Estado, este exclusivamente se encuentra inscrito dentro del nivel nacional y no como lo 

que verdaderamente es: la presencia de la institucionalidad en todas las esferas funcionales y 

territoriales. 

Si bien es cierto que hay una función preferente en el legislador en virtud del principio de Estado 

Unitario, ello no equivale a inducir la creencia de que las autoridades departamentales, municipales 

y distritales no tengan capacidad deliberativa ni decisoria o que el legislador pueda entrometerse 

en las funciones locales, o las autoridades locales en las nacionales y dentro de este contexto la 

rigurosidad de los conceptos adquiere importancia. 

El Congreso de la República, dentro del ejercicio de sus funciones de reglamentación de la 

Constitución, justamente, ha asignado a las entidades territoriales funciones específicas que, entre 

otras, han sido delimitadas por la Ley o las altas cortes, siempre en respuesta del principio de unidad 

de materia legal y constitucional y de coordinación institucional, como es el caso del artículo 26 de 

la Ley 1451 del 2011 y subsiguientes, en las que se desarrolla la competencia de las entidades 

territoriales. 



El debate erróneamente planteado en la demanda, se funda en un significado excesivamente 

exegético y descontextualizado de la expresión lingüística “prohibición” y “Estado” y la entiende, la 

parte actora, como todo aquello que reglamente una actividad cultural en que se usen los animales. 

Pero, olvida que la Corte ha dicho que es necesario que la cultura y el bienestar animal dialoguen a 

través de instrumentos jurídicos legales o reglamentarios, siendo uno de ellos, en el nivel local, por 

medio de la autoridad administrativa, deliberativa y democrática por excelencia: los Concejos 

municipales o distritales y las asambleas departamentales. 

No hay claridad en la demanda sobre los elementos para suponer o deducir, al menos de forma 

razonable, que el Concejo Distrital de Bogotá sobrepasó los límites otorgados por la Constitución 

Política en los artículos 286, 287, 311, 322, entre otros, en la Ley Orgánica No. 1454 del 2.011 y, para 

el caso especial del Distrito de Bogotá por el Decreto Ley 1421 de 1993 y las normas que lo 

complementan, modifican o reglamentan ni, mucho menos, por la interpretación que al respecto 

ha hecho la Corte Constitucional y, por qué esta medida no pueden incluirse dentro del concepto 

de norma infralegal de que habla la Corte. 

Contrario sensu, la Corte ha hecho un llamado a las entidades públicas a que aúnen esfuerzos en el 

logro del bienestar animal desde sus competencias específicas, siendo una de ellas la de los Concejos 

Municipales y Distritales, a quienes llama a tratar de conciliar la reglamentación de las normas sobre 

protección animal y el carácter de derecho de acceso a la cultura en sus respectivos territorios y en 

diálogo con las normas que les han asignado la competencia como autoridad ecológica y ambiental 

en los territorios. 

La Corte, en sus pronunciamientos, ha especificado que la ley no ha otorgado facultades para causar 

daños a los animales, sino que ellas son meras excepciones, salvaguardando siempre el deber de 

protegerlos en el entendido de su reconocimiento como seres sintientes, especialmente a partir de 

la expedición de la Ley 1774 del 2016 que señala a los animales como seres sintientes y con 

capacidades que han de ser respetadas y que recogió en gran medida los argumentos del máximo 

tribunal constitucional que venían consolidando una doctrina clara en ese sentido. A pesar de que 

se exceptúan las corridas de toros, las mismas solo podrán realizarse cuando exista probada 

tradición histórica y cultural, que se encuentra estipulada dentro del Acuerdo No. 767 del 2020 del 

Concejo Distrital de Bogotá. 

También comete un error grave la demanda, al desnaturalizar el entendido dentro de los 

pronunciamientos de la Corte Constitucional. Ha de tenerse en cuenta que conforme con la doctrina 

general del derecho constitucional, así como los principios básicos y elementales del estudio del 

derecho, que todo cuerpo jurídico (una norma, una decisión, un concepto, etc.) deberá analizarse 

completamente y no por partes, ya que, en este último evento, como sucedió al demandante, da a 

entender algo distinto a su real significación. 

El actor aduce apartados específicos de las decisiones de la Corte para dar a entender parcialmente 

la orden demanda del máximo órgano constitucional. a interpretación de la Corte Constitucional 

(específicamente en la Sentencia C-666 del 2010), el Concejo Distrital de Bogotá no pudiera expedir 

esta norma, por cuanto la Ratio Decidendi de la Sentencia C-666 del 2010, fundamento de la 

justificación que hace el actor en la demanda, señala expresamente: 

Las manifestaciones culturales en las cuales se permite excepcionalmente el maltrato 

animal deben ser reguladas de manera tal que se garantice en la mayor medida posible el 



deber de protección animal. Existe el deber estatal de expedir normas de rango legal e 

infralegal que subsanen el déficit normativo actualmente existente de manera que cobije 

no sólo las manifestaciones culturales aludidas por el artículo 7 de la Ley 84 de 1989 sino el 

conjunto de actividades conexas con las mismas, tales como la crianza, el adiestramiento y 

el transporte de los animales. 

Y, finalmente, la orden dada por la Corte fue descontextualizada por el demandante al inferir sólo 

órdenes restrictivas, más no al aducir, en virtud de la verdad argumentativa, que la Corte pretende 

la conciliación entre del derecho a la cultura y el del bienestar animal. Sobre esto, es claro que, 

aunque se debe garantizar el derecho de acceso a la cultura y a los espectáculos taurinos en los 

lugares en que haya tradición, este no es absoluto y debe entenderse en relación, entre otros, con 

el deber de protección y bienestar de los animales no humanos, puesto que la parte resolutiva del 

fallo en cuestión expresa la Corte: 

1) Que la excepción allí planteada permite, hasta determinación legislativa en contrario, si 

ello llegare a ocurrir, la práctica de las actividades de entretenimiento y de expresión 

cultural con animales allí contenidas, siempre y cuando se entienda que estos deben, 

en todo caso, recibir protección especial contra el sufrimiento y el dolor durante el 

transcurso de esas actividades. En particular, la excepción del artículo 7 de la ley 84 de 

1989 permite la continuación de expresiones humanas culturales y de entretenimiento 

con animales, siempre y cuando se eliminen o morigeren en el futuro las conductas 

especialmente crueles contra ellos en un proceso de adecuación entre expresiones 

culturales y deberes de protección a la fauna. (Corte Constitucional Sentencia C-666 del 

2010) (subrayado fuera del texto original). 

Esta facultad de morigeración (es la que se encuentra expresamente en la Sentencia C-666 del 2010, 

cuando menciona que las medidas del Estado han de ser nacionales o territoriales “deber de expedir 

normas de rango legal o infralegal”) es la que se encuentra en el Acuerdo No. 767 del 2020, máxime 

cuando la Corte ha expresado un deber de garantizar la excepción y el bienestar animal, puesto que 

es clara la frase “Siempre y cuando se eliminen o morigeren en el futuro conductas especiales”. 

Y quién mejor que la Corte Constitucional para interpretar el sentido de la Constitución respecto del 

deber de protección de los animales y las fiestas taurinas. 

Con relación a los artículos 1, 2, 5, 6 y 9 del Acuerdo No. 767 del 2020, el actor ni siquiera da a 

suponer cuáles son las restricciones al derecho y la abrogación de funciones, con lo cual carece de 

sentido la declaración de nulidad bajo el supuesto de falta de fundamento en ellas, con lo cual 

debería prosperar esta excepción. 

 

Pruebas: 

Solicitamos que se tengan como pruebas las aportadas por las partes. 

 

 

 



Fundamentos fácticos y jurídicos de la Contestación de la demanda: 

1. Constitucionalidad de la medida:  
 
Dice la demanda que “Ni el marco legal para la realización de la tauromaquia, el Reglamento 
Nacional Taurino (L.916/04), ni los condicionamientos introducidos por la Corte Constitucional 
(Sentencia C-666/10), faculta a la administración distrital para imponer la alteración de la estructura 
del espectáculo taurino para eliminar la muerte del toro, como tampoco para impedir la realización 
de espectáculos taurinos que cumplieran los requisitos constitucionales y legales. Tomar decisiones 
administrativas en cualquiera de estos dos sentidos implica sustraer la competencia del Legislador 
en la definición de las condiciones para la realización de la expresión artística y cultural taurina, y 
por ende implica la vulneración del derecho al debido proceso por defecto orgánico”. 
 
La Corte reconoció explícitamente que, de acuerdo con la sentencia C-666 de 2010, los concejos 
municipales y distritales están facultados para subsanar el déficit normativo de protección animal, 
con sujeción a la Constitución y a la Ley siempre que en ellos exista un diálogo que ni restrinja el 
acceso a los espectáculos culturales y se morigere el sufrimiento animal. En sus propios términos, 
con la sentencia C-666 de 2010 quedó establecido que tienen dicha facultad, tanto pidiendo al 
Congreso en virtud de la iniciativa legislativa su prohibición o a través de la expresión de sus 
funciones constitucionales y legales. Por lo tanto, esta decisión confirmó que la orden de subsanar 
el déficit de protección animal se dirige tanto al legislador como a las autoridades territoriales con 
competencias normativas, como concejos municipales y distritales. 
 
Dos órdenes relevantes para el Concejo Distrital que dan cuenta de los argumentos y que están 
incluidos dentro del Acuerdo 767 del 2020 son:  
 

(1) primera, la de reconocer que los espectáculos taurinos son legales y que solo 
pueden ser prohibidos por el Legislador.  

(2) Segunda, la de subsanar el déficit normativo de protección animal. Este Acuerdo 
cumple con ambas órdenes: por una parte, reconoce que los espectáculos taurinos 
mencionados en la Ley 916 de 2004 son legales, siempre que se realicen en los 
tiempos y en los lugares en los que tradicionalmente se han llevado a cabo; por otra, 
busca armonizar la realización de dichos espectáculos con la protección animal. 

 
Además, el Acuerdo demandado no constituye una violación al derecho a la libertad de expresión 
artística. El propósito de la regulación es desincentivar las prácticas taurinas más no prohibirlas con 
especial sujeción a las condiciones establecidas en sede constitucional. Para la realización de estas 
actividades no se están exigiendo requisitos adicionales a los contemplados en la Ley, ni imponiendo 
cargas gravosas e imposibles de cumplir.  
 
El Distrito debe permitir las “prácticas culturales” legales en su territorio, y su realización es, en sí 
misma, una protección de la libertad de expresión. Si el legislador está constitucionalmente 
autorizado para adoptar la más restrictiva de las regulaciones –la prohibición–, entonces no puede 
afirmarse que una regulación mucho menos restrictiva, como la contenida en el presente Acuerdo, 
viole el derecho a la libertad de expresión artística de la comunidad taurina. Al contrario, el presente 
Acuerdo armoniza el ejercicio de una expresión cultural con los mandatos superiores de dignidad 
humana, protección al ambiente, protección a los animales y convivencia pacífica. Estos objetivos 



constituyen fines esenciales del Estado y, por lo tanto, una autoridad administrativa territorial, como 
lo es el Concejo de Bogotá, es competente para adoptar medidas encaminadas a conseguirlos. 
 

2. La ética del cuidado y la protección animal. 

"Todos los animales nacen iguales ante la vida y tienen los mismos derechos a la existencia. El 
hombre, en tanto que especie animal, no puede atribuirse el derecho a exterminar a los otros 
animales o explotarlos violando su derecho”, se encuentra expresado en la Declaración Universal 
de los derechos de los animales y aprobada por la ONU. 
  
En Colombia, desde la ley 1774 de 2016 se establecieron parámetros fundamentales en vía a la 
ratificación de los derechos de los animales, considerándolos como seres sintientes que requieren 
protección contra el sufrimiento y los cuales deben respetar ciertos principios como el de 
bienestar.  Como base principal, se tiene el artículo 3 de la ley mencionada:  
  
Artículo 3°. Principios. 
a) Protección al animal. El trato a los animales se basa en el respeto, la solidaridad, la compasión, la 
ética, la justicia, el cuidado, la prevención del sufrimiento, la erradicación del cautiverio y el 
abandono, así como de cualquier forma de abuso, maltrato, violencia, y trato cruel; 
b) Bienestar animal. En el cuidado de los animales, el responsable o tenedor de ellos asegurará como 
mínimo: 
1. Que no sufran hambre ni sed, 
2. Que no sufran injustificadamente malestar físico ni dolor; 
3. Que no les sean provocadas enfermedades por negligencia o descuido: 
4. Que no sean sometidos a condiciones de miedo ni estrés; 
5. Que puedan manifestar su comportamiento natural;  
c) Solidaridad social. El Estado, la sociedad y sus miembros tienen la obligación de asistir y proteger 
a los animales con acciones diligentes ante situaciones que pongan en peligro su vida, su salud o su 
integridad física. 
  
Claramente, en el numeral 3 y 4 se especifica “que no sufra injustificadamente malestar físico ni 
dolor” y “que no sean sometidos a condición de miedo ni estrés”, pero según la Corte Constitucional 
en sentencia C-666/10 señala que durante las corridas de toros existen actividades que generan 
daño a los animales, como: 
  

1. Picar el toro, operación que implica clavar una punta de lanza de catorce centímetros de 
largo en el morrillo del toro, acción que eventualmente puede repetirse hasta dos veces; 
2. Poner banderillas, operación que implica clavar en el lomo del toro las banderillas, las 
cuales son palos de madera rectos y resistentes en cuyo extremo se encuentra el Arpón, 
que consiste en una piedra de hierro afilada provista de otras menores que salen en 
dirección contraria para que al hundirse en la carne del toro prenda e impida su caída –arts. 
12 y 50 ley 916 de 2004-. 
3. Clavar el estoque, operación que implica que el encargado de la lidia clave una espada en 
el toro que estaba lidiando. 

  
Eventualmente, una corrida de toros también puede implicar la realización de otras actividades que 
causen daño a los animales, como son: 
  



1. La puesta de banderillas negras, las cuales tienen un Arpón más largo y ancho, causando 
una herida de mayor profundidad y grosor. 
2. El apuntillar, que implica dar muerte con una daga al toro que, luego de que le fue clavado 
el estoque, cayó al suelo pero no ha muerto. 
3. Descabellar, que implica dar muerte al toro mediante una estocada que se propina entre 
los anillos que rodean la médula espinal. Este procedimiento se realiza en aquellos casos 
que, luego de seis (6) minutos de haber recibido la primera estocada con la intención de 
darle muerte, el toro no ha caído –ya sea muerto o agonizante- en la arena de la plaza. 

  
El espíritu de las corridas sea el enfrentamiento de un animal que simboliza la fuerza de la naturaleza  
y representa al mundo como una bestia, siendo el toro la bestia por excelencia tanto por su facilidad 
de domesticación, como la fuerza natural que él tiene. 
 
Como toda batalla, la misma ha de tener un resultado para cualquiera de las partes, siendo que 
vence el humano o la naturaleza y, en contados escenarios, las tablas. Pero no se puede sostener 
que todo acto de enfrentamiento del hombre con la naturaleza ha de hacerse a través de medios 
violentos (que, como dice Hannah Arendt, la violencia de caracteriza por el uso de un arma o 
instrumento), y ello ha sido demostrado en países (Portugal) y comunidades locales (Cataluña y 
recientemente Bogotá) que han logrado conciliar el espectáculo taurino con la eliminación del 
sufrimiento animal sin que el objetivo de la representación de la dominación del hombre a la 
naturaleza no se vea representado. 
 
Al contrario, suponer que dicha simbología solo requiera de armas es una forma adicional de recurrir 
al uso de expresiones violentas que terminan consolidando una cultura de poder a través del daño 
físico y arraigando la superioridad moral que el animal humano se ha abrogado sobre el mundo, sus 
recursos y sus compañeros de vida. Tenemos algunos ejemplos éticos sobre la verdad objetiva del 
sufrimiento de los animales: 
 
Sin lugar a dudas, los animales son capaces de llevar una vida digna, lo cual no significa que deban 
soportar condiciones de hambre, terror, violencia, donde no son objeto del cuidado mínimo, al 
contrario, deben disfrutar de oportunidades adecuadas de nutrición y actividad física, vivir libres de 
dolor, miseria y crueldad; disponer de libertad para actuar del modo característico y de vivir sin 
miedo. (Nusbaum, 2006, Las fronteras de la justicia, editorial Paidós). 
  
La mayoría de signos externos llevan a deducir que la presencia de dolor también puede percibirse 
en otras especies, especialmente las más cercanas al ser humano, como lo son los mamíferos y aves. 
Esto se puede observar a partir de conductas características, entre estas las sacudidas, contorsiones 
faciales, gemidos, chillidos u otros sonidos, intentos de evitar la fuente de dolor y aparición del 
miedo ante la perspectiva de su repetición. Además, tenemos el conocimiento de que estos 
animales poseen sistemas nerviosos muy similares a los nuestros, de manera que responden 
fisiológicamente cuando se encuentra en circunstancias en las que se sienten dolor: un aumento 
inicial de la presión de la sangre, dilatación de las pupilas, transpiración, aumento de las pulsaciones 
y, si continúa el estímulo, un descenso de la presión sanguínea. (Singer, 1999, Liberación animal) 
  
Por otra parte, teniendo en cuenta el avance social y cultural, se ha venido transformando la visión 
respecto a la naturaleza y los seres que la conforman, debido a que su finalidad ya no es totalmente 
la explotación, sino que existe una concepción integracionista en la cual el ser humano es un 
componente de la naturaleza. Es decir, se ha abandonado la concepción utilitarista donde todo es 



para provecho humano siendo indiferente a las sensaciones de los otros seres sintientes o de que 
los bienes que suministra el mundo son infinitos y su explotación ha de ser inmisericorde. Entonces, 
a partir de esto se ha estipulado una protección reforzada a la fauna cuya disposición se encuentra 
desde la Constitución, como hemos señalado.  
  
Teniendo en cuenta los deberes consagrados en la Constitución de 1991, se encuentra que el 
artículo 8º de la Constitución: 
  

Artículo 8: “Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y 
naturales de la Nación”.  (Const., 1991, art.8) 

  
En la frase riquezas naturales se encuentra incluido el recurso fáunico, integrado por los animales, 
ya sea que se encuentren alejados del contacto con el hombre o que estén en permanente relación 
con las personas. 
  
Así mismo, el artículo 79 de la Constitución expresa: 

Artículo 79. “Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es 
deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos 
fines”.  (Const., 1991, art.79) 

 
Ante esto, los recursos de la naturaleza ya no están a entera disposición de las personas, de hecho, 
ahora el ambiente es responsabilidad de los mismos, por lo cual, se delimitan la libertad de los seres 
humanos para disponer de estos, asegurando así la protección a la diversidad fáunica.  

De igual forma, el artículo 95.8 apunta a la protección del medio ambiente:  

Artículo 95.8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación 
de un ambiente sano. (Const., 1991, art.95) 

 
Entonces, se desata el interés público por los animales, pues el supuesto de los hombres están 
primero o que cualquier problema relativo de los animales no es comparable al de los seres 
humanos, ya se está dejando a un lado y se está empezando a reconocer que los demás seres 
sintientes deben tener la protección requerida para llevar una vida digna lejos de toda clase de 
maltrato. Así, toda persona se ve en la obligación de respetar la naturaleza, evitar causar daño a los 
animales y a denunciar las acciones violentas que se produzcan contra el ambiente y la diversidad.  

En el sentido de esta afirmación se encuentra lo dispuesto por la Corte Constitucional en sus 
decisiones, sobre un deber ético, legal y constitucional e morigerar el sufrimiento, aun en aquellos 
eventos en que una práctica con animales se encuentre permitida. 

Por otra parte, encontramos también la cláusula contenida en el artículo 22 de la Constitución 
Nacional que cumple varias funciones dentro de nuestro ordenamiento jurídico. La Corte lo ha 
reconocido como un derecho y un deber y, a su vez, como un principio y un valor constitucional 
(Sentencia C-379 del 2016), con distintos elementos que permiten comprenderlo desde lo subjetivo 
como objetivo (Sentencia C-360 del 2016 y C-160 del 2017), entre otras. 

 



La inclusión del artículo 22 dentro de la Constitución se considera un paradigma y se buscan sus 
explicaciones, puesto que en sí mismo no es un derecho fundamental en el entendido de las 
libertades de ejercicio individual (Sentencia C-055 de 1995). Sin embargo, que la paz aparezca 
dentro del catálogo de derechos fundamentales en la Constitución de 1991 se puede entender como 
una respuesta a la historia de nuestro país, marcado por la violencia sistemática y un proceso que, 
en la actualidad, se remonta al menos a los años 40 del siglo pasado. 

Por tanto, para evitar la consolidación de los procesos de violencia, el constituyente consideró darle 
mayor prerrogativa a la paz como uno de los símbolos del Estado Social de Derecho que se pretende 
construir. Por ello, la paz se convierte en una finalidad social imposible de desconocer en el 
ordenamiento jurídico colombiano. 

Además, la paz, que es también un derecho de toda la humanidad, en nuestro contexto se debe 
entender como una lucha en contra de los mecanismos de violencia, siendo quizás el principal 
fundamento para su expresión de forma auténtica en el texto de 1991. La violencia, como reconoce 
la filosofía contemporánea (Heidegger, Byung-Chul Han, Amartya Sen, Martha C. Nussbaum) que es 
el uso de instrumentos para dañar a otros. 

Para ello, las formas de eliminación de la violencia deben tender a la eliminación de todas las formas 
de expresión de la misma que construyan el imaginario sobre lo permitido legal, ética y moralmente, 
siendo la simbología quizás la más arraigada en el subconsciente colectivo colombiano, en actitudes 
que, contrario a permitir una actitud de pasar página y construir una nueva sociedad, permiten la 
consolidación de la violencia como una forma de perpetuar actitudes que obstaculizan la 
construcción de tejido social. Una de ellas es la de realizar actos crueles en contra de los animales. 

La violencia es tal, que ya no llegamos a sentirla de forma automática, sino que requiere un proceso 
de reflexividad “esta violencia ya no es atribuible a los individuos, y a sus malvadas intenciones, sino 
que es puramente objetiva, sistémica, anónima”  (Zizek, pág. 20, sobre la violencia), y se caracteriza 
por la utilización de herramientas (Arendt, pág. 12, la violencia), aunque quien ejerce esa fuerza 
violenta no se considere a sí mismo violento (Arendt, la condición humana), pues está convencido 
que es una función natural. 

Por tanto, en virtud de lo dispuesto por la Corte Constitucional en Sentencia C-666 del 2010, se debe 
entender que, además, la eliminación de los instrumentos de tortura utilizados en la corridas de 
toros es un avance hacia la consolidación de la paz, puesto que la tauromaquia es, sin duda alguna, 
una culturización de la violencia, en la que se usan instrumentos (cortopunzantes) que laceran el 
cuerpo y quitan la vida a un ser biológico, mientras la sangre (símbolo de la pertenencia de la vida 
dentro del cuerpo) se escapa del animal. Sangre cuyo color es el mismo en animales que en seres 
humanos. 

Por tanto, la tauromaquia es toda una oda a la violencia, es la culturización de actos barbáricos que 
consolidan aspectos negativos del ser humano y, peor aún, no permiten la consolidación de la paz 
puesto que aumentan la sensación de daño en el cuerpo de otros (Nussbaum). 

Por tanto, la prohibición del uso de elementos contenidos en el artículo 3 del Acuerdo No. 767 del 
2000 no solo es conforme al derecho, como se ha demostrado en páginas atrás, sino a la ética, a la 
justicia y al llamado constitucional de la construcción de un país en paz, menos violento y que 
promueva valores humanos de tolerancia y respeto hacia el otro. 

 



Notificaciones: 

Recibiremos notificaciones en la Carrera 55ª No. 163-35 interior 7-914 de la ciudad de Bogotá, en 

el teléfono 3006868440 y, expresamente autorizamos el envío de comunicaciones y notificaciones 

al correo electrónico cesarcorrea.m@gmail.com  
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